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- Sobre acceso del paciente a su historia clínica y derecho a la confldencialidad de la misma (número de 

- Sobre emplazamiento de la prostitución en la vía pública (número de expediente 161í000032). 

expediente 16 1 /O0002 1 ). 

Se inicia la sesión a las diez horas y veinte minutos de 
la mañana. 

COMPARECENCIA DEL DIRECTOR GENERAL DEL 
INSTITUTO ESPAÑOL DE EMIGRACION PARA IN- 
FORMAR SOBRE LA POLITICA DEL GOBIERNO EN 

PO PARLAMENTARIO COALICION POPULAR) 
MATERIA DE EMIGRACION (A PETICION DEL GRU- 

El señor PRESIDENTE: Señorías, el primer punto del 
orden del día es la comparecencia del Director General 
del Instituo Español de Emigración para informar sobre 
la política del Gobierno en materia de emigración. Le da- 
mos la bienvenida a nuestra Comisión. 

Como todos los señores portavoces saben, e1 debate so- 
bre este punto se hará sobre la base del artículo 203. Tie- 
ne la palabra el señor Director General. 

El señor DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO ES- 
PAÑOL DE EMIGRACION (Aragón Bombín): Señoras v 
señores Diputados, quiero manifestar en primer lugar la 
satisfacción personal que me produce la comparecencia 
ante esta Comisión de Política Social y Empleo del Con- 
greso de los Diputados por la ocasión que se me bridna 
no sólo de exponer los proyectos y los resultados de la ges- 
tión ante un auditorio tan cualificado, sino también de es- 
cuchar con el máximo interés los comentarios y las ob- 
servaciones que quieran formularme. 

En otro ámbito, quiero expresar también mi satisfac- 
ción por Cuanto su solicitud para que comparezca a ex- 
plicar la política de emigración entiendo que es un signo 
del interés y la importancia que esta Comisión concede a 
los problemas que afectan al colectivo emigrante. Me pa- 
rece oportuna, en este sentido, esta comparecencia, pues- 
to que viene a representar un desmentido a la impresión 
que con frecuencia se manifiesta entre nuestros propios 
emigrantes sobre el olvido que la opinión pública y ,  más 
ampliamente, la sociedad española tiene en estos momen- 
tos de los problemas que afectan a la emigración, salvo 
en determinados aspectos anecdóticos y superficiales 
como se refleja en el hecho de que los problemas referi- 
dos a ella aparezcan en la prensa, junto con las informa- 
ciones de carácter anecdótico. 

Si bien creo personalmente que no seria justo hablar 
de olvido, si puede estar justificado el pensarque en  re- 
lación con nuestros emigrantes se arrastran dctcrmina- 
das imágenes que el paso del tiempo ha convertido en 
es terco t ipos. 

Así pues, antes de pasar a detallar la política de emi- 
gración, parece necesario, si lo permiten, analizar brcvc- 

mcintc los rasgos más caractcrísiicos que definen en este 
momento la condición y situación de nuestros cmigran- 
tes. Voy a darles unos datos cuantitativos para centrar el 
problema. 

En estos momentos, la población emigrante española 
se cifra en torno a I.770.000 personas; de ellas 950.000 re- 
siden en América, siendo Argentina con 373.000, Venezue- 
la con 144.000, Brasil con 118.000, Estados Unidos con 
73.000 y Uruguay con 65.000, los países donde están ra- 
dicadas las principales colectividades. 

En Europa residen alrededor de 768.000 españoles, de 
ellos 638.000 residen en países de la CEE, siendo Francia, 
la República Federal Alemana y el Reino Unido los paí- 
ses donde existen colectivos más numerosos. Fuera de la 
CEE existe un colectivo importante en Suiza, donde resi- 
den alrededor de íiO.000 espaíioles. 

En el resto del mundo solamente hay dos países donde 
merezca destacarse la colectividad española, y son 
Marruecos, donde residen unos 9.000 españoles, con una 
problemática especial, y Australia, con 22.000 españoles. 

En general, la colectividad española viene experimen- 
tando, salvo en Suiza, un proceso importante de dismi- 
nución. Así, si atendemos a los últimos datos estimados, 
en 1970 residían 1.123.000 españoles en Europa y 
2.200.000 en América. En 1975, 1.082.000 en Europa y 
1.842.000 en América. En 1980, 855.000 en Europa y 
1.088.000 en América. Como se aprecia, el retroceso sufri- 
do en los últimos veintisiete años ha sido muy importan- 
te, se ha quedado reducido a menos de la mitad. Las prin- 
cipa'les razones a las que obedcce esta disminución son 
las siguientes: en primer lugar, la reducción en los flujos 
de salida en forma de emigración permanente. En los ú1- 
timos años, los íiujos de salida de carácter permanente 
rondan en torno a las 20.000 personas al año, frente a más 
de 100.000 que se registraban anualmente en los prime- 
ros años de la década de los setenta. En segundo lugar, la 
persistencia en la corriente dc retorno, con un  saldo simi- 
lar - e n  ocasiones ligeramente inferior y cn ocasiones lc 
supera- al númcro.de salidas. En tercer lugar, las bajas 
naturales por fallecimiento y naturalización en estos paí- 
ses. En cuarto lugar, y cstc es u n  dato muy importante, 
los ajustes técnicos que llevan a depurar y a aquilatar las 
cifras a medida que se realizan censos, sobre todo en Ami.- 
rica, donde hemos pasado de estimaciones muy globales 
a dar cifras más concretas a medida que se han realizado 
los censos en Argentina, Vcnczuela, Uruguay, ctcctcra. Es- 
tos son los datos cuantitativos que definen la situación de 
la emigración cspariola. 

En cuanto a los aspectos cualitativos, que han sido rc- 
cogidos en un  estudio titulado ((Panorama de la cmigra- 
ción española en Europa., según los resultados de dicha 
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investigación sociológica, los rasgos más característicos 
de la emigración española son los siguientes: 

La emigración actual está muy lejos de representar la 
figura tradicional del emigrante aislado; es, sobre todo, 
una emigración de carácter familiar. El perfil más típico 
de la familia emigrante es la constituida por padres en la 
cuarentena e hijos en edad adolescente. (Me estoy refirien- 
do a la emigración en Europa, pues en América tiene unos 
rasgos muy distintos.) Aproximadamente un tercio de los 
actuales emigrados salió de España después de 1970. Esto 
quiere decir que se ha producido un movimiento impor- 
tante de reagrupamiento familiar. Las familias emigran- 
tes se distinguen por contener una alta proporción de per- 
sonas con niveles de enseñanza profesional o secundaria, 
un nivel medio de cualificación y un destino o una elec- 
ción preferente por la formación profesional. El emigra- 
do tipo no es el obrero de una fábrica, sino el trabajador 
medio de la construcción, la industria o servicios perso- 
nales que se emplea en una empresa o en un negocio fa- 
miliar. Eso explica la escasa incidencia que han tenido, 
entre el colectivo emigrante, los proyectos de retorno in- 
ducido que han puesto en marcha distintos países euro- 
peos como Francia, República Federal Alemana, etcétera, 
que han tenido mayor incidencia en los colectivos que se 
encontraban en grandes explotaciones industriales. 

El 63 por ciento de los emigrantes dice hablar bien el 
idioma extranjero; el 50 por ciento lo lee y el 35 por cien- 
to lo escribe. La mayoría de ellos puede llegar a enten- 
derse en el idioma del país de residencia, pero se mueven 
en un medio familiar, de amistad e incluso profesional en 
los que el idioma que prevalece es el castellano. Sólo uno 
de cada cinco emigrantes dice vivir en un medio en el que 
la mayoría de los vecinos son espatioles. Esto da como re- 
sultado el que haya una cierta integración residencial con 
las colectividades de estos países. 

Sólo una pequeña minoría reconoce que existe discri- 
minación hacia ellos, desde un 17 por ciento en el trabajo 
a un 10 por ciento en el trato por la policía. En Francia 
y en el Reino Unido, donde hay más trabajadores de ser- 
vicios con una cierta cualificación técnica y donde se co- 
noce mejor el idioma, la sensación de discriminación es 
menor. Es prácticamente habitual la visita a Espana por 
lo menos una vez al año. Ante la pregunta directa de si 
ha pensado volver a Espatia, un 64 por ciento de los emi- 
grantes contesta que sí. Ahora bien, lo que realmente mar- 
ca la diferencia en las actitudes no es tanto la manifesta- 
ci6n o no de una idea de volver como la realización de ac- 
ciones concretas para propiciar ese retorno. A este respec- 
to, más de la mitad de los emigrantes que piensan regre- 
sar se han comprado ya un piso en Espana, y menos de 
un 30 por ciento de los emigrantes vive, en los países de 
residencia, en vivienda propia; como norma general, vi- 
ven en viviendas en régimen de alquiler. El 44 por ciento 
de los que piensan volver envía dinero con regularidad a 
España. La mayoría de los emigrantes no aconsejaría a 
un amigo que emigrara desde España al país de residen- 
cia; solamente uno de cada diez apoyaría sin reservas la 
idea de emigrar. 

En el proceso psicológico, la no integración, discrimi- 
nación e idea retorno, son circunstancias que se encade- 
nan en una cierta relación, incluso lases para tomar la de- 
cisión de volver. 

El 69 por ciento de los emigrantes que han trabajado 
reconoce que ha mejorado de nivel de cualificación en la 
experiencia migratoriay solamente un B por ciento afir- 
ma que ha empeorado en este aspecto. Precisamente en 
el grupo de los que han empeorado se dan los máximos 
valores de no integración y deseos de retorno. 

Esto pone de relieve que la incidencia de la crisis eco- 
nómica, el ajuste duro en Europa de los años 1974 a 1976, 
fueron los años en que se produjo el retorno masivo de 
emigrantes españoles, y en estos momentos la población 
que está allí, salvo determinados colectivos específicos, es 
una población asentada, cuyo horizontc de. retorno coin- 
cide con el final de su vida laboral. 

La mayoría de los emigrantes se encuentra alejada de 
la asistencia religiosa o de ayudas culturales destinadas 
a los emigrantes; en cambio, casi todos tienen contacto 
con consulados, agregadurías, oficinas laborales o con las 
publicaciones periódicas que llegan desde Espana. El al- 
cance de estas instituciones es más bien menguado, según 
la encuesta, pero es muy reducido el porcentaje de los que 
tienen una mala opinión de su funcionamiento. 

En América nos encontramos con un perfil radicalmen- 
te distinto al que hemos descrito para Europa y se carac- 
teriza por los rasgos siguientes: una población notoria- 
mente envejecida, en su mayor parte cercana a la edad 
de jubilación. Tengo aquí dos estudios específicos referi- 
dos a Venezuela y a Argentina y se ve que la poblacion de 
más de 60 años representa más del 70 por ciento de la po- 
blación española. Hay que tener en cuenta que ha habido 
un proceso muy fuerte de naturalización y los hijos de es- 
tas personas; incluso en ocasiones la primera generación 
ha adquirido la nacionalidad de estos países, aunque aho- 
ra se esté produciendo un proceso de recuperación de la 
nacionalidad española como consecuencia de las normas 
sobre la doble nacionalidad. Ahora bien, dada la inexis- 
tencia de flujos desde hace más de veinticinco años a Amé- 
rica, la población española está cerca a la edad de jubi- 
lación o con una edad superior a los sesenta y cinco años. 

No hay problemas para la integración, al no existir 
barrera lingüística, salvo en Brasil, ni diferencias psico- 
lógicas o de mentalidad; situación económica difícil, .tan- 
to por la situacibn económica de estos paises como por la 
inexistencia de una cobertura de protección social análo- 
ga a la que existe en los países europeos, va que es inlrc- 
cuente la existencia de prcstacibn por dcsemplco cn estos 

paises. Tampoco existe un sistema de protección comple- 
to para determinados sectores, entre los que figuran pre- 
cisamente autónomos y agrícolas, que son los scctorcs cn 
que los espanoles desarrollan, cn muchos casos prcí'cren- 
temente, su actividad, y la asistencia sanitaria se presta 
en muchqs casos a travcs de instituciones dc carácter pri- 
vado, mutualista. Este sería a grandes rasgos cl panora- 
ma de la emigración espanola tanto en Europa como cn 
América. 

Junto a los flujos pcrmancntes existen otros aspectos o 
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manifestaciones que contribuyen a conformar el panora- 
ma migratorio español en los momentos presentes. Toda- 
vía existen migraciones de temporada o de campaña que 
representan los flujos migratorios numcricamcntc más re- 
levantes; así, se espera para este año alrededor de 55.000 
trabajadores que participen cn la campaña de la vendi- 
mia en Francia; alrededor de 20.000 para otros traba,jos 
agrícolas, también en Francia y en  Suiza, y alrededor de 
12.000 temporeros que acuden todos los años a Suiza, cs- 

pccialmcnte a los sectores de hostclcría y construcción. 
Por otra parte, existe un contingente cifrado cn torno a 
los 8.000 trabajadores que se encuentran destacados por 
empresas españolas o en buques de pabellón extranjero. 

En cuanto a las perspectivas migratorias de futuro hay 
que coincidir que la tradición migratoria en este país en 
estos momentos está muy diluida, incluso se está pcrdicn- 
do. Frente al 10 por ciento de la población actual españo- 
la que ha trabajado en el extranjero en aglún momento 
de su vida y el 30 por ciento de las familias españolas que 
se han visto afectadas por flu,jos migratorios, en estos mo- 
mentos solamcnte el tres por ciento de la poblacicín cspa- 
ñola laboralmente activa se manifiesta dispuesta a cmi- 
grar y son pocas las personas que se encuentran cn dis- 
posición y que aceptan realmente las ofcrtas que se 
producen. 

Por otra parte, dadas las políticas restrictivas en cuan- 
to a la admisión de mano de obra en la mavoría de los paí- 
ses, la existencia de un período-transitorio para la apli- 
cación dcl principio de libre circulación dentro de la Co- 
munidad Económica Europea y la si tuación económica 
global, tanto de los paises de nuestro entorno como de 
nuestro propio país, es previsible que no se produzcan en 
el futuro, al menos a medio y corto plazo, nuevos flujos 
migratorios. Esta no es sólo una afirmación personal, sino 
que se encuentra recogido en la Conferencia de la OCDE 
sobre perspectivas de migración, en la que existía esta 
opinión generalizada en cuanto al futuro de las migracio- 
nes. En idéntico sentido se manifiesta la reciente 111 Con- 
ferencia de Ministros de Emigración, que  se celebró el 
mes pasado en Oporto. La coincidencia general en cuan- 
t o  a políticas migratorias de dificultades v obstáculos 
para nuevas entradas .y, por el contrario, el 6nfasis espe- 
cial puesto en la integración de los colcciivos rcsidcntcs, 
hace que las perspectivas migratorias españolas de sali- 
da por el momento sean escasas o nulas. 

Por el cyntrario es previsible que se accntúc la tcndcii- 
cia experimentada en 10s últimos años durantc los c~iaIcs 
Espatia ha pasado a ser u n  país clc emigración a ser u n  
país de inmigración. Este Icnóriicno lo csperinientan, a s ¡ -  
mismo, otros paises dt r  la cuenca iiicdiici ' . t -anca ' col1 1111;1 

tradición similar a la nuestra, conlo Italia, con la misma 
o mayor intensidad, en menor nicdidn Grecia \ '  Portu- 
g a l .  Administr-ativamci~tc v como rcl'lc,jo dc esta  s i t ~ i a c i ~ ) t i ,  
a pesar de que aún conserva el iionilwc tlc Iiistituto Es- 
pañol de Emigración, ;I raíz del Real Dccrcio S3(J/lc)RS, 
de 8 de abril, esta Dirección Gciicral es coiiipctciitc sobi~c 

como de migraciones iiitcriorcs. 
todos los flu,jos, tanto de cinigi~nción, LIC iniiiigi~acioii 

Con estas prciriisns dcfiiiitorins dcl colccIivo ciiiig!i.aii- 

te, podremos pasar a exponer brevemente cuáles son los 
objetivos v los programas de actuación por parte de la Ad- 
ministración espanola. 

A efectos de una cierta claridad expositiva y un cierto 
orden dividiré mi intervención en siete apartados. 

Primero, en relación con los flujos migratorios vivos. 
La actuación en este campo incide en actividades clási- 
cas de la política migratoria. En primer lugar, evitar la 
actuación de intermediarios en la contratación y obtener 
garantías sobre el cumplimiento de las obligaciones dcri- 
vadas de la-ejecución del contrato de trabajo que debe 
realizarse en territorio extranjero sobre el que las normas 
espanolas y la protección tienen más dificultades para 
prestarse con garantías de efectividad. En estos momen- 
tos podemos pensar que todos los flujos son asistidos. 
Como norma general, todo emigrante cuenta con la asis- 
tencia c intervención en su proceso migratorio de la Ad- 
ministración del Instituto Español de Emigración. Asi- 
mismo, no tenemos constancia de que existan intermedia- 
rios que exploten o recluten trabajadores. Estas son figu- 
ras que afortunadamente han pasado a la historia. 

En segundo lugar se siguen haciendo una serie de acti- 
vidades tendentes a facilitar el transporte y los trámites 
aduaneros y otras formalidades exigidas por las autorida- 
des de policía o sanidad. Son frecuentes las reuniones pe- 
riódicas con las autoridades de caráper  administrativo 
de Francia y Suiza donde existen flujos migratorios vivos, 
así como reuniones periódicas de las comisiones mixtas 
que ayudan a ir avanzando en la solución de estos temas. 

En tcrcer lugar, nos esforzamos por mejorar las condi- 
ciones de alojamiento y de vivienda de estas personas. Sa- 
bemos que todavía quedan algunos temas pendientes, cs- 
pecificamcnte el de los alojamientos durante la vendimia 
salta sistemáticamente a la opinión pública, pero progre- 
sivamente, mediante fórmulas c intervenciones relaciona- 
das con las autoridades administrativas francesas, vamos 
mcjorando estas condiciones. 

Finalmente, tratamos de ayudar a las familias para que 
la ausencia del padre o de los padres cause la menor per- 
turbación en la vida familiar. En este sentido existe un 
programa de guarderías, más de 30 en relación con la 
campana de la vendimia y estamos extendiéndola a otras 
actividades, que se ocupan de que los niños se vean afec- 
tados en la menor medida posible por el hecho de que sus 
padres tienen que salir a trabaJar a otros países o fuera 
de sus lugares de origen habitual. 

Eii segundo lugar, cI segundo ámbito de competencia 
sc*rín en relación con el tema asistencial. Junto a aquellas 
acciones clc cariictcr puntual, ayudas individualcs tanto 
p x i  aicnclci- estados de necesidad que se planteen en 
;tqucIIos paiscs como situaciones relacionadas con el re- 
torno o rcpatriación, csistc un provecto a largo plazo, en 
cl que veninios trabajando, de asegurar lo que denoniina- 
nios un unibr;il iiiitiinio dc protección a todos los cmi- 
grantcs con inclcpcndcnciii del país donde se encuentren, 
cspccialiiiciiic en 1bci-onmi.rica. Dicho unibral niininio dc 
11 1.0 1 ccc ¡<1n de I-, i era i tic I LI i 1' I a s  p res 1 iic ioncs si g LI i en 1 c>s. 

Asistiwcia sani tar ia ,  si no tiivicscii dci-ccho a ella por L W L ~ I -  
L ~ U i C i ~  Oli 'O Iíltilo o 110 dispusicscn cic I'ccLII'sos pai';i S l i l ' l ~ ~ i -  
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garlas ya que, como he indicado antes, en la mayoría de 
estos países es de carácter mutualista y debe cotizar el be- 
neficiario, y la fórmula que estamos utilizando es llegar 
a acuerdos con instituciones sanitarias de origen español 
con objeto de que presten asistencia sanitaria a aquellas 
personas que no son socios de la entidad o que solicitan 
la baja por carecer de recursos suficientes para hacer fren- 
te a las cuotas. . 

En segundo lugar, prestaciones económicas de carácter 
regular para aquellos ancianos indigentes que carezcan 
de ingresos suficientes que les permitan vivir. Este tipo 
de ayudas están puestas en marcha con carácter piloto en 
Marruecos y en Cuba, y pretendemos progresivamente y 
de forma controlada ir extendiéndola a otros países en 
que las colectividades se encuentren en esta situación. 

En tercer lugar, repatriación y acogida en residencias 
españolas para la tercera edad. A tal efecto se han firma- 
do convenios con diversas comunidades autónomas con 
objeto de que los españoles que quieran retornar a Espa- 
ña y que no tengan familiares para poder atenderlos o re- 
cursos para ello sean atendidos gratuitamente en las re- 
sidencias de la tercera edad. 

El tercer ámbito de actuación sería el socio-laboral. 
Dada la equiparación jurídica, el nivel de integración, 
como se ha puesto de manifiesto, los ordenamientos jurí- 
dicos existentes y la filosofía que atribuye un papel esen- 
cial a los sindicatos en la defensa de los derechos de los 
trabajadores, la actuación de la Administración en estos 
momentos se centra en la reclamación y defensa, incluso 
mediante personación y representación de carácter pro- 
cesal ante las autoridades administrativas y judiciales, de 
los derechos y prestaciones de Seguridad Social causadas 
por los trabajadores españoles: pensiones. subsidios, et- 
cétera. 

En segundo lugar, la actividad clásica de asesoramien- 
to e información sobre la legislación aplicable en el país 
de residencia y ante un eventual proyecto de retorno, 

Finalmente, ayuda para superar las dificultades deri- 
vadas de la barrera lingüística o sociológica en que se en- 
cuentren nuestros emigrantes. 

El cuarto ámbito de actuación sería el de la educacibn. 
Pienso que el tema educativo es uno de los que más preo- 
cupa a la colectividad emigrante, dado que consideran 
que las posibilidades de promoción e integración social 
pasan forzosamente por una buena formacibn básicamen- 
te en los sistemas de los países donde ellos residen. En 
este ámbito, las líneas de actuación serían las siguientes: 
en primer lugar, un convencimiento profundo de que la 
enseñanza de la lengua y la cultura españolas no es asi- 
milable, ni en su contenido ni en su aplicación ni en la me- 
todología docente, a la enseñanza que se realiza sobre es- 
tas mismas materias en España. 

En segundo lugar, la afirmación -no sólo por ser esta 
directiva comunitaria y política que practican activamen- 
te los distintos países, sino porque las bases sociológicas 
y el horizonte de futuro de estas colectividades así lo de- 
terminan- de que la única opción viablc pasa por la in- 
tegración en los sistemas educativos de los países de aco- 
gida, lo que supone la integración de estas enseñanzas en 

los «curricula» de los respectivos países; integración den- 
tro del horario escolar normal, sin prolongaciones de jor- 
nada, cuando sea posible; una valoración académica ade- 
cuada de estas enseñanzas y ,  finalmente, tambikn donde 
sea posible, integración del profesorado dentro del claus- 
tro docente que imparte toda la enseñanza para estos 
niños. 

En mi opinión, deberá prestarse una atención preferen- 
te, sobrepasada la fase en que la atención se ha volcado 
en los niveles de enseñanza reglada, los niveles obligato- 
rios de EGB y de Bachillerato, en aquellas enseñanzas de 
Formación Profesional que guardan relación con la inser- 
ción social y la integración en el mercado de trabajo. 
A tal efecto, parece que la fórmula adecuada es llegar a .  
acuerdos de colaboración con centros especializados, en 
cada uno.de los países, para programas específicos sus- 
ceptibles de financiación con fondo comunitario. Por pri- 
mera vez, el año pasado presentamos y obtuvimos finan- 
ciación del Fondo Social Europeo para desarrollar veinte 
programas específicos de Formación Profesional para 
emigrantes españoles en Bdgica y en la República Fede- 
ral Alemana. Asimismo, en España se presentaron algu- 
nos programas de formación e inserción profesional de in- 
migrantes portugueses que residían en España. 

El quinto ámbito de actuación sería el-cultural. En este 
aspecto hay que indicar que la actuación tradicional en 
el ámbito cultural, basada sqbre las Casas de España, te- 
nía más bien un horizonte de retorno y de no integración 
en las sociedades de acogida. Bajo una filosofía que ten- 
día sobre todo a mantener lo que se denominaban señas 
de identidad, en realidad, lo que se provocaba era la pcr- 
sistencia de un colectivo basado en la nostalgia, sin vo- 
luntad de integración y. que, en muchas ocasiones, termi- 
naba en un apartamiento y una segregación respecto a los 
países donde residían. 

En un primer momento, no era ajeno a esto las reser- 
vas ante las ideologías democráticas que imperaban en 
aquellos países. El resultado era que muchas Casas de Es- 
paña ofrecían la imagen de tabernas en las que sc recrea- 
ba el ambiente de los pueblos de origen y que suponían 
realmente unos ciertos «ghettos» en los que las colectivi- 
dades de los países se' sentían totalmente marginadas v 
donde, sobre todo, los emigrantes de segunda gcncracibn 
sentían una sensación de rechazo. 

Es evidente que en estos momentos, dado el perfil de 
nuestra emigración en Europa, esto debe modificarsc. En 
eso estarnos ya trabaiando y la Casa de España de París, 
que se inaugurará a final de este año o principios del que 
viene, ofrecerá una imagen radicalmente distinta en la 
que, sin marginar a la colectividad emigrante, a la que se 
prcstará una atcncibn preferente, será un centro de dilu- 
sión de la cultura española, de la única cultura española 
que cxistc -no hay una cultura española para los cxtraii- 
jcros y una cultura española bis para los emigrantes-, en 
la que se Iacilitc un  nivel cultural digno v se permita una 
intcgracibn en estas sociedades de acogida. 

El sexto ámbito de actuacibn se rclicrc a la participa- 
cibn. Existe una permanente tradicibn en la organización 
administrativa de órganos de participación en I'avor de 

' 
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los emigrantes y ello, en los últimos años -dado que el 
cauce de participación previsto en la Ley de Emigración 
de 1971 no solamente era inoperante sino de imposible 
formación, dadas las personas que lo componían v la for- 
ma de ser designadas-, nos ha llevado, v se encuentra en 
un avanzado estado de elaboración, a pensar en un nuevo 
cauce, mediante un Real Decreto, e n  el que se configuran 
unos nuevos cauces de participación en un doble nivel: 
a nivel de demarcación consular, donde exista un colcc- 
tivo significativo de emigrantes, mediante la constitución 
de consejos de residentes, elegidos por elección directa, y 
a nivel del Estado, mediante la articulación del Consejo 
General de la Emigración, en el que estarán presentes de 
lorma destacada los representantes de la colectividad de 
emigrantes y también representantes de la Administra- 
ción y de otras instituciones que se consideran interesa- 
das y afectadas en este problema, como sindicatos, ct- 
cktera. 

No obstante, creo que es de intcrCs hacer algunas ob- 
servaciones sobrc este tema. En primer lugar, que se tra- 
ta de cauces de participación y no de representación, por 
impedirlo así el sistema normativo vigente, y, en. scgun- 
do lugar, que las posibilidades de representación en el sis- 
tema político se articulan, naturalmente, no por esta vía 
sino a través de la vía de las elecciones generales, inuni- 
cipales o autonómicas. Además, de ninguna forma estos 
cauces pueden entrar en colisión con los sistemas dc rc- 
presentación legalmente establecidos. Asimismo, estos 
cauces tampoco deben colisionar con el papel de los sin- 
dicatos, ya que los problemas laborales en los países de 
residencia, como he dicho antes, deben canalimi-se en 
aquellos aspectos estrictamente individuales, a travcs de 
los sindicatos reconocidos en aquellos países. 

Finalincntc, cn el ámbito del retorno, en  los Últinios 
años nos estanios encontrando con que el 11ujo de retorno 
equilibra al flujo pcrmancntc de salida v ,  si bien l a m a -  
voría de los retornados lo hacen cuando SLI vida laboral 
llega a su tcrniino. tanipoco es inf'recueiitc el caso de al- 
gunas personas, que fracasado el proceso dc iiitcpraci<jn 
o aícctados por la crisis económica que suti.a el scctur dc 
actividad e n  el que se cncuciitrcti, dccidcii re tornar  íi 

Esparía, 
En este aspecto csisicii pi'ograiii;ts cspccílicos, coiitcrii- 

plados en los programas de a;tuaci6ii clcl iiistituto y cii 
la colaboración con algunas asociaciones, para ~ i p o \ ~ ~ i r  íi 

estas pc~rsoiias, sobrc lodo a l o s  lii ,jOS, en SLI proccso tlc in-  
serción de nLlc\'o ('11 cl sistcn1;1 ¿lcacli.iiiico >' cscoI;11. 
cspañol. 

Hay qiic scñalai. ~ L I C  C'II los Ul t i i i i oa  aiios a ~ *  l ia i i  iiclui>- 
taclo distintas iiicdid;ia, tatito c't i  121 pi.otccc,itiii pui. dcaciii- 
plco para  c 5 l o s  colccli\~os c'o111o ~"'ogrilnl;l5, ("1 col~ i l>Ora-  
cióii con la Dirc~cc~ioii ~;c i ic~r i i I  LICt C'ooper¿li i \ . i ia ,  p;lrLl Iil 1 0 1 . -  
iiiaciOii c iiiatiilacitiii clc rctoriiaclos clitc' upí;ilxiii por sis- 
tciiias d c  p l ' " V c C ' l 0  clct i ' ~ ~ t O i ' I i 0  C l l  I'ornia c l c  l t ~ d ~ i l ~ 0  ;isocin- 
do. Mcd i ;i ti t c acc' i o i  i cs  i t i  1;) t.tii:i t i i CIC O t i  ~ s n ~  ;le ¡o t 1 sc 
prcs t ¿l u t i  il a I c tic' i ti t i  p rclCrc t i  t C' í 1  aq UL' 1 I a s  pcl5( ) 11 a s  q LlL~ SC' 

iiiclirian por '*l l ' ~ ~ l o r l l o .  1;Slaa s~Y~iaii I>¿is ic~¿l i i ic~nlc~ 1;1a l i -  

COI1 1;i cii i igi~aci~ii .  
ncus o la politicn c lc  ac,tiiacitiii q ~ i c  ac sigue C ~ I I  t .~~ f ; ic ' i c i t i  

No obstante, tengo que decir que no se trata de meros 
provectos o de meras declaraciones de intenciones, que 
pensamos llevar a cabo desde ahora, sino que son líneas 
de actuación que venimos practicando. En los dos últi- 
mos anos todas estas líneas están recogidas en dos órde- 
nes ministeriales, correspondientes a cada uno de los 
anos, en las que se reflejan los distintos programas de ac- 
tuación del Instituto y, naturalmente, a final, de cada año 
se elabora una memoria en que se recoge una informa- 
ción exhaustiva dc todo el programa de actuación lleva- 
do a cabo en el año anterior. Supongo que ambos docu- 
mentos son conocidos por los setiores Diputados, puesto 
que han sido remitidos al Congreso y,  de cualquier for- 
ma, los tengo a su disposición' por si quisieran analizar- 
los o formular alguna cuestión relativa a ellos. 

Por mi parte,,nada más que darles de nuevo las gracias 
por el interés que demuestra la solicitud de comparecen- 
cia que, entiendo viene a desmentir, como decía al prin- 
cipio, la impresibn de que la sociedad espanola, los repre- 
sentantes del pueblo español, no estén interesados o ha- 
yan perdido interés en estos momentos por los problemas 
que afectan a los emigrantes. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senor Direc- 

{Grupo Parlamcntarios que soliciten la palabra en el 

Por el Grupo de Coalición Popular tiene la palabra el 

tor General. 

Lurno de intervenciones? (Pausa.) 

,cñor Lucas Jim&ncL. 

El señor LUCAS JIMENEZ: Quiero dejar constancia, 
:n primer lugar, de nuestro agradecimiento al Director 
Scncral del Instituto por su comparecencia ante esta Co- 
misión y manifestar mi sorpresa por no haber escuchado 
i n  la disertación algo que venía en el programa electoral 
k l  Partido Socialista de 1982, en el que promctía la ela- 
wración de una nueva Icy de emigración basada, entre 
~ t ros ,  en  los siguientes principios: Ayuda y protección al 
xnigrantc durante todo el proceso emigratorio; reforma 
de la Administración exterior relacionada con los traba- 
iadorcs emigrados, basada en  una reestructuración del 
instituto Español de Emigración; rcgulacióri adecuada 
k l  servicio militar de los emigrantes, rencgociación de 
os convenios de emigración y Seguridad Social existen- 
,es y ncgociaci¿m de los mismos con los paises donde no 
'os haya y ,  por último, ordenación del censo clcctoral per- 
iiiaiicntc para i-csidcntcs ausciitcs y gararitias del c.jerci- 
rio clcl \'oto. 

Todos sabc.iiios que del pioprania clcctoral de 1986 des- 
iparccc tal proiiicsa, insistcntcnicntc reiterada, por cicr- 
o,  clurantc la pasada Icgislatura por el Minis t ro  de Tra- 
>+io \ el propio Pi.csidciitc del Gobicriio. Dcbctiios ciitcn- 
ICI., pues, qLic la necesaria rcvisióri Icgislativa de la Le\' 
.le 197 i y a  no ocupa la aiciicicin del Gobierno. Yo pregun- 
-r ia  C l U C  tia ocurrido para que eslo sea a s í .  
si nos rlciatiios guiar por la iiiloi~niación qitc I1cilita il 

, I C ~ i i I ~ l S  c lc  I ;I C' 111 i grac ióii a ICiI Il %il I I  "iiii 1 LIS c i crt a n1c11 1 c 
. ts í í i  Cáiiiaia cl Dcfkiisor d ~ l  P~icblo, \~~~rctiios quc los p t ~  
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preocupantes. A título de ejemplo, citaré el informe 
de 1983 a las Cortes Generales del Defensor del Pueblo, 
página 67, donde afirma que las quejas en esta materia 
han sido muy numerosas porque literalmente el mundo 
de la emigración vive patentes situaciones de incertidum- 
bre, lo que provoca inquietud ante un serio conjunto de 
problemas, entre los que se destaca la política educativa, 
a la que ha hecho referencia el propio Director General, 
la de Seguridad Social y aquellas que afectan directamen- 
te al movimiento asociativo de los emigrantes. N o  falta 
en el informe del Defensor del Pueblo una crítica al pro- 
pio instituto, del que se denuncian demoras en la trami. 
tación de expedientes. 

En el informe de 1984, página 125, se vierten acusacio- 
nes no menos graves, entre las que destaca cl no recono- 
cimiento de la prestación de Seguridad Social a españo- 
les que retornan, por falta de una amplia política de con- 
venios; deficiencias en cuanto a la política de promoción 
del movimiento asociativo, argumento éste que se repite 
año tras año; y,  por último, denuncias concretas de agrc- 
gadurías laborales y de educación, que no facilitan sufi- 
ciente información sobre los temas de su competencia. 

El informe de 1985, página 174, es un resumen de las 
quejas anteriores, que se repiten insistentemente. 

Más información oficial. El Pleno del Senado, en la reu- 
nión del 26 de julio de 1985, aprueba por asentimiento el 
dictamen de la Comisión especial de Investigación sobre 
la situación de los trabajadores españoles en Europa, tra- 
bajo este ciertamente meritorio, sobre todo por el alto 
grado de acuerdo de sus redactores y por la profundidad 
de sus conclusiones. Entre ellas vuelve a salir la auténti- 
ca necesidad, pedida a los miembros de dicha Comisión 
desde todos los rincones del continente, de una nueva ley 
de emigración, así como numerosas quejas de diversos ti- 
pos, ya reflejadas en parte en el comentario sobre los in- 
formes del Defensor del Pueblo. Un dictamen, emitido por 
la Comisión el 7 de abril de 1982, cuando el PSOE era opo- 
sición, se explica en los mismos términos. Un trabajo dc 
esta naturaleza sobre la situación de los emigrantes espa’ 
ñoles en los países del cono sur americano no haría sino 
agudizar la exposición dc estos problemas, propósito, sin 
embargo, aún por realizar. 

Así pues, ese mundo inquieto y angustiado de la emi- 
gración española, que denuncia el Defensor del Pueblo, cs- 
pera urgentes soluciones a sus innumerables problemas. 
Sería sencillo clasificar su futuro si pudiéramos saber la 
posición del Instituto Español de Emigración respecto a 
la otra, ahora imprescindible, nueva ley de emigración. 
Se habla ahora de medidas parciales, a las que en siete 
párrafos ha hecho alusión el propio Director General, que 
no serán un sustitutivo adecuado o integral. Es Gste bási- 
camente un problema de sensibilidad política v social y 
no-creo necesario recordar aquí el artículo 53,  aparta- 
do 3, de nuestra Constitución que dice: «El reconocimicn- 
to, el respeto y la protección de los principios rcconoci- 
dos en el capítulo tercero informarán la legislación posi- 
tiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes pú- 
blicos. Sólo podrán ser alegados ante la jurisdicción or- 
dinaria de acuerdo con lo que dispongan las Icycs quc los 

desarrollen». No creo necesario recordar, digo, que uno 
de estos principios está establecido en el artículo 42, uno 
de los dos que nuestra Carta Magna dedica a la emi- 
gración. 

Esto significa que mientras no exista una ley que des- 
arrolle el contenido de dicho artículo, que es preciso in- 
terpretar sistemáticamente, el reconocimiento, respeto y 
protección de los principios que enumera el artículo 42 
no será posible. 

Tampoco creo que haya de recordar aqui que leyes 
como la que modificó el Código Civil en materia de filia- 
ción, patria potestad y régiincn económico del matrimo- 
nio, la de la tutela, las leyes de empleo, la general de cul- 
tura física, la que creó el Consejo de la Juventud, la de in- 
tegración social de los minusválidos o la de la defensa de 
los consumidores y usuarios han venido a desarrollar ese 
capítulo tercero, en el que se encuentra, como un motivo 
más de preocupación social de los constituyentes, el deli- 
cado tema de la emigración. 

Entiendo que en estos tkminos hay que situar la cues- 
tión. Una nueva ley de emigración es una necesidad so- 
cial y un imperativo político. Claro está, señorías, que 
cuando el señor Director General del Instituto Español de 
Emigración califica el 29 de abril último en Montevideo, 
cuyas declaraciones en el (( Diario Español )> tengo a la vis- 
ta, de injusto el que los emigrantes voten en las eleccio- 
nes locales y que el actual sistema electoral del residente 
ausente responde a un sistema constitucionalmente esta- 
blecido, sobran explicaciones sobre los propósitos socia- 
listas respecto a la Constitución. 

Ignora el señor Director General algunos preceptos fun- 
damentales de la Constitución para decir tales cosas. ig- 
nora, por ejemplo, el principio de igualdad establecido y 
especialmente el imperativo del artículo 68.5, es decir, 
que «la ley reconocerá v el Estado facilitará el ejercicio 
del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren 
fuera del territorio de España)), justamente todo lo con- 
trario de lo que ahora ocurre. Sabrá el señor Director Ge- 
neral que uno de los anhelos más latentes de la emigra- 
ción cspadola es pode? participar en los asuntos públicos 
de nuestro país, incluvcndo los de la Administración lo- 
cal. Estará de acuerdo conmigo en que la única vía para 
garantizar esa presencia es poder ejercer, digna v cficaz- 
mente, sus derechos electorales, entre !os que está, insis- 
to, la Administración local. 

En este sentido, las cifras son elocuentes por sí mismas. 
De los casi dos millones de españoles que residen en el cx- 
tranjcro -según esc cúmulo dc dalos que el señor Dircc- 
tor General, como introducción, nos ha hecho y que, cn- 
trc otras cosas, es una lectura casi literal de la Agenda de 
este año del propio Institut-, sólo 256.000 están inscri- 
tos en el censo español especial de residentes ausentes, de 
los cuales en las pasadas clcccioncs del 22  de junio sólo 
votaron 52.900, es decir, un  20 por ciento. Es prcciso.Iccr- 
se el articulo I I de la Orden del Minisicrio de Hacienda, 
de I I  de junio de 1986, para coniprcndcr tal estado de 
cosas. 

Accptari., sin embargo, la pasividad dcl Dircctor Gene- 
ral del Instituto ante este asunto porque, tal y como dc- 



claró en su reciente visita a Montevideo, no está en sus po- 
sibiliclaclcs proponer una modil'icación del sistema. Si el 
Instituto Español de EmigraciUn no csta facultado i i i  si- 
quiei.ü p a t ~ a  proponcr medidas tan razonables conio una 
inscripcióri tlc olicio, no a instancia de parte o de los cirii- 
gríiiitcs, cii el censo de residentes ausentes o para sugerir 
la anipliaciOn de los plazos de  rcctil'icnción del mismo, ha- 
brcrrios de comprender, por c,jcmplo, que la vigente ley 
del scrvicio militar no ha,va rnoelilisado e n  lo más míni- 
mo la rcpulacitjri de este asuriío cii lo relativo a los cmi- 
grantcs en edad militar o que el Ministerio de Hacienda, 
por medio del Real Decreto 172311Y85, del 28 clc agosto, 
liquidai.a la cuciita del ahorro cniigraritc, urio de los po- 
cos atractivos de iiivcrsióii cri iiioiicda cxtran,jera que 
ol'i.ccia tiucsl1.o sistetna fiscal. 

(;eneral cuitntos convenios de Scguikind Social ha 1i i . ITia-  

tlo el Gobicimo desde el aiio 1982 >' cuántos c ~ i  materia 
educa t ¡va .  

Por entrar y" CII clctallc, pt.cgLiiitaikl al scnoi. I)ir.cctor 

E1 senor PRESIDENTE: Por cl Gi.upo de Minoría Ca- 
talana, tiene la palabra cl sctior' Hirio,josa 

El SL'I¡O~ HINOJOSA 1 LUCENA: Toiiio la pziltibrii úiii- 
caiiicntc para agi.;idcccr al Dir'cctor General su comparc- 
ccncia y su  iiiloi-ni~ición. Nacla m á s  y iiiuchas gracias. 

El sctioi. PRESIDENTE: Por el C;i.iipo Socialista ticric 
la palabra el señor Arnau. 

4.000 y 10.000 pesetas, es decir, unos 2.500 y 7.000 pe- 
sos, respectivamente. En relación a los aspectos m d i c o -  
sanitarios que afectan a estos compatriotas nuestros, dice 
el iiilornic, tanto si se mantienen en el a ú n  subsistente sis- 
tema público o fondo nacional de salud como si están ins- 
critos en las asociaciones de fondos de pensiones de ca- 
rácter privado, esto no significa en  ningún supuesto gra- 
tuidad cii las prestaciones, ya que una visita al mkdico 
cuesta ciiirc 300 y 1.500 pcsos, según la calificacibn del 
espccialista elegido, los medicamentos deben ser íntcgra- 
mente abonados por el paciente, ctc. 
. Es cierto que la iniciativa de los españoles por provecr- 
se de servicios propius es muy estimable. En Buenos Ai-  
res, en poblaciones argentinas como San Juan, o en Uru- 
guay, ctc., existen centros asistenciales propios de cspa- 
ñolcs, pero estimamos que no son suficientes. Por eso, 
aunque el scfior Director General se ha referido de una 
forma gciieral a este esquema, desearíamos nos detallara 
qui' medidas dc carácter asistencia1 presta en  estos mo- 
nicritos su Dirección Gcnchl  en favor de los españoles que 
trabajan en los países iberoamericanos y si está previsto 
en su caso incrcmcntarlas. 

Eii segundo lugar, respecto a los trabajadorcc españo- 
les residentes en  países comunitarios, es cierto que la ad- 
hesión de Espana a la Comunidad Económica Europea ha 
representado para ellos la igualdad de trato respecto a los 
nacionales de los demás países. Nos gustaría conocer si 
existen dificultades en la aplicación de csta clausula, si 
la realidad se adapta a la letra del Tratado y las actua- 
ciones en  su caso de s u  Dirección General. 

En rclación con los fondos comunitarios, a los que tarn- 
bit% el señor Director General ha hecho una pequeña 
iiiención, nos gustaría conocer el grado de utilización de 
cliclios Iondos, y en particular del Fondo Social Europeo, 
por partc de su Dirección General. 

Por último, el principio de participación al cual se ha 
rcl&ido tanihii.n el señor Director General como una 
constante v una tradición permanente cn la organización 
adniinistrativa tlc la emigración, es tambith,  scnor Presi- 
tlciite, una constante en la gestión del Gobierno socialis- 
ta ,  apoyacla poi' mi Grupo sin ningún tipo de reserva en 
rcl:icióii col1 todos los colectivos sociales, cspccialmcnte 
coii aqucllos que, como el colectivo de la emigración, tie- 
i ic i i  iiiios iritcicscs y uiiíis necesidades diferenciadas que 
es pi.cciso ;itciidci,. 

El señor D i i w t o i .  Gciicral se 1in referido a algún dcter- 
iilii1;ldo pi'oyccto, p c i ~  i;iiiibii.ii 110s gust:iría que iios de- 
l a l l ; l i . ~ i  coii10 se picll.s~l articuloi~ 1;i participacióii inst i tu-  
cioiial L I C  los colccli\~os de criii~i~alltcs, e11 aras de una me- 

I : l i l i l l i i . i i  coii C.1 esliiiiulo de cstc <;I.LIpo Parlaii?ciitario. 

jor clc1Ciis;i clc SLIS dci-cclios c iiitcrcscs. Cuente, señor Di- 
i~*cioi '  (kwcixl, C'II SLI iriipoiuiitc labor. con el apoyo y 

El s c ' l i ~ i .  DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO ES- 
PAÑOL DE EMIGRACION (Ai.agoii U o i i i l ~ i i i ) ~  Uuicro iiia- 
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nifestar, en primer lugar, mi agradecimiento por las in- 
tervenciones de los distintos portavoces, por e l  conoci- 
miento y el interés que demuestran al aportar una docu- 
mentación, alguna tan reciente y tan fundamentada,.in- 
cluso con informes históricos referidos a la gestión de los 
últimos años, y alguna referida no sólo a la gestión de al- 
gún antecesor mío, sino a la de representantes de otros 
Gobiernos. 

Entrando en la respuesta concreta, quiero decir que el 
tema de la ley de emigración sale sistemáticamente en los 
debates referidos a la política de emigración, y curiosa- 
mente sale -y lo digo con el máximo respeto- cuando 
se plantea en mi opinión no por intereses concretos, sino 
por intereses digamos más bien ideológicos o dogmáticos. 

En las reuniones con representantes de determinados 
grupos políticos o sindicatos se plantea como primera rei- 
vindicación la ley de emigración, la existencia o inexis- 
tencia de una ley de emigración que figuraba en el pro- 
grama de 1982. En las reuniones con los emigrantes, en 
las preguntas a las cuestiones concretas, se pueden plan- 
tear cuestiones como el derecho o no a una prestación de 
tipo asistencia1 o de tipo reglado, de desempleo, etcétera; 
la regulación de subvenciones, de ventajas para vivienda, 
para el ahorro o sobre temas educativos: pero con carác- 
ter global, como ley de emigración en cuanto tal, no se 
plantea en las preguntas concretas. Con esto no quiero de- 
cir que no sea importante, pero sí quiero decir que quizá 
esta reivindicación ha pasado a ser una reivindicación en 
sí misma,'sin contemplar los aspectos específicos. Por que 
digo esto, y ésta es una cuestión que se ha explicado am- 
pliamente en lascomparecencias del Ministro de Trabajo 
y Seguridad Social y en otras comparecencias mias: por- 
que la doctrina ha indicado que el mandato constitucio- 
nal del artículo 42, de velar especialmente por la salva- 
guardia de los derechos políticos y económicos de los tra- 
bajadores españoles en el extranjero, podia hacerse de 
muchas formas. Una forma era hacer una ley de emigra- 
ción de carácter vertical, en la que se regulasen todos los 
aspectos, como en el año 1971. Otra era regular los aspec- 
tos contemplados en la ley de emigración de 197 1 de for- 
ma horizontal o que se contemplasen distintos aspectos. 
Esto se ha venido haciendo desde 1982. Se han regulado 
aspectos como nacionalidad, desempleo, vivienda, ahorro 
y educación, y no digamos los temas de protección y de 
Seguridad Social, que quedan automáticamente asumi-' 
dos dentro del acuerdo de incorporación a la Comunidad 
Económica Europea, que supone la integración en las nor- 
mas comunitarias que regulan esta materia. 

Por tanto, es verdad que no se ha hecho una ley de cmi- 
gración, pero no es cierto que no se hayan regulado los as- 
pectos que se contemplaban en la ley de emigración. La 
Ley de emigración de 1971, como conocen SS. SS., tiene 
tres apartados: en primer lugar, los aspectos de regula- 
ción de carácter sectorial, que son los que he indicado; 
los aspectos de organización, que se atribuyen al ínstitu- 
to Español de Emigración y que tambih  han siclo objeto 
de una nueva regulación en el Decreto que estructura los 
órganos del Ministerio de Trabajo v Seguridad Social y ,  
finalmente queda el tercer apartado, que regula los cau- 

ces dc participación. Como he dicho, este apartado de la 
ley,  que íuc converti+ cn norma reglamentaria cii virtud 
de un Real Decreto-lev del ano 1978, es objeto de un pro- 
vecto de regulación muy avanzado. Se encuentra cxacta- 
mente pendiente del dictamen del Consejo de Estado v 
probablemente en un plazo de quince dias .pueda pasar a 
la Comisión de Subsccrctarios v posteriormente al Con- 
sejo de Ministros para su aprobación. 

Con todo esto entiendo que los tres apartados de la ley 
de emigración, asprcto sistemático o de t a s  distintas ma- 
terias que regula, aspecto organizativo y aspecto de cau- 
ces de participación, han sido objeto de una rcgulación. 
Cicrtamentc, podría haberse hecho en una  norma con ran- 
go de Ics, pero se ha optado por esta otra fórmula de rc- 
gula,ción separada de cada uno de 10s apartados. En con- 
secuencia, entiendo -lo digo con el máximo rcspetc- 
que es una reivindicación de alguna forma en vacio, que 
se puede plantear como incumplimiento de uno de los ob- 
jetivos que figuraban en el programa en el año 1982; es 
verdad, dcspuks ha habido otro programa en el que no se 
regulaba, precisamente porque se entendía que se había 
dado cumplimiento, aunque de otra í'orma, a lo que ligu- 
raba en c l  programa del año 1982. 

En segundo lugar figuran los distintos informes del De- 
í'ensor del Pueblo. El informe al que vo presto más inte- 
ri.s -sin perjuicio de haber respondido y haberme puia- 
do en la actuación por las observaciones que hacia el De- 
fensor del Pueblo cn e l  informc que dirigió al'congrcso 
de los Diputados en los últimos años- es e l  referido al 
año 1986, al último año, y este informc, que entiendo que 
conocen SS. SS., se rcfierc especilicameritc a las siguicn- 
tes cuestiones. 

Convenios de Seguridad Social. En estos momentos los 
países con los que existe este problema son los siguien- 
tes: Australia, donde existe un colectivo en tor~ii) a los 
22.000 españoles y donde no hav convenio dc Scgiiridad 
Social. Es verdad que hemos mantenido contactos; quc 
rccientemcntc se desplazó hasta aquel lejano pais una co- 
misión mixta intcrministcrial, con vistas a cstablcccr las 
negociaciones para el convenio v es probable que se i r a -  

liccn pronto, aunque todavia los puiitos de vista son dis- 
tintos. Por parte de Australia están interesados sobre todo 
en un convenio que contemple cxclusivamcnic la asistcn- 
cia sanitaria, sin duda porque tienden a proteger a los c i ~ i -  
dadanos o turistas australianos que con carácter tran- 
seúnte nos visiten, mientras nosotros prctciidciiios un 
convenio que abarque todos los aspcclos, porque nuestro 
intcrcs es para los rcsidcntcs. Estas diferencias de punto 
de vista son las que hacen que prcvisiblemciitc la coi iclu- 
sión del convenio sea más lenta de lo que deseamos. 

Con Venezuela existe el Convenio de Quito, pero es19 
pendiente de la ratilicación de u n  accierclo admiiiistrati- 
vo que ha chocado siempre con la oposición de las auto- 
ridades wi icdanas  a suscribirlo y que iio lo tieiicii sus- 
crito con ningún otro pais, por c.icinplo, Iialia o Portugal, 
que lo vienen reivindicando. Mantcnciiios coiitactos I rc-  
cuentes, y en estos momentos, aunque y o  no iiic atrevetia 
a asegurar absolutamente que se v a y a  a suscribir cii le- 
cha inmediata, sí hay mejores perspectivas dXhJ que hnii 



cambiado las personas responsables de este tema. En todo 
caso, por nucstr;i p r t c ,  ha\ .  tina prcsión iiisistciitc para 
que se Ilcguc a huscribir c w  iicuerclo ¿idiiiiiiisii.ativo C~LIL' 

haga práctico el  Con\vriio de Quito de Scguriclatl Social. 
Finalmente, con los paises del Este cui~op~io, doiiclc ltis 

colcctividadcs españolas no son riiu'. gl~and's, cstos con- 
venios ticncn rnás bien un carácter simbólico piii-a ;iquc-- 
Ilas personas que  poi. motivos políticos i-csidcri cti ellos. 

El scgundo tema era la asistencia saiiitiiria gratuita. 
Por nuestra parte, nos mostraríamos I;i\wnblcs ;I atender 
esta petición siempre que, naturalniente, se Iiicicsc con 
carácter gciicral. Entendemos que es uiia clc la5  pcrspcc- 
tivas que se contemplan cri la Lcv de Suniclacl y cs uno tlc 
los objetivos que  a nicclio o largo plaxo ticiic inar.catlos cl 
Gobierno, pero crco-y así b e  lo dccia al DclCiisoi. clcl PUC- 

cacioncs cconóniicas. las posibilidatlcs de  esta Dirección 
General. 

Por últiino, el tema de los cíiuces clc pariicipiicióii y w- 
lación con cl movimiento asuciativo. No voy a insistir una 
vez niás en lo avanzada que tciicinos la elaboración de 
este decreto, que viene -cntcndcnios iiosotros- ii dar sa- 

tisfacción a esta reivindicación. Debo clccii. que, con in- 
dependencia del infornic, hemos tenido rcuiiioncs con el 

tuaciones y que en estos momentos, en i i i i  opinión, íi niu- 
chas de las criticas planteadas, por no dccii. a todas, se 
ha dado s¿itisfacción, dentro de las conipctciicins y tlc las 
posibilidades económicas quc dcpciidcti dc esta Dirección 
General. 

En cuanto al tcniu ctc la participac,ióii riiiiiiic,ipal, 110 

voy a dcsnicniir lo que publica c i  c i i a i k )  cic Moiiicvicico 

tido; si le w y  a explicar c u i l  c b  i i i i  punto tlc vis ta .  Es ver-  
dad quc cn la mayoría tic> los piiisca tocliivia iio se pcriiii- 
te una pai.ticipaci8ri en el ámbito iiitiiiicipal. Sol:iiiieiitc 

hay algunos paises, Suecia, Holaiitla y iilguiios cantones 
suizos, que pcvniitcii la paiticipacióii elc los rcsicicntcs LW 

el  áni bi to municipal . N a  t i i r a  1 nicn te , 111 uc,hos cni i g i ~  n t es 
cspanoJcs I I O  puccleii votar sobre las ciicstioiics iiiunicipa- 
les cn los países clontlc i-csidcn y t i c i i c w  c l i l i c u l t a c l c ~ s  por 
el sistema cli-ctoi.al Icgaliiicritc estableciclo, la Ley Elcc- 
lora1 C;cricr:ii, pata participar e11 las clcc,cioiics niiiiiicipa- 
les en España. Yo. dcsclc luego, iio soy I;i\.oi.iiblc ;I q ~ i c  IIO 

se p;ii.ticipc. Coincido plciianiciiic coi1 c-1 i.cpitwwinii te 

dos Los iiivclcs es una dct la5 loriiiab dc cicrccr los C~CI.C- 

chos clcl ciudaclaiio y ,  e11 lii i i i cdic l i i  LIC lo posililc, apo\'a- 
i - í n  c ~ ~ i i i l c ~ ~ i i c i .  dispvsicióii C~LIC' t ~ ~ i i c l i c x ~  ;I Iiacc~i. iiilis L*ILY-  

bl+ qLie tlcsbordü, poi. SU gciit.riilitl¿ici y IXJI' .\LIS i i i ip l i -  

propio Defeiisoi. del Pueblo püi-21 cxpliciii. todki~ cstiis ac- 

al (ILIc' hace i-ck'itnciii. poi'qtic ~ l i t i ~ i i d < J  t~lic 1 1 0  t¡ciit' Scil- 

tlcl Giupo Popul¿ii. L'I1 que In participiición politica ;I 10- 

t ¡ \ 'O i i l ~ l \ < J l '  Cl i l L I l i 1 ~ ' i U  ClC' ~ ~ ~ \ l ~ t ~ C ' ~ ~ ~ ~ l C ' ~ O i i ,  IX'I'O C'I S i S ~ L ' I l l ~ l  

l , ' S ~ ~ i b l c ' ~ ~ c l ( J  ¿ l C ~ L I ¿ I I I I I L ' I I ~ C '  IIOS IlC\'¿l ;I CILlC '  L.1 l l ¡ \ ' i ' l  C 1 C  l>;ll .t¡-  

c~ip>ilciuii sea h¿l,jU. 

Al1oi.a bicii. yo C ' I ' C ~  CILIL'  l l . L ~ i i i c  ;I c ~ ~ i i  ' I I I I L * ~  cl'. I i L - t i s i -  

iiiiciito, qiic CILI* qiic toclos los c lc~rc~ci ios  ~ I ~ * b t . - i i  c i ~ ~ t . c ~ ~ * t w  

CSC' I LIS i \,;i I 11 c 1 I t c C'I 1 c I ;I \,', clc 1 1  ;le i 0 1  la I i el ;i c l  , 11 ;i \, ( J t I'ii I i I I L*i l  

Clc pc~iis¿iiiiiciiio q i i c  cll>L'  qiic c.1 I i L ' L ~ l i O  clcs la l ~ c ~ s i c l c l i ~ ~ i i i  C'S 

~ L I L ~ I I ~ C  t a i i i b i C i i  t l ~ l  clci~c.c~lios. L>i.scl~. I L I C ~ O ,  L'S I i i L L i i t c  el(> 
ol,lig"c~ioiics I'isc.;ilc5 \ '  L ' l i  I l l i  o p i l i i o l i  ~ \ ' cl'L'0 q t l c  cst:i C b  

LI 11;i 1 i I IC'il  c i c  I"lIsil I I I  i C'I 1 t ( 1  q LILS C'S 1 ;I i~i'C~O&! i c h  L ' I I  1 1  1 l lc l ios 0 1 ' -  

denamientos, entre otros en el ordenamiento jurídico es- 
pañol -~ ~ > s  I i ic i i t~  taiiibicii Lic. clci.cctios. Enticiido que qi i i -  

xr i  las cucstioncs r c ~ t i  iclas ;I la sobci~aiiia politica, conlo 
pucdeli ser las cleccioncs gclicr~tles o las elcccioncs a par- 
lamentos autónomos, pucdcii tener una plena justitlca- 
cióri que cstCii vinculatias al hecho dc. la nacionalidad; 
pero en la discusión de cucstioiics inrncdiatas, s in  ningu- 
na i.clcrciicia a la sobcimia política, sino a cuestiones qucx 
afectan direciaiiicriic al ciudadano, sobre si se construvc 
una escuela o una autopista, si se van a destinar los fon- 
dos municipales a la consttucción cic un  polideportivo o 
para el alunibrado, que afectan tlitcctamcntc al residcn- 
te, debe dársclc la opciOn de participar a todo el que re- 
side. Asi está ivcogido en la Constitución, asi estú rccogi- 
do -con dctcrminadas condiciones- en la Lev sobre dc- 
rcchos v libertad de los extranjeros en España v proba- 
btcnicntc esa es la razón que llevó al periodista a hacei- 
esa afit-niacióii. Desde i i i i  punto be vista es niás razona- 
blc -no es que sea iii,justo, Cs más razonable- que una 
persona intervenga v pueda decidir en estas cuestiones 
que Ic afectan allí donde vive y no allí de donde es origi- 
naria, porque no cnticiido --o i i i  menos tengo dudas- 

var a una persona que reside desde hace treinta años en 
Montevideo a decidir sobre la ubicación de una cscuclü o 
sobre el destino de unos fondos, mientras entiendo que se- 
ría mucho más razonable que esta,persona dccidicsc en 
el lugar dondc tictic su dorriicilio. 

Esta es mi línca de pciisaniiento. Si se ha recogido de 
otra forma, debo decir que no coinpar:o esas afirniacio- 
nes v me ratifico en esta opinión. Creo, además, que esta 
es una línea de opinión más progresiva, que lleva ii pen- 
siir que la nacionalitlad no es la iinica clave de una pcr- 
sona; que existen otras claves como el sentimiento de cla- 
se v como el dciwho de residencia que tainbikn deben re- 
conocerse, y yo ciiticndo que las ~cgis~aciohrs más pro- 
gresivas, critrc ellas la cspünola, así lo están recogiendo. 

S u  sctioi.ía nic preguntaba cuántos convenios se han 
suscrito cii materia de Seguridad Social. Ya he pasado re- 
vista a los convenios. Afortunadamente, en cstos niomen- 
tos, no neccsitüinos firmar nuevos convenios con la ma- 
y ) i i i i  dc los paises porque existen convenios firmados con 
todos ellos. Unicamcnte, corno Ic he indicado, con Austra- 
lia, Vciicxucla y los paises tlcl Este son con los que no exis- 
tcii coii\,eiiios. Con el resto dc los paises todos los proble- 
mas dcrivadc;:: dc la rnultiplicidad de convenios, sobre 
todo c'ii algunos p;iisc> c ~ ~ i i . o p ~ o s .  han quedado soluciona- 
dos c'oii la iiic.oi.(,oi.~iciúii d~ Españii a la CoiiiLinidad Eco- 
iióiiiic;i E ~ i i ~ p c i i .  

Eii i i ia tc i ia  c d i i c . ; i t i \ . a ,  clclio Licciik* qLic cii aqucilos pai- 

cuál es el critc1-io y cuál es la justificación que puede tle- 

SL'5 e11 los q 1 i c  L ~ . S i S l C  L I I I ¿ I  pobl~ici¿Jii sigiiiticati\~a tlc niíios 

Coiiiiiii  y la I I L I L T ~  políticii LIC. iiiicpracióii. csistcn co1ive- 
iiicis l ' i l~ll i¿lclos y i~iltitic~iclos o c ~ x i s l c ~ l l  llol~lll~ls sLII'icicI1lcs 
p r i i  iiplic,:ii. C%SI;I poliiic,;i.  N O  cs iicc,cwii.io \.a Ilcgar ;I 

iic.iici.tIo5 i i i C l i \  i c l ~ l ~ l l c ~ s  L '011  c.i it1a L1110 tic los patsc~s o col1 

c¿Icl¿l t111;i tic* las c s~~ i l c l~ i s :  lo t 1 i i L '  s i  css n ~ ~ c ~ c s ~ l l ~ i o  es 1lLi'~Cl. 

L i  d l a  I ~ I l ~ O l .  LIC scg1ti 111 i ci 1 I o L % p L Y  I t i C . 0  pa l'ii Cl tic' L's l a  pol i 1 i - 
C' i I  dc* ill tL~gl~¿lciol i  '~clLIc;It SC'LI slL*ct i \,;l. Yo SU\' coiiscicii- 

cspaiiolcs, LUIIIO c~oIis~~~LIc~ilciii del iiigi'c*so C I I  el Mercado 
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te de que éste es un camino que hay que recorrer, porque 
no sólo es en el terreno jurídico, sino que es en el terreno 
de la convivencia y en  el terreno de la mciitalimci0ii so- 
cial de aceptar una sociedad pluricultural, una sociedad 
que respete las características de las, minorías, y &te es 
un camino que todos tenemos que recorrer, quizá tam- 
bikn en nuestra propia sociedad española. 

En relación con las cuestiones planteadas por el porta- 
voz del Grupo Socialista. he de indicar que, en estos mo- 
mentos, quizá debemos -y el horizonte del 92 puede ser 
un buen horizonte- volcar nuestro interes en la situación 
de los cspañoles residentes en Amcrica. 

Existe, como he dicho antes, un colectivo muy impor- 
tante, mayoritario, de personas que están llegando a la 
edad de jubilación, o que se encuentran ya jubiladas, Y ,  

como consecuencia, tanto dc la crisis económica como de 
las deficiencias .en los niveles de protección social, hay al- 
gunas que se están sintiendo desprotegidas. Debemos re- 
conocer que. no tenemos una informaciún suficiente para 
poder cuantificar ni el número de las personas ni las ne- 
cesidades económicas o los recursos que serían necesarios 
para atenderlas. Por eso, hemos optado por ir extendicn- 
do esta protección, en su triple ámbito: nivel de protec- 
cihn de asistencia sanitaria, de ayudas individuales y dc 
posibilidad de repatriación y estancia en residencias de 
tercera edad, en aquellos colectivos que hemos visto más 
neccsi tados. 

Comenzamos por Marruecos. donde existen, como de- 
cía antes, alrededor de diez mil españoles que  se cncucn- 

' tran en una situación económica difícil. A travcs de los 
consulados y de la agrcgaduría laboral, estamos atendien- 
do  a más de doscientas personas, que cstaban carcntcs de 
recursos. En dicho país, ante cualquier noticia que tene- 
mos dc un espanol -y las entidades asociativas cspaño- 
las, Casas de España que existen colaboran con iiosotros- 
que necesite ayuda, procuramos atenderle, tanto en el as- 
pecto sanitario como en el de carencia de recursos. Chile 
puede ser otro de los países a los que destinemos una atcri- 
ción preferente, pucsto que existe tambicri una colcctivi- 
dad. En cualquicr caso. existe una voluntad paulatina de 
ir, progrcsivamcnte, prestando esta asistencia sanitaria y 
esta asistencia económica a estas personas. 

En relación con las dificultades que se plantean sobre 
el principio de igualdad de trato o de equiparación, hay 
que indicar que, cbmo norma general, no se h a  planteado 
ningún problema especifico respecto ;i los trabajadores 
españoles residentes en estos países. Podemos tcmci. algu- 
nos conflictos específicos sobre reconocimiento de prcstn- 
cioncs o sobre acreditación del título de permiso cle i.esi- 
dcntc comunitario. pero, por lortuna. hasta el nionicnto. 
no ha sido necesario plantear ningun conflicto de caiác- 
ter general. Unicamcntc, cn rclación con una nueva 1c.y 
fiscal alemana, se planteó una diferencia de ci-iicrio y han 
-sido los propios órganos comunitarios, la Comisión. la quc 
ha advertido a las autoridüdcs alemanas que, de. n o  mo- 
dificar esta norma -que se refe-ría a un tcriin cle distinto 
nivel de prcstacióti lamiliar para los padres que tuvicscw 

.hi,jos residentes en Alcnianiri o en el  cxierior, y que alcc- 
taba tanto a alemanes como a españoles coino a1 resto de 

los comunitarios-, consideraba que se podría vulnerar el 
principio de igualdad de trato, v los órganos comunita- 
rios han planteado esta cuestión, como digo, ante las pro- 
pias autoridades alenianas. 

Con respecto a los programas del Fondo Social Euro- 
peo, hay que indicar que el año pasado, en que por pri- 
mera vez podíamos hacerlo, planteamos, como he dicho 
antes, veinte programas, todos los cuales se han desarro- 
llado a entera satisfacción, y ,  para este año, hay plantea- 
do un número mayor, al haberse incorporado algunos 
otros programas, tanto en Alemania como en Bélgica, de 
acciones de formación especí.fica. 

Por último, no voy a insistir más en el tema de cauces 
de participación. Debo indicar que para mí éste es un 
terna importantísimo, ya que figuraba entre los objetivos 
que me había marcado como tarea al  llegar a la Direc- 
ción General y ,  de alguna forma, cuando se regulen, va a 
suponer una satisfacción, incluso personal, poder llegar a 
establecerlos. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Direc- 
tor General, por su comparecencia. 

Dado que habíamos convocado al Director General de 
Cooperativas a las doce, levantamos la sesión por espacio 
de media hora y la reanudaremos con el siguiente punto 
dcl orden del día. 

Se suspende la sesión. 

Se reanuda la sesión. 

COMPARECENCIA DEL DIRECTOR GENERAL DE 
COOPERATIVAS Y SOCIEDADES LABORALES PARA 
INFORMAR SOBRE LAS MEDIDAS DE SU DIREC- 
CION GENERAL EN APLICACION DE LA LEY GENE- 
RAL DE COOPERATIVAS Y, MAS CONCRETAMENTE, 
DE LAS ACCIONES DESARROLLADAS EN RELACION 
CON LAS COOPERATIVAS DE VIVIENDAS PABLO 

RIO COALICION POPULAR 
IGLESIAS, A PETICION DEL GRUPO PARLAMENTA- 

El señor PRESIDENTE: Señorías, reanudamos la se- 
sión con el siguicntc punto del orden del día: Compare- 
cencia del Director General de Cooperativas, para infor- 
mar Sobre las medidos dc su Dirección General en apli- 
cación de la Ley General de Cooperativas v ,  más concre- 
tamente, de las acciones desarrolladas en relación con las 
cooperativas de viviendas .Pablo Iglesias)), a petición del 
Grupo dc Coalición Popular. 

Danios la bienvenida a la Comisión a don Scbastián 
Rcyria y le cedemos la palabra para que inicie su in- 
tcrvciición. 

f i l  señor DIRECTOR GENERAL DE COOPERATIVAS 
Y SOCIEDADES LABORALES ( Rcyna Fcrnándcz): Mu- 
chas gracias, scnoi. Prc*sidentc. Señorías, voy a intentar 
contcstai' I r i  cucbtión pliiiiieatla por el Grupo Parlamcn- 
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tario de Coalición Popular con brevedad y ciñéndome a 
los términos en que se formula la solicitud de la com- 
parecencia. 

En la petición de informe se solicita que se trate sobre 
las diversas medidas de control que pueda ejercer la Di- 
rección General de Cooperativas y Sociedades Laborales, 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en aplica- 
ción de la Ley General de Cooperativas en vigor. Se  con- 
creta la petición a un tipo de cooperativas, las de vivicri- 
das, y se pide, concretamente, informe sobre las acciones 
desarrolladas por esta Dirección General en relación con 
la cooperativa de viviendas ((Pablo Iglesias.. 

Creo que es conveniente que comience mi inlormc ha- 
ciendo una serie de clarificaciones previas que posibilita- 
rán una mayor eficacia de este informe que voy a relatar. 

En primer lugar, ha de tenerse en cuenta que en la pri- 
mera y última parte de la pregunta se hace referencia a 
actuaciones en relación a normas o mandatos legales di- 
ferentes. Cuando se habla de las actuaciones que pucdc 
desarrollar la Dirección General .de Cooperativas, de 
acuerdo con la Ley de Cooperativas en vigor, entiendo que 
nos estamos refiriendo a la Ley General de cooperativas, 
concretamente, la número 3/1987, de 2 de abril,  rccicnte- 
mente promulgada, que entró en vigor concretamente el 
pasado día 29 de abril, tras su publicación por el «Bolc- 
tín Oficial del Estado», con la que tenemos que trabajar 
en la actualidad. En relación a la Ley en vigor, debería in- 
dicar que se trata de una Ley suficientemente explicativa 
en este y en otros aspectos, pero, debido a lo reciente de 
su promulgación, cuenta con una mínima casuística prác- 
tica a partir de la ejecución. Entró en vigor iin mcs antes 
de la fecha en que se plantea la petición de compareccn- 
cia y, por tanto, se puede decir que no ha habido todavía 
la suficiente concreción práctica de sus actuaciones y,  por 
supuesto, ningún tipo de doctrina, bien sea de tipo juris- 
diccional o de tipo interpretativo. 

Como cuestión previa y, en tercer lugar, quisiera indi- 
car que, en relación al término en vigor, es importante sc- 
ñalar que esta Ley número Y1987 no es la única Ley de 
Cooperativas en vigor en este momento en nuestro país, 
sino que junto a ella están promulgadas v en vigor tam- 
bién otras leyes, concretamente en el País Vasco, Andalu- 
cía, Cataluña y Valencia. En estas cuatro leycs que cstiin 
en vigor en el conjunto del Estado, se regula la materia 
de control y de ordenación de las cooperativas de forma 
diferentiada, si bien no contradictoria, de la Ley General 
de Cooperativas del Estado. Debería dejar claro que cuan- 
do hablo de la Ley, haré siempre referencia a la Ley Cc- 
neral de Cooperativas del Estado, teniendo en cuenta que 
existen otras leycs con competencia en esta materia, pero 
que no es competencia del Ministerio de Ti-aba,jo v Scgu- 
ridad Social ni su dcsai-rollo ni su e.jecuci6n práctica n i ,  
por supuesto, su interpretación. 

Por último, deseo indicar que en lo quc se refiere 21 la 
segunda parte de la pregunta, cuando se habla do accio- 
nes encaminadas o dirigidas hacia cooperativas de vivicn- 
das y ,  en particular, a la cooperativa de viviendas «Pablo 
iglesias)), las referencias que he de hacer cn este caso 
siempre estarán dirigidas al marco legal que  ainpataba 

aquellas posibles actuaciones, que en aquel momento era 
la Ley General de Cooperativas del año 1974 y ,  en parti- 
cular, cl Reglamento de aplicación tlc 1978, ya que mcn- 
cionari. un  período dt: tiempo en el que la Ley a la que 
me estaba refiriendo en este momento no estaba enton- 
ces en vigor. Quería dejar claro este punto, pues de esa 
manera evitamos posibles contradicciones a la hora de 
hablar de normativa de amparo legal de posibles ac- 
tuaciones. 

Entrando en la cuestión plantcada y en relación a la pri- 
mera parte de la cuestión he de decir que la nueva Ley 
General de Cooperativas deja perfectamente claras las re- 
glas del juego en las relaciones entre la Administración 
pública y las cooperativas, cubriendo vacíos de la legis- 
lación en vigor, que n o  aclaraban ciertos aspectos de este 
tipo de relaciones. 

Realmente, la Ley 311987 parte de un principio gene- 
ral, que se contempla en su artículo 2 / ,  en el que se ex- 
presa la autonomía de la sociedad cooperativa, indican- 
do, textualmente, que la gestión y el gobierno de las so- 
ciedades cooperativas corresponde exclusivamente a 6s- 
tas y a sus socios. Este es, por tanto, el principio general 
quc debe regir la actuación administrativa. Sin embargo, 
queda matizada esta afirmación con una corrección cspe- , 

cít'ica que dice: ,.. sin perjuicio de lo establecido en  el Tí- 
tulo 11 de la prescntc Ley. Veamos a .qu6 se refiere esta 
llamada. El Título 11, en su conjunto, regula las rclncio- 
ncs de la Administración pública y las cooperativas en sus 
aspectos más generales, pero tambii.n en concreto en  el 
terreno dc las medidas de control, a las que haccn refe- 
rencia los artículos 152, 153 y 154. 

La pregunta podríamos íormularla de la siguic'ntc for- 
ma: 1Qui. p u d e  hacer la Dirección General de Coopcra- 
tivas y Sociedades Laborales en materia dc control y dc 
ordenación de CstaS? Pues bien, yo contestaría de la si- 
guiente forma y ,  por supuesto, siguiendo el texto de la Lev 
en vigor. En primer lugar, cjerccr la función inspectora 
exclusivamente sobre el cumplimiento de la legislación 
cooperativa específica, va que queda claro en  el propio 
texto que esta función es s in  pcr,juicio de las compctcn- 
cias inspectoras que puedan tener otros departamentos 
ministeriaids o, cn su caso, las comunidades autónomas 
en razón a la legislación específica aplicable. , 

En segundo lugar, queda claramente definido por la 
Ley que las sociedades cooperativas son sujetos rcspon- 
sables de las acciones y omisiones contrarias a la Ley y a 
los Estatutos, así como tambien son sujetos responsables 
individuales los miembros del conse,jo rcctor, los intcr- 
vcntores y los liquidadores. Debido a ello sc regula un 
conjunto de infracciones v sus corrcsporidicntcs sanciones 
o multas. 

En tercer lugar, de acuerdo con la Lcv, el Ministerio d e  
Traba,jo v Seguridad Social es compcicnic para proccdci 
a la dcscalificacih de una  sociedad coopci.ati\fa cuando 
se den algunas de las causas tipificadns cspccíl'icanicntc 
en cl articulo 154. E s t a  descalificación implica la disolu- 
ción de la cooperativa. 

En cuarto lugar, cuando en una coopcrativa concurrali 
circunstancias que pongan en peligro intereses de tctcc- 
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ros o de los socios, la Administración pública podrá acor- 
dar medidas en diferente grado. Dc una parte, de inter- 
vención societaria temporal, al único efecto de convocar 
asamblea general. De otra parte, de intervención tempo- 
ral con capacidad de aprobación necesaria de los acuer- 
dos de los órganos sociales, es decir, derecho de veto por 
parte del interventor, y, en tercer lugar, de suspensión 
temporal de los órganos sociales y posible nombramiento 
de administradores provisionales de la sociedad. 

Estas son las medidas de control en casos de situación 
de excepcionalidad que pudiera utilizar la Administra- 
ción pública en sus relaciones de carácter especial con las 
cooperativas en general. Pero además de estas medidas 
excepcionales antes planteadas, tanto en sus normas ge- 
nerales como en las específicas contempladas para las 
cooperativas de viviendas, la Ley regula un conjunto de 
sistemas, que yo llamaría de control de parte de los so- 
cios, entre las que destacaría las siguientes. El artícu- 
lo 13 1 recoge la necesidad de someter a audi toría externa 
las cuentas de las cooperativas de viviendas en alguno de 
los tres siguientes supuestos: Cuando la cooperativa pro- 
mocione al tiempo más de cincuenta viviendas o localcs; 
cuando esté en marcha más de una promoción al tiempo; 
o cuando la cooperativa haya otorgado poderes relativos 
a la gestión empresarial a personas distintas a las del con- 
sejo rector o director. En estos tres supuestos la coopera- 
tiva de viviendas está obligada a realizar auditoría de 
cuentas externas y ,  por tanto, es obligación de la Admi- 
nistración que se cumpla este mandato legal. 

Por otra parte, se regula una amplia casuística que tien- 
de a asegurar el derecho de información y participación 
de los socios, que en este momento seria quizá prolijo enu- 
merar, que afecta a todas las cooperativas en general y,  
particularmente, a las cooperativas de viviendas. Estas 
son, entre otras, las capacidades que los propios órganos 
sociales de las cooperativas tienen para el control de la 
vida societaria, que entendemos suficientes para situacio- 
nes de excepcionalidad que pudieran darse en el seno de 
algunas de estas sociedades. Pero he de indicar aquí que 
es intención de esta Dirección General de Cooperativas 
hacer uso de la competencia a la que antes me refería tan 
sólo en situaciones muy excepcionales. Primero porque, 
evidentemente, éste es el espíritu de la Ley -y por eso 
me refería antes al artículo 2:, que definía el principio de 
autonomía de la sociedad cooperativa en relación con la 
Administración pública- y,  segundo, porque esta utiliLa- 
ción de las medidas que la Ley contempla tan sólo pue- 
den tener su origen en actuaciones contrarias a la propia 
legislación cooperativa. Es decir, son independientes de 
todo lo relacionado con el tráfico empresarial ordinario 
propio de la empresa cooperativa, y son independientes 
también de las posibles actuaciones que pudieran consti- 
tuir delito o ser contrarias a otras leyes específicas, ma- 
terias en las que en ningún caso va a entrar la Dirección 
General de Cooperativas por no ser de su competencia, ya 
que en el primero de los casos seria propio del Ministerio 
Fiscal o de la jurisdicción ordinaria y ,  en el segundo, de 
los ministerios a los que otorgue competencia la ley espe- 

:ífica respecto a la que la cooperativa no haya actuado 
:orrectamente. 

Precisamente por agilizar y por mejorar la actuación 
tdministrativa en esta materia y, además, porque, como 
S. S S .  conocerán, quizá por desgracia, las cooperativas 
ie viviendas son las que en los últimos años han creado 
i n  c0njunt.o de situaciones de conflicto, es por lo que hace 
ilgunos meses se constituyó un grupo de trabajo intermi- 
iisterial, concretamente el pasado día 6 de octubre de 
1986. Este grupo de trabajo interministerial está coristi- 
:uido por la propia Dirección General de Cooperativas y 
Sociedades Laborales; del Ministerio de Trabajo y Segu- 
:idad Social; por la Dirección General.de la Vivienda, del 
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, y por el Ins- 
tituto Nacional del Consumo, del Ministerio de Sanidad 
y Consumo, que, evidentemente, son los tres Departamen- 
tos de la Administración central que de forma directa o 
indirecta tienen relación con este tipo de empresas co- 
aperativas de viviendas. 

El documento en base al cual se crea el grupo dice, en- 
tre otras cosas, lo siguiente: La finalidad del grupo sería 
la de coordinar las iniciativas de carácter normativo que 
afecten a las cooperativas de viviendas en general; coor- 
dinar -y quizá éste sea el punto más importante- las ac- 
tuaciones inspectoras de los servicios competentes, a fin 
.le agilizar el intercambio informativo que posibilite ac- 
uaciones simultáneas, y promocionar sistemas y actua- 
:iories de divulgación y asesoramiento a los interesados, 
3articularmente a las personas, que deseen constituir co- 
)perativas de viviendas, a fin de que conozcan suficien- 
:emente sus derechos y obligaciones. Todo lo anterior 
:iende, por tanto, a perfeccionar la actuación administra- 
:iva en esta materia, no siendo esta actuación específica- 
mente resultado de la Ley en vigor, ya que tuvo lugar en 
!a reunih  anterior, pero ya se entendía que la Adminis- 
[ración quería afrontar esta problemática que ha existido 
y sigue existiendo en muchas cooperativas de viviendas 
i n  el Estado español. 

Acercándonos a la concreción que se hacia en el infor- 
me, lo anterior sería el campo de actuación de la Admi- 
nistración de acuerdo con la Ley en vigor actualmente, 
cara al' futuro, y lo que indicabamos en último lugar es 
el presente de la coordinación inspectora para, tanto con 
una lev o con otra, llevar adelante nuestras funciones. 

En cuanto a la última parte de la cuestión planteada, 
se rcfierc a las actuaciones llevadas a cabo por la Direc- 
ción General de Cooperativas y Sociedades Laborales en 
cuanto a las Cooperativas dc viviendas «Pablo iglesias)). 
A este respecto he de hacer algunas aclaraciones previas. 
En primer lugar, debo referirme tan sólo a cooperativas 
de viviendas que sean de competencia del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social por su d.omicilio y ámbito. 
Este territorio, cuya actuación es competencia del Minis- 
terio de Trabajo, corresponde al del Estado, con excep- 
ción de las Comunidades dc Cataluña, País Vasco, Anda- 
lucía, Valencia, Calicia y Canarias. En los cuatro prime- 
ros casos estas seis Comunidades tienen su propia ley, 
como antes decía, y ,  en los dos segundos, t ienen asurni- 
das funcioncs de ejccución de la lcgislación cooperativa, 
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entre otras, las materias de registro, ordenación y control 
de las Sociedades cooperativas. 

Si ha cxistielo algún tipo de relación cxccpciorial ciitrc 
cooperativas dcnoiiiinadas G Pablo Iglesias)) y lu Adniiiiis- 
tración, en este caso autonómica, sería desconocida del 
Ministerio y ,  en todo caso, no sería de su competencia cn- 
trar en el fondo de la cuestión plan,teada. 

En segundo lugar, en e l  resto del Estado, con excepción 
de las scis Comunidades Autónomas que he indicndo a n -  
teriormente, el Ministerio sólo ticnc conocimiento de si- 
tuaciones d e  carrictci, excepcional o extraoidinario en re- 
laciún con una cooperativa denominada ((Pablo iglesias», 
concretameritc la Cooperativa de viviendas ((Pablo igic- 
sias»., de Madrid. Las i-clacioncs con otras cooperativas 
también denominadas ((Pablo Iglesias,) al mcnos en los 
casi cinco últimos años en que yo kic estado en la Dircc- 
ción Gcncral de Cooperativas, han sido cstrictanieiitc or- 
dinarias y no han ido más allá del conociiiiieiito de los ac- 
tos que tienen oblipator-ianiciitc que acceder al Registro 
de Cooperativas, bien sea provincial o general. 

En cuanto ii la Cooperativa de viviendas «Pablo Igle- 
sias» de Madrid, entro a comentar algunos de los aspcc- 
tos de estas relaciones. El primer antecedente reciente 
proviene del día 23 de niayo de 1984, fecha c n  la que un 
grupo de socios presenta una dciiuncia a la Inspección de 
Trabajo de Madrid sobre presuntas irregularidades e n  el 
funcionamiento de esta cooperativa. En agosto de ese niis- 
nio a ñ o  1984, la Inspección Provincial de Madrid gira vi- 
sita a l in  de comprobar los hechos denunciados en C U ~ I I -  

to que cstos fueran contrarios a la Ley General de Coopc- 
raiivas entonces cm vigor, del año  1974, y su Rcglamcnro 
de 1978; o tanibi6ii para entrar en materias sobre las que 
fuera competente la propia inspección clc Trabajo, íiuti- 
que no lo fuera en el 6nibito específicamciitc coopcraii- 
vo, coino e l  laboral, scguiidad c higiene, etcctcrs. 

En aqucl moniento, terminada esta inspección que sc' 

giró en agosto clc 1984, el inspector actuante iiilbrnia, de 
una iiiaiici'a c1ai.a. que n o  ticnc base iiiriguiia de las dc- 
nuiicias presentadas y cspucstas en aqucl riionicnto c' in- 
dica quc í an  sUlo la ticnc utia de las dciiuricias que hacía 
referencia al retraso clc algunos días en la convocatoi'ia 
de la risainblca gencm1 ordinaria, del ario ! 984. En base 
ii esta omisión iiiis que accióti, In Iiispecci<iii de 'rrabnjo 
sanciona con una i i iu l ta  de 20.000 pesetas a cst;i cuopc- 
rativa por el iiicuiiipliiiiiciito del plazo cstriciainciitc 01.- 

dinario. ciiteiidicnclo que era una ialta i.cl;itiv;inicritc Ic~ve 
por los cscii~os d í a s  quc SC' había rc.tt.;isiido la coii- 

vocntoria. 
. El scguiiclo coiitKiiiiiciito d e  hechos cs~iiaorc~iiiui, i~~s dc 
estas rcl;iciories coiiiicn/.a el 19 cic junio de 1986, es decir, 
mucho mis  i.cciciitcnicnte. En esa 1Ccha sc i~cc~fiw e11 la Di- 
rcccitin (;ciicral clc Coopciativas v Socicdadcs i2nboi~alcs 
escrito de dos de los tres intcivciitoi.cs dc cucwtas clc. 1;1 
~ o O p ~ l ~ a t i \ ~ ~  dc' \.i\'iciidkis (( Piiblu Iglesias». C~L'  M:idiicI. c l c b -  

ii u nc i a rid o di \ws;is i i~t-gi i  I ii r i dndcs q iic seg ú I I c I 1 o s  es i s- 

la iritcrvcnci¿)ii de la c o q x w t i w .  Pocos cliris iiiiis ta&, 
cl 23 de juiiio dc 1986. titiic i~ii i .ad:i  C'II e1 Ministci . io uti 
escrito clcl giupo de socios, cmpia clc o t i u  clii.igiclo ;iI coti- 

tlan C I I  C.1 f l l l i ~ ¡ O l ~ ~ l l ~ ~ ~ ~ l l ~ ~ J  dc' la L'oopCl¿ltiV¿l, y St)llci~~llld(J 

sejo rector, en el que se solicita que este consejo convo- 
que una asamblea general extraordinaria para proceder 
a revocar. o renovar e n  su caso, a los niicmbros del con- 
sc,jo, pidiendo al Ministerio que co~ivocai-a esta asamblea 
extraordinaria cii el caso de que 1.10 lo hiciera el propio 
consejo rector. El 3 de julio del iiiisnio año 1986, es el 1x-o- 
pio presidente del consejo rector quien se dirige a l a  Di- 
rección Gcneial dc cooperativas pidiendo la iiitervcnción 
dc la cooperativa por entcndcr que no tenía capacidad de 
control de los aspectos societiirios.de la vida interna de 
la cooperativa. 

Conocidos los tres inlormcs que  llegan al Ministerio de 
Trabajo, la Dirección General de Cooperativas considera 
oportuno solicitar se gire visita de  inspección pira  cono- 
cer, por parte de los inspectores actuantcc, cuál era la si- 
tuación real de conflictividad que pudiera existir en esta 
cooperativa, indicando a la inspección que actuara en i-e- 
lación a los temas que fueran afectados por la propia Ley 
General de Cooperativas, única sobre la que la Dirección 
puede entrar. 

Solicitada esta inspección, los propios inspectores de 
trabajo confirman la situación de coní'lictividad que exis- 
tía en el ámbito socictario de  esta coópcrativa, y ,  en con- 
secuencia, la propia inspección propone dc oficio la inter- 
vención temporal de la cooperativa. Quiero indicar que 
esta intervención que se decide hacer, y que luego se ha- 
ría por resolución de fecha l l  de  agosto de 1986, es una 
intcrvcnciún de oficio no basada en las peticiones, ya que 
istas no tenían base legal suficiente. se estaban haciendo 
pcticiones a la Administración que correspondían a la ju- 
risdicción ordinaria, aunque la Administración en su in- 
kmie  dc oficio considera que existe base para esa in- 
tct~vcnción. 

Como aritcs decía, e n  base a cstc infornic, se procede a 
la intervención temporal el 1 1  de agosto de 1986. Esta in- 
tcrvciición tendría como objeto -y así se dice expresa- 
riicntc en la resolución- el quc los interventores desig- 
nados convocasen una asamblea general extraordinaria 
en la que los socios procediesen a la elección de los micm- 
bros del consejo rector c interventores de cuentas, man- 
leiiieiido la cooperativa, mientras durase la intcrvcnción 
tcnipoi.al, plena autonomía rcspccto a las cuestiones rc- 
lativas LI su gcstióii empresarial. Estrictamente en  esos 
ti'i'iiiinos es como se resuelve la resolución de inter- 
vc~iición. 

Poco más tarde, cii la Dirección Gcricral de Coopcrati- 
vas  sc recibe escrito clc los interventores designados en CI 
quc sc' irilorma de que en la documentación quc la inter- 
vcnci<in está utilizatido no consta de una minera clarn la 
diiiiisión de los miembros del consejo rccior de la coopc- 
i'ativa. y qiic clui~aiitc el ticiiipo de iiitciwmci0n tampoco 
se hati puesto en ninrcha los tiiecaiiisnios adecu:tdos. que 
coi~r~spondcii c~xclusivarricritc ii los socios, para proccdei. 
;I la iviiovación o prcseniacibn dc carididaturas para re- 
t iovar  o cainbiar cl cotiscjo i'cctor entonces existente en 
1 i l  c o0 pcia t i va . 

Es poi. ello poi' lo quc la Dircccion (;cnci.al. poi. iiitcri- 
tiir q u c *  la asamblea exti.aordinai.ia, quc. tciidtia que coii- 
v o ~ ~ a t ~ s c  poi- la propia iiispcccióii í'iici'a lo iiiás conipletü y 
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eficaz posible, dicta resolución el 20 de noviembre de 
1986, introduciendo la posibilidad de que en la mencio- 
nada asamblea general los socios pudieran acordar, si así 
lo desean, la disolución de la propia sociedad entrando en 
período de liquidación posterior. 

Para terminar los hechos, durante todo este periodo los 
interventores designados por la Administración convocan 
la referida asamblea general extraordinaria. Esta se cele- 
bra el 15 de enero de 1987, pero en la misma no se adop- 
ta ningún acuerdo sobre los asuntos incluidos en el orden 
del día por cuanto que los sy ios  no quisieron realizar nin- 
guna votación que reuniese los requisitos legales vigen- 
tes, es decir, votación secreta y una serie de condiciones 
que se exigen por parte de la Administración, para consi- 
derar acuerdos adoptados en regla. Al terminar la propia 
finalidad de la intervención temporal con la convocato- 
ria de la asamblea, finaliza definitivamente la interven- 
ción en la misma fecha en la que se convoca la asamblea 
general. 

Al no haberse producido renovación de los órganos de 
direccion, es importante indicar que éstos (tanto la asam- 
blea general como el consejo rector de la Cooperativa y 
sus interventores de cuentas) continúan en sus funciones. 
En este sentido han sido informados todos los socios que 
se han dirigido a la Dirección General pidiendo informa- 
ción al respecto e incluso se ha comunicado a los traba- 
jadores de la propia Cooperativa cuando lo han solicitado. 

Al tiempo que se celebraba el proceso de intervención 
temporal al que he hecho referencia, se cursó escrito a la 
Inspección de Trabajo, a los propios inspectores actuan- 
tes, para que durante esos meses siguieran investigando 
sobre presuntas irregularidades que se habían planteado 
a la Dirección General de Cooperativas. Consecuencia de 
esas investigaciones fueron las siguientes actuaciones. De 
una parte, la Inspección detectó que no se habta produci- 
do nombramiento de interventores en fecha adecuada; 
que no se había renovado el cargo de secretario que se en- 
contraba vacante, habiéndose celebrado, sin embargo, 
asamblea durante este período de tiempo; que, aunque se 
lleva correctamente la contabilidad por sistema mecani- 
zado autorizado por el Ministerio de Trabajo, sin embar- 
go no se habían legalizado correctamente los libros de 
contabilidad, aunque éste no era un problema de fondo 
de contabilidad sino tan sólo formal, de falta de legaliza- 
ción. Por otra partc, tambikn indican los inspectores que 
no se remitían periódicamente los informes a la Adminis- 
tración, que son obligatorios al comienzo de cada cjerci- 
cio para informar sobre la marcha de la Cooperativa v so- 
bre su situación. 

Por todo lo anterior, por haberse detectado estos he- 
chos por parté de la Inspección, es por lo que se imponen 
dos actas de infracción, dos sanciones, respectivamente 
de 200.000 y 305.000 a la Cooperativa, v tambien, indivi- 
dualmente, a los miembros del consejo. 

La inspección señala asimismo que algunos socios se 
habían dirigido por escrito a los inspectores indicando 
que las actas de la Cooperativa no respondían a la.reali- 
dad de lo acordado en ciertas asambleas generales cele- 
bradas con anterioridad. En este punto, la Inspe 

dice textualmente: -Siendo el libro oficial el que es des- 
tinado a rccopcr las actas, a la Administración no le 
corresponderá juzgar sobre la veracidad o no de las mis- 
mas, ni tampoco entrar en la validcz del propio texto de 
los acuerdos recogidos o de estos mismos, que correspon- 
derá al correspondiente órgano jurisdiccional; y ,  respec- 
to a lo último, a travbs de la correspbndiente acción de nu- 
lidad, a instancia de parte legitimada». No  obstante, dice 
el inspector que, rccibido el aludido escrito dc los denun- 
ciantes, parece procedente que se dé traslado al Ministe- 
rio Fiscal, acompañando la documentación que sobre este 
punto se relaciona, a los efectos que puedan considerarse 
proceden tes. 

En base a este informe del inspector actuante es por lo 
que inmediatamente la Dirección General de Cooperati- 
vas y Sociedades Laborales remite, concretamente el 19 
de enero de 1987, al Fiscal-jefe de la Audiencia Territo- 
rial de Madrid el resultado de las actuaciones de la Ins- 
pección, el cual, por escrito de 29 de enero de 1987, infor- 
ma a su vez que lo ha remitido al ilustrísimo señor Juez 
de Instrucción en  funciones de guardia, para que conti- 
núe el procedimiento que, como ya digo, no  corresponde 
en ningún caso a la Inspección de Trabajo ni a la Direc- 
ción General de Cuoperativas y Sociedades Laborales. 

Este es el conjunto de hechos que, en relacibn a la Co- 
operativa de viviendas Pablo Iglesias, de Madrid, son co- 
nocidos por la Dirección General, en los que se ha entra- 
do y actuado. 

En consecuencia, en esta última parte de las relaciones 
con esta Cooperativa de viviendas Pablo Iglesias (en la 
primera parte de mi informe lo que hacía era recogcr cuá- 
les son las actuaciones posibles en el futuro), podría con- 
cluir que la Administración ha actuado con la máxima ce- 
leridad en la cuestión planteada, y para ello haría refe- 
rencia sin mas al proceso de fechas que he ido indicando 
anteriormente y que prácticamente, en diferencia d i  días, 
iba dandose pasos cualitativos en el proceso, 

TambiCn quiero indicar de una manera clara que el pro- 
ceso de intervención temporal de esta Sociedad Coopera-. 
tiva se ha cerrado, siendo hov responsabilidad de cuanto 
pueda ocurrir en esta Cooperativa propia de los socios y 
de sus órganos de gobierno, tanto dc la asamblea general 
corno del consejo rector. 

Quiero indicar tambicn que se han sancionado con la 
máxima rigidez las irregularidades detectadas que ten- 
gan relación, lógicamente, con cl cumplimiento dc la Ley 
General de Cooperativas, única materia en la que esta Di- 
rección puede entrar, sin perjuicio de que, por supuesto, 
rn el caso de que pudieran dctccttcrsc otras irregularida- 
des que pudieran estar contempladas en los informes de 
investigación de la Inspección, Cstas, como he dicho an- 
tes, sean puestas en manos del Ministerio Fiscal, ya que 
al habcrlo llevado a la jurisdiccih ordinaria es única. 
mente a ella a quien corresponde dcfinirsc al iwpccto. 

Estas son, en líneas generales, las relaciones con esta 
Looperativa v lo que entiendo L'S contestación H la prcpun- 
ia presentada. 
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_.____ - ___ ________ __ - - ~ _ _  

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Direc- 

;Grupos Pd;iniciitarios que  deseen intcnciiir? (Pau- 

Por el Grupo Pnrlamcntario de Coalicióii Popular, tie- 

tor General. 

sa.) 

ne la palabra dona Cclia Villalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Muchas gracias. se- 
ñor Director General, por su  presencia en esta ComisiOn. 
Muchas gracias en un doble sentido, v le voy ;i explicar 

En principio, estoy totalmente de acuerdo con usted en 
que mi petición de comparecencia tiene dos motivos, 
complementarios pero diferentes. La razón por la cual y o  
le pido que me explique si, con la nueva Ley General de 
Cooperativas, la Administración puede, cuanto menos, 
inspeccionar o intentar que no se produzcan situaciones 
como la que nos ocupa, de la Cooperativa Pablo Iglesias; 
ese era el motivo de esta comparcncia. 

La Ley dc Cooperativas es efectivaniente muy reciente, 
pero las irregularidades en las sociedades coopcptivas 
parece que son algo más que rccicntes, que son un poco 
antiguas, y me estoy refiriendo incluso íi muchos años. 

Lo que me alucina, señor Director Gciieral, es que e1 
Partido Socialista, cuyo fundador se llamaba don Pablo 
Iglesias, despache con la simple frialdad de unas fechas 
un tema tan  importante como es la situacibn de 1.500 
fa mi lias . 

Las cooperativas Pablo Iglesias tienen problcrnas en 
todo los sitios donde están montadas. En Cataluña los tic- 
nc, pero ct;.ctivanientc es un tema de la Generalidad; cn 
Andalucía los tiene, pero es un problema de la  Junta de 
Andalucía, y tambibn los tiene en Madrid, que era la que 
a mí me preocupaba v usted ha hecho iclerciicia a eso. 

La cooperativa Pablo Iglesias surge del propio seno del 
Partido Socialista Obrero Español, conio no podía ser me- 
nos Ilamándosc conio se llama. Yo recuerdo, cuando se 
inició la constitución de esa cooperativa, que en la rcvis- 
ta «El Socialista. se publicaban las instrucciones para las 
personas que quisieran entrar en dicha cooperativa; se de- 
cía algo q u e  tamhiCri se ha producido en otras co- 
operativas que no se llaman Pablo Iglesias: que  era ticcc- 
sario tener el carnct de UGT para poder lorniar parte de 
estas cooperativas, lo cual va indica claramente, en prin- 
cipio, una cierta identit'icación con una ideología y con 
un sindicato concreto: la del suyo, conio partido, y de la 
UGT como sindicato herniano. 

Señor Director General, señor Rcvna, es usted iiiisnio 
uno de los actores de esta cooperativa. Es niiis, es el pro- 
pio Prcsidcnic del Cobicrno hoy, entonces Secretario Gc- 
n w a l  del Partido, e l  quc se iiitcrcsa por el nio\,iriiiento 
cooperativo y por que  eslas cooperativas -con uii non1- 
brc tan digno, no sólo para e l  Partido Socialista Obrero 
Español, sino para ccialquicr españcil que se piwic,  ctitrc 
los cualcs riic encuentro- scan des~~i~i~oll; idí~s.  

Scfior Rcyna.  i~stcd fue viccprcsidcntc de c'sta coopc~ra- 
tiva y vo c s p c u b a ,  por lo menos, algo iiiris de sciisibili- 
dad personal sobre este tema. Una cosa que iiic preocupa 
L'S que iistcclcs, que son deíeiisoiw a tiItrari/.a del i n o v i -  

el porqui.. 

miento cooperativo - c o m o  lo somos nosotros, porque en- 
tendemos que es una lorma de hacer empresa-, utilicen 
los mismos tcrrninos que utilizó el Ministro de Trabajo al 
responder a una pregunta oral que le hice en e l  último Ple- 
no del mes de  mayo. Usted dice algo tan simple como que 
tio interviene en el tráfico normal de las empresas; es de- 
:ir, para las cuestiones que le interesa la cooperativa es 
i n a  empresa como una sociedad anónima, cuya respon- 
sabilidad corresponde a un consejo de administración, en 
'1 cual la Administración no tiene nada que hacer. En ese 
sentido la cooperativa es una empresa; pero, por lo visto, 
solamente en ese. Usted par& olvidar que las socieda- 
des cooperativas nacen generalmente para apoyar a tra- 
bajadores que quieren ejercer autónomamente el ejercí- 
Lio de un  dcrecho como es el de crear una empresa, con 
una serie de ventajas en las que no he de entrar, que ya 
se discutieron cuando la Ley General de Cooperativas y 
que no vienen al caso. 

Cuando menos, señor Director General, quiero consta- 
tar su falta de sensibilidad hacia un tema que le es tan 
cercano como el de la cooperativa Pablo Iglesias de Ma- 
drid, porque, rcpito, fue vicepresidente de esa cooperati- 
va y conoce mejor que yo cuál es la situación real de la 
misma, como antiguo socio y hoy como Director General, 
con todas esas competencias. La preocupación del Parti- 
do Socialista por la limpieza, transparencia y buena ges- 
i i tn  de las cooperativas no la pongo en duda. De hecho, 
el hoy Ministro de Trabajo, señor Chaves, en el año 1984 
crea una comisión federal para todas las cooperativas que 
tengan algo que ver con el PSOE. Usted está, como el se- 
ñor Muñagorri, en ese grupo de trabajo dcl Partido So- 
cialista Obrero Español; sin embargo, parece que se le ha 
olvidado ya todo eso. 

Las fechas son exactas en los hechos que ha relatado, 
pero se le olvidan algunas cosas. Por ejemplo, los socios 
se dirigen a usted pidiendo la intervención de la Direc- 
ción General dc cooperativas, porque entienden que las 
cuentas no  son exactas; son interventores nombrados por 
los propios socios, y usted ordena una intervención a un 
funcionario y acuerda la convocatoria de una asamblea 
extraordinaria con dos puntos del orden del día, al que us- 
ted suma más tarde un tercer punto, que es la posible li-  
quidación de esa sociedad cooperativa. Ustedes recono- 
cen que hav una mala gestión, que incluso la elevan al fis- 
cal -y hoy está en el Juzgado número 8 de Madrid- por- 
que consideran q ~ i e  en la gestión llevada a cabo por el con- 
sejo rector de esa cooperativa hay temas constitutivos de 
delito. N o  vamos a entrar en este tema sobre el que los 
jueces deben decidir; no me quiero ocupar de eso. Bas- 
tante sintomático es que csti. ahí,  algo habrá, aunque, 
como es lógico, yo reconozco la presunción dc inocencia 
a toda esa junta rectora. Pero la realidad es que hav deu- 
chis de I.500 millones de pcsctas; que hay irregularidades 
que ustedes mismos reconocen que han sancionado v ,  sin 
embargo, se celebra esa asamblea cxtra&-dinaria, con una 
;rregulsridad I6gica teniendo en cuenta que no se trata 
de accionistas del Banco de Vizcava o de BANESTO. sino 
que son trabajadores y que lo único que está en juego es 
su propia vivienda, es decir, su casa, donde viven. seiioi. 
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Director General. No es un problema de acciones, de tan- 
tos por ciento, es un problema de vivienda, de casa, don- 
de ellos viven día a día. Y me parece que ése es un  pro- 
blema muy cercano y muy preocupante para ellos. 

Celebran la junta y la funcionaria de su Dirección Ge- 
neral que preside esa asamblca entiende que las votacio- 
nes deben ajustarse mínimamente a la legalidad -y en 
eso estoy plenamente de acuerdo con usted-, pero reco- 
noce en el acta de la asamblea que acepta que sea a mano 
alzada, debido a la cantidad de personas que hay allí. Sc- 
gún el acta de la inspectora, el orden del día comprendía 
la ratificación o no de los miembros del consejo rector o 
interventores de cuentas y como punto segundo la elec- 
ción, en su caso, de miembros del consejo rector, con lo 
cual se cumplía el primer mandato de la intervención que 
aparece reflejada en el acta de resolución de la Dirección 
General del 11 de agosto. Sin embargo, ustedes añaden 
un tercer punto al orden del día según el cual, en el caso 
de que en la asamblea general extraordinaria no fuesen 
ratificados los actuales miembros del consejo rector y 
tampoco fuesen elegidos quienes hayan de ocupar los re- 
feridos cargos, se sometería a la asamblea la disolución 
de la entidad y la elección, en.su caso, de socios li- 
quidadores. 

La asamblea se celebra con grandes tumultos, con gran- 
des problemas, al no dejar participar a los interventores 

.en el desarrollo de la asamblea; no se ratifica a los miem- 
bros del consejo rector, como reconoce el acta que obra 
en mi mano, y no se elige a los miembros del consejo rec- 
tor, por la forma en que se desenvuelve la asamblea, y,  
fundamentalmente, en ningún caso se trata el tercer pun- 
to del orden del día. 

En este momento su Dirección General considera que 
la intervención temporal de esta cooperativa ha quedado 
finalizada, mientras que los interventores de los socios 
-y en este caso me sumo a sus criterios- entienden que 
no se ha cumplido totalmente el orden del día, que era ne- 
cesario y prescriptivo para considerar que se había cum- 
plido la intervención de la Dirección General de Co- 
operativas. 

N o s  encontramos con un consejo rector no reconocido 
por los socios; con un consejo rector cuya gestión -aun- 
que en última instancia se puede demostrar su inocencia, 
que yo no quiero entrar en ese tema, por supuest- está 
en entredicho; con un consejo rector que no se hace cargo 
de la cooperativa, y.usted sabe igual que yo que ni siquic- 
ra los trabajadores de esa cooperativa cobran porque ese 
consejo rector se niega a firmar las actas; con una situa- 
ción en la que a los socios se les está embargando sus pro- 
pias casas por deudas de la cooperativa. Y usted sigue em- 
pecinado con que la intervencion temporal de la 'Dircc- 
ción General de Cooperativas ha finalizado, sin que se ha- 
yan cumplido los tres puntos del orden del día. 

Señor Director General, posiblemente usted me va a de- 
cir que la ley ampara sus actuaciones, que la Dirección 
General de Cooperativas está haciendo sólo y exclusiva- 
niente lo que la ley le aconseja y le dice. Eso es discuti- 
ble. Ya le digo que esos argumentos son ciertos y usted lo 
sabe igual que yo porque el acta esta firmada por una fun- 

cionaria de la Dirección General de Cooperativas, gue se 
llama doña María Luisa Senabre Llabata, Inspectora del 
Cuerpo Superior de la Inspección del Trabajo y de Segu- 
ridad Social. No me lo invento yo. 

Señor Director General, i a  usted no le parece que la si- 
tuación en la que están estos 1.500 trabajadores es insos- 
tenible? Y son trabajadores. No me diga usted, como me 
dijo el Ministro, que son empresas. Por favor, tengan un 
poco más de sensibilidad social. Yo por lo menos se la pre- 
juzgo ya al Partido Socialista Obrero Español. i N o  le pa- 
rece que no se puede dejar a una seric de familias con la 
espada de Damocles en la cabeza de que les van a embar- 
gar -de hecho lo están haciendo- esas casas? i No le pa: 
rece, señor Director General, que las 800 denuncias quc 
hay en el MOPU por la mala construcción de esas casas 
merecen, cuanto menos, una respuesta de la Administra- 
ción? Por supuesto, no me es válido decir que está movi- 
do por la extrema izquierda o la extrema derecha. Mire 
usted, eso estaba totalmente al margen de actitudes polí- 
ticas. Yo entiendo que es una cuestión de justicia. A lo me- 
jor no de justicia con la Ley de Cooperativas en la mano, 
pero cuanto menos de justicia social. ¿ N o  Ic parece, se- 
tior Director General, que la sensibilidad de su Dirección 
General y de usted en concreto en su propia co- 
operativa donde usted estuvo trabajando merecería al 
menos escuchar un poco más a los interventores, merece- 
ría al menos cumplir los tres puntos del orden del día? 
Este es  establecido por la Inspección de la propia Direc- 
ción General, no es pedido por nadie, sino que la Direc- 
ción General los apunta y las resoluciones de la propia Di- 
rección General, de fechas 1 1  de agosto y 20 de noviem- 
bre, hablan de la falta de colaboración del consejo rector 
en explicar sus actitudes. i N o  le parece, señor Director 
General, que usted podría hacer algo más que simplcmcn- 
te decir que se ha cumplido la función inspectora de la Di- 
rección General? Y más teviendo en cuenta que en los Prc- 
supuestos Generales del Estado, en el programa del Mi- 
nisterio de Trabajo, existe un apartado denominado «Des- 
arrollo Cooperativo y Comunitario», en el que ustedes hü- 
ccn mucho hincapik y a mi me parece adecuado; hablan 
de prestación de asistencia tkcnica a cooperativas y socic- 
dadcs anónimas laborales con el fin de mejorar su orga- 
nizacibn y gestión mediante la contratación de gcrcntcs, 
realización de estudios de viabilidad y organización, au- 
ditorias v asesoramiento en las diversas áreas de la acti- 
vidad cmpesarial. ¿No le parece a usted, señor Director 
Gcncral, que la situación actual de la Cooperativa Pablo 
Iglesias de Madrid no requiere al menos que invierta us- 
ted un poquito de ese dinero en ella? (Usted cree que se 
puede cerrar la puerta definitivamente a este problema, 
dejando que embarguen estas casas, no contestando dcs- 
de el MOPU? Me alegra mucho que sc haya creado ese 
Consejo Asesor en e1 que he visto que está el MOPU. ¿ N o  
puede usted acelerar este proceso? ¿ N o  podria usted ha-  
cer que se cumplan, porque lcgalmcntc así debe ser, los 
tres puntos del orden del día de la asamblca del 15 dc enc- 
ro y no simplemente despachar a los interventores de los 
socios, diciEndolcs nada más que la legislación está cuin- 
plida, que son una empresa v que sc hagan rcspoiisablcs 
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de sus propias deudas? Usted sabe como yo q u c  las socie- 
dades cooperativas no son empresas, porque, si no, esta- 
rían sujetas a las Icyes fiscales, al Derecho Mercantil, y 
no tendrían exenciones fiscales, n i  una situación especial. 
(El senor ARNAU NAVARRO: Pero, ¿qué dice?) Sí, esloy 
diciendo exactamente lo que usted sabe. De pronto el Par- 
tido Socialista Obrero Español se ha convertido en un de- 
fensor a ultranza sólo y exclusivamente de la Ley v parc- 
ce ser que no quieren ni tan siquiera aprender que los ciu- 
dadanos de este país 1arnbii.n quieren algo más que el que 
sus rectores en la Administración se sujeten sólo y exclu- 
sivamente a la ley. Durante muchos años, el Partido So- 
cialista ha estado defendiendo el movimiento cooperati- 
vo. YO, que tengo muy buenos amigos eti e l  Partido SO- 
cialista Obrero Español, cada vez que tenemos una reu- 
nión con trabajadores veo cómo les dicen que formen una 
cooperativa, que no sean bobos. Usted sabe que hay ayu-  
das a los trabajadores en desempleo para que acumulen 
el dinero del desempleo para poder formar sociedades 
cooperativas y sociedades anónimas laborales, ¿Usted 
cree que lo que está pasando en la sociedad cooperativa 
Pablo Iglesias es un buen ejemplo? 

Señor Director General, le rogaría -por esa sensibili- 
dad social que le supongo y por esa vinculación, aunque 
sea solamente por el nombre Pablo Iglcsias, que vuelvo a 
decir es una persona respetada al máximo por nosotros- 
una mayor flexibilidad cn SLI actuación, que escuchara 
algo más a estos socios y quc tuviera en cuenta, al mar- 
gen tambifn de la ley o acompañando a la lev, que cxis- 
ten situaciones personales insostciiihlcs y angustiosas. 

- ~ -~ 
IS DE JUNIO DE 1987.-NÚM. 142 

- .-  - - ~_ ~~ 

2stc agotamiento se produzca sin que se haya cumplido 
- 1  compromiso dispositivo. 

En segundo lugar, es cierto que la Constitución espa- 
ñola, en el apartado 2 de su artículo 129 ordena a los po- 
deres públicos el lomcnto dc las sociedades cooperativas. 
Este mandato ha quedado recogido, efectivamente, en la 
nueva Ley General de Cooperativas y de modo específico 
cn su preámbulo. Sin embargo, a mí me gustaría saber si 
ci citado mandato constitucional se entiende agotado en 
la reforma jurídica llevada a cabo por la nueva ley. Es de- 
cir, si el alcance del mandato va más allá de que defen- 
damos la ,necesidad de que todas las actuaciones disper- 
sas quedcn reflejadas y coordinadas en un plan nacional 
de desarrollo coopcrativo en colaboración con las cornu- 
nidades autónomas. Dicho plan, auspiciado por la Admi- 
nistración, debería ser, en nuestra opinión, discutido y dc- 
batido en el Parlamento, aclarando de ese modo, de una 
vez, cuál es la voluntad cooperativista de las distintas 
fuerzas políticas. 

La tercera cuestión está en  relación con el patrimonio 
de las federaciones de cooperativas. La disposición final 
sexta establece la disolución de las federaciones de co- 
operativas y la confidcración española de cooperativas, 
asignando sus patrimonios a fines de promoción y des- 
arrollo del coopera t i vismo, 

Yo desearía saber si se está realizando un inventario 
del citado patrimonio y su cuantificación económica en 
pesetas de 1987, así como con qui. criterios se aplicará el 
patrimonio a los fines de promoción y desarollo del co- 
operativismo scgún queda establecido. 

Por último, señor Presidente, yo desearía refcrirmc a 
una alusión que ha hecho la Diputada rcpresentantc de 
Coalición Popular y que estov seguro que no está hecha 
en ningún sentido de menoscabo, ni muchísimo menos, 
conlo ha quedado reflejado por sus palabras, acerca de la 
figura singular de Pablo Iglesias. 

Yo estimo que cualesquiera que sean las irregularida- 
des que puedan producirse en el seno de cualquier coope- 
rativa, o en el seno de cualquier institución que se permi- 
t a  llevar el nombre de Pablo Iglesias, no debe por supues- 
to afectar ni dañar cl respeto, y la consideración que to- 
dos los cspanolcs, o al menos una gran mayoría de espa- 
ñoles, tienen acerca de este prócer español. Al menos el 
respeto, la consideración v la afección por tan singular f i -  
gura, han presidido toda mi vida y espero que la sigan 
presidiendo, no pueden en absoluto quedar desvirtuados. 

Pcrriiitanie. señora Diputada, si le he interpretado. mal, 
que haga csta consideración, pero crcq que es obligado 
quc quede reseñado el que  en ningún caso unas cosas de- 
bnn de ~cncr que ver con otras. (La senora Villalobos Ta- 
lero pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo del CDS tiene la 
palabra el señor Revilla. 

El scrior REVILLA RODRIGUEZ: Quiero dar las gra- 
cias al señor Director GeneralA por SLI comparecencia, y 
voy a aprovechar s u  presencia para plantcarlc un par de 
asuntos en  relación con SLI Dirección General. 

El primero se refiere al estatuto fiscal de las coopera- 
tivas, cuyo rkginien legal xtualniciitc se encuentra e11 
una situación de provisionalidad, hasta taiito se apruebe 
la nucva ley sobre rCgirncii fiscal clc las cooperativas, se- 
gún se cstablccs cn la disposición I‘inal quinta clc la Lcy 
General de Cooperativas. Pero e11 es:\ disposición se fija 
un  plazo de seis meses para que ,  dcsdc la publicaci6n en 
el «Boletín Olicjal del Estnclon de la Ley clc Coopcraiivas, 
el Gobierno rcniita a las Cortes el proyecto de Lcv sobre 
rtjginicn fiscal.  PO^- eso descaria que  el üircctor C;cncr.al 
nos informara sobre la niarctin de los ti.al>ajos prcpai~aio- 
rios para la Iorniiilac i<i t i  del i i  u t c proycc to corrcspoti d icr t - 
te, si se ha constituido tit ia coiiiisióii ctt el SCIIO del Miiiis- 

terio de Economía y Hnciciida y clc quC iiiotlo cstii sicwdo 

t c niii tan t rasccn den t a I pa ra c 1 1 u t u 1.0 clcd coopc r;i t i v i s n i 0  . 
Nucsti-~i inquicttid vicric i i i o t ivac la  poi. cl hecho de q i i c  

hayan traiiscurriclo inás dc dos mcses dcsclc la aparicióii 
de la Icy v ,  habida cuetiia de que el pci~iodo \.criiiiicgo rc- 
su l ta  inhábil, podría s~iccdci. que' se agotni~~i L’I plazo tlc 

0 V i l  il SCI‘ conSUlt2ldO l l i ~ ~ ~ ¡ i l l ~ ~ l l ~ ~ J  CíJO~lCf2lt¡Vo SohfL’ Llll  

tiCtll~>o CSt¿lblcCidO I W I ‘  I¿l pl-O[>iil 1L.y 110s ~ C l l i C i l l O ~  C{LlL’ 

El scfior PRESIDENTE: Muchas gincias, s ~ t i ü r  RetJilla. 
C r c ~ ,  doiia Cc*lia, que son coincidentes las opiniones y ha 
qucdach cliii-o para iodos los Diputados, al menos para 
csta  Mcsa. 
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que, por el contrario, lo que he dicho del señor Pablo ígle- 
sias es que es una de las figuras seheras de España y que 
le tengo el máximo respeto personal y político. 

El señor PRESIDENTE: N o  ha habido contradicción 
en ninguna de las dos intervenciones, y ha quedado claro 
el apoyo de los dos portavoces a la figura del fundador 
del Partido Socialista Obrero Español. 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra dona Asunción 
Cruañes. 

La señora CRUAhrES MOLINA: Muchas gracias al se- 
ñor Director General. 

N o  es misión de mi Grupo Parlamentario contestar a 
otros Grupos, pero nos da la impresión de que se están 
queriendo utilizar las dificultades propias de una entidad 
privada, que no son muy diferentes de las de otras co- 
operativas de vivienda, para aprovechando la de denomi- 
nación «Pablo Iglesias», politizar una situación. 

Quizás el hecho no quede muy lejos de la circunstancia 
de que Rivas-Vaciamadrid ha sido el municipio del cen- 
tro de España, Madrid y las dos Castillas (por otra parte 
la única cuyas competencias conserva el Estado) en el que 
en mayor proporción han aumentado la población y la 
cQnstrucción de viviendas. Estwdo las elecciones muy 
próximas, era sin duda un tema a utilizar. 

Con el mismo interés que mis compañeros de los Gru- 
pos Parlamentarios en aclarar el caso, voy a hacerle algu- 
nas preguntas que le agradeceré me conteste. 

El hecho de que una cooperativa utilice la denomina- 
ción uPablo Iglesias)) ¿implica relación oficial entre ésta 
y el Partido Socialista Obrero Español? 

¿Hay alguna referencia al PSOE en los estatutos de las 
cooperativas de vivienda <(Pablo Iglesias»? 

<Se suelen denunciar ante la Administración muchas si- 
tuaciones de conflictividad en cooperativas de viviendas, 
o es exclusivamente conocido el caso de la Cooperativa de 
Viviendas «Pablo Iglesias» de Madrid? 

El señor PRESIDENTE: Para contestar a los portavo- 
ces de los Grupos, tiene la palabra el senor Director 
General. 

El señor DIRECTOR GENERAL DE COOPERATIVAS 
Y SOCIEDADES LABORALES (Reyna Fernández): Voy 
a intentar, también con brevedad y concreción, en lo po- 
sible, contestar los diferentes planteamientos, reflexiones 
o preguntas directas que se han podido hacer por parte 
de los Grupos. 

En primer lugar, yo haría una reflexión que Creo con- 
veniente en cuanto a la última parte de la intervención 
de la señora Villalobos en relación a un punto que me pa‘ 
rece importante. 

A.mí al menos me parece un poco contradictorio que 
precisamente sea su Grupo Parlamentario el que nos haga 
llegar esta reflexión sobre una mayor sensibilidad, sobre 
una mayor participación, sobre una mayor agilidad del 
Ministerio de Trabajo en entrar en los problemas inter- 
nos de esta sociedad cooperativa de viviendas, cuando 

hasta hace muy pocos días prácticamente se ha estado 
discutiendo una nueva ley general de cooperativas tanto 
en el Congreso de los Diputados como en el Senado (dis- 
cusión que evidentemente he intentado seguir lo más cer- 
ca posible, por mis obligaciones en la Administración) y 
cuando realmente su Grupo Parlamentario ha sido el que 
ha planteado unas mayores críticas a este proyecto de ley 
precisamente porque, si no recuerdo mal, se decía textual- 
mente que se consideraba un texto intervencionista. 

Parece contradictorio que por una parte .globalmente 
su propio Grupo indique que no consideraba oportuna 
una ley según la cual la Administración tuviera capaci- 
dad de intervencibn en unas sociedades privadas, en unas 
empresas privadas, como son.las sociedades cooperativas 
de viviendas, y que por una parte hoy se est6 planteando 
a la Administración por qué no es más intervencionista 
en una cooperativa de viviendas. En principio me ha pa- 
recido que podía existir una contradicción en el plantea- 
miento de su Grupo y en ese sentido al menos estaba un 
poco obligado a tener que decirlo. 

Se  dijo por los representantes del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista en ladiscusión de esta ley, y ahora, cuando 
ya ha entrado en vigor, que la Administración, en cuanto 
responsable en parte de su puesta en marcha y de su des- 
arrollo práctico (y antes lo he querido decir muy clara- 
mente), no tiene ninguna actitud, ni en relación a la Co- 
operativa de Viviendas «Pablo Iglesias)), ni en relación a 
ninguna cooperativa de España que sea competencia de 
esta ley, y que no tiene ningún deseo intervencionista. 

Se lo decía antes: partimos de la base de la autonomía 
de la sociedad cooperativa, porque así queda reflejado en 
nuestra ley, queda reflejado en las leyes autonómicas y 
también en todas las leyes en vigor de los países de la Co- 
munidad Económica Europea, y desde luego solamente si- 
tuaciones muy excepcionales y de carácter estrictamente 
societario son las que podrían hacer que el Ministerio, en 
base a esa ley, pudiera intervenir, como de hecho ha in- 
tervenido en la Cooperativa de Viviendas «Pablo Iglesias)) 
en cumplimiento de la legislación que entonces estaba en 
vigor y que no era tan distinta en estos puntos -al me- 
nos en la forma, en la metodología-, con respecto a lo 
que la ley en vigor hoy dice. 

Por tanto, yo enticndo que hay que actuar desde la 
Admnistracibn cn esta materia cumpliendo, lógicamente, 
la legislación, y sin jamás rozarla siquiera, sino cumplién- 
dola estrictamente, pcrO por supuesto sin ningún deseo in- 
tervencionista de querer entrar en problemas internos de 
sociedades, que solarnente,son competencia de sus socios. 

Evidentemente, no creo que mi informe (que tambikn 
fue motivo de contestacih por parte del Ministro de Tra- 
bajo) ni yo personalmente, ni creo que el Ministro, se dcs- 
pachara con fechas a las preguntas planteadas por S.  S .  
en relación a la Cooperativa de Viviendas “Pablo Iglc- 
sias». Creo que este último informe que he hecho es un in- 
forme suficientemente amplio. He hecho referencia a las 
(echas (y así lo hc dicho) para demostrar la celeridad en 
las actuaciones, para que se viera cómo a partir de la prc- 
sentacihn de denuncias, a partir de la llegada de informes 
a la Dirección Gcneral de Cooperativas no ha habido nin- 

’ 
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gún tipo de retrasos en las actuaciones; incluso yo  diría 
más: ha habido un  exceso de celeridad para lo que en 
principio normalmente la Administración debe realizar 
en este tipo de casos. N o  cabe duda de que son situacio- 
nes extraordinarias, excepcionales; la Administración 

.debe de actuar por tanto con mucha precaución en este 
tipo de casos, para que nadié pueda entender una actua- 
ción impropia de la Administración en esta materia, y en 
este caso ya digo que se ha actuado siempre con celeri- 
dad. Las fechas simplemente las indicaba, además de 
como reflejo de un proceso, para demostrar esa celeridad. 

Nos dice usted que la Cooperativa de Viviendas «Pablo 
Iglesias» de Madrid surge del seno interno del Partido So- 
cialista Obrero Español y,  además de hacer referencias a 
periódicos o revistas del Partido en los que se aludía a esa 
cooperativa, habla usted de la obligación de tener el car- 
net de UGT para entrar en esta cooperativa. 

Esa reflexión de su parte se relaciona con la pregunta 
que me hacía la Diputada del Partido Socialista Obrero 
Español. 

Quizás, en esa pregunta pueclo entrar ya directamente 
más en los textos, pero vo le diría de antemano que en nin- 
gún caso --y esto es lo que me corresponde decir a mí 
como Director General de Cooperativas en cuanto que me 
corresponde esta función-, los estatutos de esta coopera- 
tiva, ningún documento interno de esta cooperativa, del 
que y o  tenga conocimiento como Director General de Co- 
operativas, ha indicado la obligación de tener carnet de 
UGT para poder acceder a esta cooperativa. Los estatu- 
tos no lo recogen, pero, además, le diré más: no solamcn- 
te no lo recogen los estatutos, sino que, específicamente, 
no hubieran podido tener acceso al Registro de Coopcra- 
tivas si así lo hubie.ran dich,o, porque ni en la Ley de 1974 
ni con. la nueva Lcv de 1987, en vigor, está previsto que 
pueda haber ningún tipo de limitación en el acceso de so- 
cios a una cooperativa por razones sindicales, políticas o 
de ningún orden. Es decir que, independientemente, por 
supuesto, de que en cualquier caso una persona privada 
hubiera podido decir verbalmente o por escrito cualquier 
cosa al respecto, lo cierto es que en los papeles oficiales 
de esa cooperativa, como de ninguna, no puede haber nin- 
gún tipo de limitación de acceso a la cooperativa por ra- 
zones de orden sindical o político. Así quedaba claro en 
la Ley de 1974 v así, por supuesto, queda claro en la Ley 
de 1987. Evidentemente, como han dicho, aunque Iógica- 
mente no estoy en esta comparecencia ni en función de 
persona física, Sebastián Reyna, que haya podido parti- 
cipar en la vida de una cooperativa ni tampoco en la ac- 
tuación, por supuesto, n i  como representante del Partido 
Socialista Obrero Español, participe, es verdad, personal- 
mente en la redacción de csos estatutos y, por tanto, puc- 
do indicarle que en ningún caso se puc3c cxig.' 'ir ese car- 
nct para entrar en la cooperativa dc \,i\,icndas «Pablo 
Iglesias.. 

Dice S. S. que nos interesan solamente las cooperativas 
en cuanto emprcsa en algunos casos v en otros no. Prcci- 
samcnte, creo que el tipo de actuación que hemos hecho 
v desarrollado en esta maicria demuestra que respetamos 
la empresa cooperativa, porque no es nuestra función cn- 

trar en el tema, pero sí nos hemos interesado, porque le 
hemos dado el suficiente calor al tema -v así aprovecho 
también para contestar indircctamentc, en parte, a la 
Diputada Asunción Cruañcs- como se le ha dado calor a 
otros problemas v a otras dificultades en cooperativas de 
viviendas que han surgido recientemente y que venían de 
períodos anteriores, y nos hemos preocupado, lógicamen- 
te, de tener información sobre otros aspectos que puedan 
pertenecer a la vida interna de la cooperativa, aunque no 
fueran relativos a actuaciones directas. Así, nos hemos 
preocupado de saber si esta cooperativa había hecho au- 
ditorías externas en sus cuentas, y la propia Inspección 
nos indica que estaba comprobada la contratación de la 
empresa Doloit te Haskings-Sells, concretamente, que ha- 
bía terminado en su momento la auditoría de Rivas 1, es 
decir, de la primera promoción, la más importante de esta 
cooperativa, y, lógicamente, así se ha ido detectando si se 
habían ido haciendo estudios económicos, porque sí he- 
mos entrado a conocer ciertos aspectos empresariales 
simplemente como información general, aunque en esas 
materias el Ministerio como tal no pueda entrar a la hora 
de sancionar ningún tipo de irregularidad, porque no es 
cuestión de la' Dirección General, pero, por supuesto, al 
actuar un Inspector, sí puede informar de todos aquellos 
aspectos que considere dportunos a la Dirección General 
o bien hacerlo llegar a cualquier otro organismo. Por tan- 
to, evidentemente, porque nos interesa la cooperativa 
como empresa es precisamente por lb que se ha respeta- 
do en todo momento su independencia corno empresa y 
solamente se ha entrado en los aspectos de carácter so- 
cial, en los aspectos de carácter societario, que son los 
propios de la Dirección General y de la Ley General de 
Coopera ti vas. 

En cuanto a aspectos internos del proceso de interven- 
ción, antes he intentado, quizá con celeridad, explicar al- 
gunos de los problemas que surgieron sobre la marcha en 
el proceso de intervención. Es cierto que, como usted nos 
indicaba, se amplían las funciones de la asamblea gene- 
ral extraordinaria, pero indicando que lo es con una re- 
solución de la Dirección General de Cooperativas, es de- 
cir, no es que se amplíe el orden del día simplemente por 
un mero deseo verbal, sino que, concretamente, se hace 
una resolución en la que se amplía el orden del día de 
esta asamblea. Pero es que -y esto es importante, por- 
que no parece que esté en su información, y por eso se lo 
digo- pese a que tanto los socios que han presentado las 
denuncias, como los interventores de cuentas denuncian- 
tes, corno el propio consejo rector, realmente no tenían 
por qué presentarse en el expediente -porque, como he 
dicho anteriormente, esta intervención se hace de oficio, 
ya que la petición que se había planteado por las partes 
;o se ajustaba formalmente a ley y,  en consecuencia, para 
no rctrasar más sc hace de oficio, previo informe de'la Ins- 
pección-, pese a que al no formar parte del expediente, 
no tenía por qué dárseles audiencia en el mismo a los in- 
tci csados. sin embargo --y esto es importante indicarlo-, 
durante todo el proceso de intervención concretamente el 
despacho del Director General de Cooperativas y dc los 
funcionarios que han traba.jado cn este tema han estado 
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abiertos a permanentes reuniones con todas las partes; 
con ellos se ha hablado y precisamente es a partir de esas 
reuniones, de e5os contactos y de esas relaciones de don- 
de surge la necesidad de ampliar el orden del día, puesto 
que se había llegado a plantear antc funcionarios de la Di- 
rección General de Cooperativas la necesidad de proceder 
a la disolución si no había ningún socio en la cooperativa 
que quisiera hacerse cargo de la gerencia o dikcción de 
la empresa cooperativa. Por eso, en situación excepcional, 
se añade este punto del orden del día, en el que posterior- 
mente los socios no entran, porque una asamblea de una 
cooperativa que esté intervenida, evidentemente, la con- 
voca exclusivamente la Administración, pero no la des- 
arrolla la Administración; son los votos de los socios los 
que cuentan en esa asamblea y en ningún caso la Admi- 
nistración. La Administración tiene únicamente por fina- 
lidad -y así era la orden a la Inspección- convocar la 
asamblea general, exclusivamente, y que los socios pudie- 
ran decidir cuanto considerasen oportuno, respetando 
una vez más la autonomía de la sociedad cooperativa y 
la autonomía en concreto de esta asamblea específica. 

Dice S. S. que en el acta de la asamblea se acepta votar 
a mano alzada, pese a que no está contemblada esta fór- 
mula por la legislación entonces en vigor del Reglamento 
de 1978. En el acta de la asamblea se indica que por par- 
te de la inspección lo que se hace es - e n t r e  otras cosas, 
porque no podía- no impedir que en el caso que se qui- 
siera se votara a mano alzada: pero la propia Inspectora 
actuante recuerda que la votación resultado de esa mano 
alzada no va a tener valor legal, puesto que es obligato- 
ria la votación secreta. Se recuerda esto por parte de la 
Inspectora y ella lo que hace es simplemente no impedir 
lo que es imposible impedir, y es que se quiera, evidente- 
mente, votar sobre la marcha en esa asamblea; pero se re- 
cuerda perfectamente que no va a tener ningún valor, y 
así se recoge en el acta tanto el hecho que se había recor- 
dado como el no valor de la votación, aunque en el acta 
se hace referencia a lo que allí había ocurrido, siempre 
con la finalidad de intentar mantener una relación lo más 
cordial y calurosa posible con todas las partes dc la 
cooperativa. 

Se indica asimismo que por parte de la Dirección Ge- 
neral en esta materia quizá no haya habido -se decía- 
suficiente sensibilidad, quizá no haya habido suficiente 
celeridad o actuación correcta en relación a las peticio- 
nes que se han hecho. Yo, al menos, sí le indicaría para 
su información que, recientemente -no conwxo los tér- 
minos-, se presentó un recurso de queja de parte de los 
socios de esa cooperativa -estamos hablando de una co- 
operativa, y es importante recordarlo a SS.SS. ,  de 
aproximadamente unos 3.500 socios en la que las denun- 
cias nunca han pasado de 30 ó 40 socios; también hay que 
indicarlo a SS. SS.- al Defensor del Pueblo en términos 
parecidos a los que usted dice: porque no hay suficiente 
sensibilidad, porque no se ha actuado con suficiente ce- 
leridad. Pues bien, yo le diría que, lógicamente, por parte 
del Ministerio se informó suficientemente al Defensor del 
Pueblo de todas nuestras actuaciones y que el propio De- 
fensor del Pueblo, el pasado día 6 de mayo, no5 envía e5- 

crito en el que nos indica: De acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 31.1 de la Lcv Orgánica 3í1987, de 6 de abril, 
informamos a los interesados del resultado de las actua- 
ciones practicadas con motivo de la tramitación de la pre- 
sente queja, así como de la comunicación recibida de ese 
organismo, dando por conclusa la investigación. Es decir, 
que el propio Defensor del Pueblo ha dado por concluida 
la invaatigación y ,  lógicamente, en el mismo escrito en el 
que nos dice que ha quedado concluida, agradece since- 
ramente el escrito y la información dada por la Dirección 
General de Cooperativas. Por tanto, tampoco por esta vía 
los socios han podido demostrar en ningún caso que haya 
habido falta de celeridad o de seriedad en las actuaciones 
de la Dirección General de Cooperativas. 

Nos dice S.  S. que se están produciendo embargos; que 
hay 1.500 casas o viviendas de trabajadores que están en 
peligro. Creo que; en primer lugar, habría que diferenciar 
si es una empresa o no lo es. Evidentemente, la Sociedad 
Cooperativa de Viviendas Pablo Iglesias, por definición le- 
gal, es una empresa, lo cual implica que los socios que 
han entrado en esa cooperativa no para trabajar en la mis- 
ma, que es la diferencia con la cooperativa de trabajo aso- 
ciado, .sino para adquirir una vivienda, podrán ser traba- 
jadores, pequeños empresarios o de cualquier tipo. Creo 
que hay que diferenciar lo que es el carácter de cada uno 
de los socios de lo que es en sí misma la Sociedad Coope- 
rativa de Viviendas Pablo Iglesias, una sociedad o empre- 
sa constituida por el conjunto de esos socios, por esos tres 
mil socios que en diferentes promociones han ido crean- 
do esas viviendas. 

Nos hablaba usted dc esos embargos a casas de estos so- 
cios o de estos trabajadores que forman parte de la co- 
operativa de viviendas. En.este momento, no le puedo dar 
información, porque, en primer lugar, en este momento 
no hay actuaciones inspectoras, no estamos realizando 
ninguna actuación inspectora; tampoco ha sido solicita- 
da ninguna actuación inspectora desde hace varios me- 
ses; por tanto, no le puedo dar una información producto 
de un informe de inspección concreto sobre la materia. 
Tampoco seria materia de la Inspección de Trabajo po- 
der entrar en este punto sobre embargos o no embargos, 
ya que es un aspecto totalmente interno y de la relación 
empresarial. Sin embargo, en todo caso debo indicarle 
que las viviendas que han sido escrituradas -y les recuer- 
do que de esas 1 SO0 a que usted estaba haciendo referen- 
cia, que yo recuerde, al menos 1 .488 6 1 .489 están va es- 
crituradas- no tienen ninguna posibilidad de ser embar- 
gadas, pues están escrituradas a favor del socio. Solamen- 
te los socios que no hayan pagado su vivienda y #  por tan- 
to, que no hayan podido tcncr posibilidad de acceder a la 
escritura, son los que pueden sufrir las consecuencias de 
un embargo, porque la vivienda sigue siendo todavía pro- 
piedad de la cooperativa y ,  por tanto, embargablc. 

Por tanto, quisiera, en todo caso, dejar este tema claro. 
La mayoría de los socios han pagado normalmcn-te su vi- 
vienda -estoy añadiendo una iníormación que no corres- 
ponde específicamcntc a las actas de inspección, pero que 
me parece importante. con pcrmiso del scñor Presidente, 
trasladarlo a S S .  SS.-, va digo, los 1 .488 socios que tic- 
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nen escriturada SLI vivienda no tienen ningún problema a 
la hora de que pudieran ser embargados; solamente lo tic- 
nen los socios que no tuvieran pagada su vivienda y que, 
por tanto, no tengan I'a escritura de propiedad. 

Hay un terna que usted ha planteado y en el que, evi- 
dentemente, en mi calidad de Director General de Coope- 
rativas no debería entrar -ya digo que no estoy en mi 
función ni personal ni como militante del Partido Gocia- 
lista Obrero Español-, cuando hacía referencia a una co- 
misión federal creada en el año 1984 por rl Partido So- 
cialista en relación con este tema. Evidentemente sí estu- 
ve, como usted dice, en esa reunión en la que se planteó 
este tema; en mi condición de militante del Partido So- 
cialista acudo siempre que el Partido me lo pide y por su- 
puesto sicmpre que no me quite tiempo de mi trabajo pro- 
fesional, que es lógicamente el primero que debo desarro- 
llar -usted me ha recordado bastante las palabras del 
Diputado señor Revilla también-; en esa comisión fede- 
ral, que no es una comisión federal, sino una mera rcu- 
nión en la que se hacen algunos comentarios o se dan al- 
gunos consejos a compañeros del ,Partido Socialista, se 
dice que debido a la importancia del nombre Pablo Iglc- 
sias, debido al respeto que se le debe de dar, se aconseja 
que no se utilice, a ser posible, para actividades de tipo 
empresarial. Precisamente eso es lo que se dijo en esa reu- 
nión a la que usted hacía referencia: que no sc utilice nor- 
malmente para actividades de tipo empresarial, que son 
actividades privadas, y que aunque por supuesto el Par- 
tido entendía que no se deben prohibir, porque son un pa- 
trimonio de los trabajadores en general t a n t o  cl nombre 
de Pablo Iglesias corno otras muchas dencpinacioncs de 
personajes históricos, al mcnos sí se aconseja que no se 
utilice para actividad privada que luego pueda perjudi- 
car el propio nombre de Pablo Iglesias. Esto es lo que va 
se pensaba en el año 1984 en el seno del Partido y es lo 
que se traslada a los compañeros para que todos ellos lo 
scpan a la hora de querer promocionar -que no tener, 
por supuesto- cualquier cooperativa que utilizara este 
nombre o denominación parecida de nombres de hisióri- 
cos que pudieran tener alguna relación con cualquier par- 
tido político o movimiento sindical en general. 

Hacía usted rclcrcncia a los prcsupuestos del Estado y 
a las prestaciones de asistencia tkcnica, que dccia usted 
que podían ser utilizadas. En primer lugar, estas presta- 
ciones son utilizadas o podrían aprobarse -corresponde- 
ría, lógicamente, al Ministro su aprobación- a petición 
de los interesados. En estc momcnto. en la Dirección Ge- 
neral dc cooperativas n o  consta ninguna petición de los 
interesados para acceder a este tipo de ayudas. Por ranio, 
no ha dado tiempo a poder decir que n o  al planteamiento 
que usted no hace, porque nadie lo ha pedido. Pero es que, 
de todas maneras, le añadiría que tampoco tciidria, por 
s u  propia dcllnición, esta cooperativa de vivicridas ;iccc- 
so a esta avuda, y se lo explico: porque estas a.vudas, taii- 
to por presupuesto cotíio por la orden niiiiistcriai que las 
regula, son ayudas cxclusivaniciitc para dos tipos.de cni- 
presas: las cooperativas de trabajo asociado y las socic.- 
dades anónimas laborales. TambiCn hav otras. CoIliCJ In 
explotación comunitaria de la tierra, ctcCtcra. que no vic- 
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ncn al caso, quc también pueden tener acceso a estas ayu- 
das, pero asi viene definido: cooperativas de trabajo aso- 
ciado y sociedades anónimas laborales. Por tanto, al ser 
&a una sociedad cooperativa de viviendas, no tendría en 
principio acceso a este tipo de ayudas que están previstas 
en los presupuestos. Pero ya digo que, en todo caso, ni si- 
quiera se ha llegado a plantear el tema. 

En cuanto a flexibilidad en las actuaciones, entiendo 
que ha habido suficiente relación con los socios de la co- 
operativa, se han contestado siempre por escrito todas las 
peticiones de información que los socios han presentado, 
excepto -y he de indicarlo por si lo comentaba posterior- 
mente- los informes de inspección que han sido envia- 
dos al Ministerio Fiscal y que, lógicamente, al estar bajo 
vía jurisdiccional consideramos no oportuno empezar a 
hacer fotocopias de ellos y mandarlos a todo el mundo, 
pero quitando estos informes, de los demás se ha infor- 
mado siempre aceleradamente a los socios y en cuanto a 
si SC' les ha escuchado, las puertas de la Dirección Gene- 
ral han estado permanentemente abiertas para escuchar 
los pros y contras en todo este proceso. 

Ahora bien, he de recordarle que la intervención se ter- 
minó, porque se determinaba en la propia definición de 
la resolución, con la convocatoria de la asamblea, y tam- 
bién he de indicarle que desde entonces no ha sido pre- 
sentada ninguna petición de intervención ni de inspección 
de esta cooperativa; tan sólo se han elevado consultas de 
grupos de socios y todas ellas se han contestado correc- 
tamente. 

El señor Diputado del Centro Democrático y Social me 
hacía una serie de preguntas no relacionadas directamen- 
te con la problemática de la cooperativa de viviendas Pa- 
blo Iglesias, pero sin duda todas ellas de interés. Voy a in- 
tentar contestarle lo antes posible. 

En relación al Estatuto fiscal, no es que éste sea exac- 
tamente provisional. Se encuentra en vigor, como es Id- 
gico, actualmente, aunque, obviamente, al hacer referen- 
cia la Ley dc cooperativas a que en un período de seis me- 
ses se procedería por parte del Gobierno a elevar o pro- 
mover un nuevo estatuto fiscal, una nueva ley fiscal de 
cooperativas, sí tiene un cierto carácter provisional, pues- 
to que está a la espera de nueva norma. Sobre la marcha 
de ello, he de indicarle, en primer lugar, que sería com- 
petencia en exclusiva del Ministerio de Economía y Ha- 
cicnda tratar o elevar esta Icv fiscal de cooperativas al 
Conse,jo de Ministros. En consecuencia, de alguna forma, 
en mis funciones de representante dcl Ministerio de Tra- 
baJo en este caso, puedo evidentemente responder con mi 
información a su pregunta, pero esta materia es una com- 
petencia -y así debo dejarlo ciar+ del Ministerio de 
Economía v Hacienda. En este punto puedo indicarle que 
en la actualidad, por parte de la Subdirección General de 
Tributos Especiales de la Dirección General de Tributos 
del Ministerio de Economía y Hacienda se está trabajan- 
do eti los documentos previos para la promulgación de 
cstn nueva lev fiscal. Concretamente, se está trabajando 
cn dos documcntos base, q u e  son fundamcnialcs para po- 
der desarrollar el Estatuto o la lcv fiscal. Seria, por una 
parle.  el estudio comparado del tratamiento fiscal de las 



- 5237 - 
COMISIONES 1.5 DE J U N I O  DE 1987.-Nüh. 142 

____ - - _  __._~ L 

cooperativas en el ámbito de los países de la Comunidad 
Económica Europea. Como S .  S. sabe, si bien para e] de- 
recho sustantivo de las sociedades cooperativas, es decir, 
para la ley reguladora base, no existen unas directivas es- 
pecíficamente aplicables en el ámbito de la Comunidad 
Europea -hay directivas que tratan indirectamente el he- 
cho cooperativo como sociedad, pero no directamente-, 
sin embargo, S .  S .  sabe que en el ámbito fiscal sí estamos 
mucho más cogidos -por entendernos-, en el sentido de 
que hay unas directivas ya mucho más aplicables direc- 
tamente. Aun asf, se está estudiando el derecho compara- 
do, porque al haber normas fiscales anteriores a las últi- 
mas directivas sobre la materia, que han continuado en 
vigor en algunos países, codo  por ejemplo en Italia, se 
está estudiando la posibilidad de poder traer a nuestro 
país cierto tratamiento fiscal propio de estos países, an- 
terior a las directivas. Este tema va a ser complejo, pero 
aun así se está estudiando. 

Por otra parte, también se está estudiando otro docu- 
mento base, que es el estudio comparado de la legislación 
general puesta en vigor recientemente con las leyes de las 
Comunidades Autónomas, que están en vigor, y esto es 
porque la ley fiscal es una ley ya conjunta para todas las 
sociedades cooperativas y,  por tanto, en todos los aspec- 
tos de tratamiento de fondos de reserva, de tratamientos 
de autofinanciación interna de las sociedades cooperati- 
vas o de actuaciones con terceros, por ejemplo, es nece- 
sario tener en cuenta que han formulado o qué han pro- 
mulgado todas las leyes de cooperativas de las diferentes 
Comunidades. Por eso se están haciendo dos estudios, uno 
comparado de las leyes del Estado y otro comparado del 
tratamiento fiscal de las Comunidades, que sirvan para 
preparar ya lo que sería la ley fiscal. Nosotros creemos 
que, por el tiempo que se lleva trabajando en la materia, 
se puede estar en condiciones, sin duda, de cumplir con 
el mandato legal y de tener los trabajos preparados. 

Con respecto a la forma de ser consultado el movimien- 
to cooperativo, yo diría que hay una fórmula legal, en 
principio, una vía legal propia, y,  como usted quizá sepa, 
existe una Junta consultiva del régimen fiscal, formada 
por los representantes del movimiento cooperativo y por 
el Ministerio de Economía y el Ministerio de Trabajo. El 
problema es que en esa Junta consultiva la representa- 
ción del movimiento cooperativo era a través de la deno- 
minada Confederación Espanola de Cooperativas, que ha 
sido disuelta por la propia ley. En consecuencia, obvia- 
mente, habrá que buscar una configuración provisional 
de esa Junta consultiva con el movimiento cooperativo 
existente hoy para que hubiera una representación del 
propio movimiento. Pero yo creo que esa Junta consulti- 
va es el órgano adecuado, ya que existe por ley, para tra- 
tarse la temática desde el punto de vista de representa- 
ción del movimiento en la materia. 

Pregunta S .  S. si se considera terminado el mandato 
constitucional del artículo 129 en relación al fomento de 
las sociedades cooperativas con la promulgación de la ley. 
Mi interpretación es que no. Yo creo que el propio ar- 
tículo 129 de una forma muy progresiva y avanLada, la 
más quizá en todo el ámbito de la Comunidad Económi- 

ca Europea, trata el hecho cooperativo v, en consecuen- 
cia, cuando se refiere a fomentar, a travks de una legisla- 
ción adecuada, el mandato a los poderes públicos es un 
mandato superior a lo que seria propiamente una ley 
sustantiva. 

Yo entiendo, y así lo he comentado en alguna ocasión, 
que las leyes sectoriales específicas aplicables a cada so- 
ciedad cooperativa son tan importantes o más como la 
propia ley sustantiva. Pondría un ejemplo: para las co- 
operativas de transporte tan importante es la Ley de or- 
denación del transporte terrestre como la propia Ley de 
Cooperativas; para las cooperativas de viviendas la Ley 
del Suelo puede ser tan importante como la Ley de coo- 
perativas; o para las cooperativas de consumidores tan 
importante es la Ley del Consumo como la propia Ley de 
Cooperativas; y así podríamos seguir en los diferentes 
sectores. 

Por tanto, yo creo que el mandato no tiene fin. Es un 
mandato que lo que hace es recordar al poder publico que 
a la hora de legislar tenga en cuenta el hecho cooperati- 
vo. Esto puede ser tratado de manera global en leyes es- 
pecíficas del propio movimiento cooperativo o bien, por 
el contrario, tratado en leyes Sectoriales. Yo creo que por 
razón de que en ningún caso el sector cooperativo sea un 
sector gueto, sino que sea un sector tratado de manera ge- 
neral, es conveniente su tratamiento, como de hecho ya 
ha comenzado en la mayoría de las leyes, en las leyes sec- 
toriales específicas aplicables. Además de eso, Iógicamen- 
te, la Ley de Presupuestos de cada año estudia o trata el 
programa de desarrollo cooperativo y comunitario que en 
todo caso es la concreción específica de la actuación ad- 
niinislrativa en la materia. Por tanto, mi contestación, 
p < r  gupuesto con una interpretación personal, sería que 
no qucda cerrado el mandato con esta ley. 

Pii trinionio de las Federaciones y Confederaciones de 
Cooperativas. Más que hacer un inventario lo que se ha 
hecho ha sido pedir al actual, hasta el 29 de abril, Presi- 
dente de la Confederación Espatiola de Cooperativas que 
presentara al Ministerio un inventario completo de los pa- 
trimonios que pudiera tener la Confederación Espanola 
de Cooperativas, así como de los patrimonios que pudie- 
ran tener las Federaciones provinciales hasta entonces 
existentes, si el propio Presidente los conocía. Digo si los 
conocía porque no existía una relación estricta patrimo- 
nial entre Confederación y Federaciones. Aunque todavía 
estamos en ese punto, y le tcndría que contestar a partir 
de que se presente el inventario, que todavía no se ha pre- 
sen!ado, sin embargo, sí Ic puedo adelantar que en prin- 
cipio la Confederación las Federaciones no tiene prácti- 
camente patrimonio propio. Se habia puesto la cláusula 
porque entendíamos que había que cubrir legalmente lo 
que quedara al final, alguna cuenta corriente, situaciones 
patrimoniales, pero lo cierto, y ya lo sabíamos con antc- 
rioridad, es que prácticamente no tienen patrimonio pro- 
pio, porque estas organizaciones utilizaban patrimonio 
sindical, es decir, utilizaban patrimonio dc la AISS Iun- 
damentalmente para su finalidad. Luego, por tanto, no es 
patrimonio propio y habrá que resolver el problema, va 
digo problema mínimo, porque prácticamcntc en el con- 
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junto del Estado se trata de un piso alquilado, que no es 
patrimonio, v,  eso sí, de dos bibliotecas muy importan- 
tes, las mejores bibliotecas de cooperativismo que tene- 
mos en España, lo que nos preocupa mucho desde el pun- 
to de vista del futuro y que el Presidente de la Confede- 
ración pondrá a disposición del Ministerio para que éste 
haga el uso adecuado que corresponda de acuerdo con la 

En todo caso, he de recordarle que esta pendiente la re- 
gulación de un órgano que nace en la ley, que es el Con- 
sejo Superior de Cooperativas, y cuando el Ministerio cus- 
todie estas bibliotecas o estos bienes de la Confederación, 
normalmente lo hará como custodia a efectos de que pos- 
teriormente sean utilizados por dicho Consejo, que es 1ó- 
gicamente el organismo máximo a esos efectos para uti- 
lizar estos criterios. 

Por último, voy a contestar a la Diputada señora Crua- 
ñes. Me va a permitir que busque los Estatutos de alguna 
de estas cooperativas para poder contestarle específica- 
mente a sus preguntas. 

En primer lugar se pregunta si existe algún tipo de re- 
lación oficial, por el hecho de llamarse una cooperativa 
Pablo Iglesias, cbn el Partido Socialista Obrero Español. 
Radicalmente no. Creo que de alguna forma ha quedado 
contestado anteriormente. En todo caso, la Cooperativa 
de Viviendas Pablo Iglesias es una empresa privada, como 
cualquier otra cooperativa que pudiera, por razón de 
ideología o de forma de pensar en los hombres que la po- 
nen en marcha, utilizar una denominación u otra, muy 
distintas. En nuestro'país hay cooperativas que se llaman 
José Antonio GirOn; otras cooperativas se llaman Pablo 
Iglesias y otras cooperativas se llaman de otra forma. Evi- 
dentemente, nadie le va a pedir el carnct a nadie cuando 
viene a la Dirección General de Cooperativas a crear esa 
cooperativa. Tan sóio se mira en los registros correspon- 
dientes si ya hay otra que se llame exactamente igual 
-cupdo digo exactamente igual me cstov refiriendo in- 
cluso a la misma denominación v localidad; por esa ra- 
zón hay varias que se llaman igual-. Es lo único que ló- 
gicamente la Administración hace. Por tanto, radicalmen- 
te no existe ningún tipo de relación. 

Se decía si en los Estatutos ha.v alguna. Y o  leería rápi- 
damente, concretamente en e l  Título iI de los Estatutos 
de la Cooperativa de Viviendas Pablo Iglesias, en que dice: 
Pueden ser socios de la cooperativa todas las personas ma- 
vores de edad que lo soliciten. Para ingresar en la coopc- 
rativa bastará la solicitud del interesado, la presentación 
por dos socios y declaración jurada de no pertencccr a 
otra cooperativa de viviendas en la niisnia localidad. La 
solicitud de ingreso será dirigida a la ,junta rectora, que 
la examinará, dictaminará ..., cic.  Postcihmicntc, va ha- 
bla de las condiciones económicas del acceso a la coo- 
pera t i va. 

Esto es lo que legalmente pucdcn decir los Estatulos y 
no otra cosa dicen ni la Cooperativa de Vivicndas Pablo 
Iglesias ni la de Madrid ni León, ni la de Scgovia, ctc., nin- 
guna de ellas que vo en este momento conozca. 

Se  pregunta si ha.v más conllictos en el niuiido coopc- 
rativo de las viviendas. Yo quisiera que no hubiera más, 

ley. 

pero desgraciadamente sí ,  desgraciadamente han surgido 
en Iys últimos años, v es bien conocido, algunas dificul- 
tades, situaciones conflictivas en cooperativas de vivicn- 
das, que además han obligado en alguna ocasión tambikn, 
esto va en situaciones muy excepcionales, a la interven- 
ción temporal de esa sociedad cooperativa por parte del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Yo concreta- 
mente le diría que en los últimos tres años han sido gira- 
das 84 inspecciones a cooperativas de viviendas domici- 
liadas en el ámbito territorial de competencia de la Ley 
general del Estado; que estas 84 inspecciones, en diferen- 
te grado, lógicamente, han traído consigo consecuencias 
de sanciones o de levantar actas de infracción a la coope- 
rativa de viviendas por actuaciones irregulares, siempre 
en relación a la legislación cooperativa, v concretamente 
recientemente ha habido dos intervenciones temporales 
importantes, corno han sido a la Cooperativa, si no re- 
cuerdo mal, Iberia, de Madrid, y a la Cooperativa 2.000, 
también de Madrid, que han sido intervenidas al único 
efecto de convocar asamblea general extraordinaria, 
como ha ocurrido en el caso de la Cooperativa de Vivien- 
das Pablo Iglesias. Pero desgraciadamente es un sector, 
por sus propias características, conflictivo y que nos da 
en ese sentido más trabajo del que quisiéramos, no por el 
trabajo, sino porque no existiera el conflicto eviden- 
temente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Direc- 
tor General. Agradecemos su presencia en nuestra Comi- 
sión y suspendemos la sesión hasta esta tarde a las cua- 
tro y media. 

Era la una y treinta minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y trelnta y cinco mi- 
nutos de la tarde. 

COMPARECENCIA DE LA DIRECTORA GENERAL DE 

TICA EN RELACION CON LOS SERVICIOS SOCIALES 

CION DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE COALICION 
POPULAR 

ACCION SOCIAL, PARA INFORMAR SOBRE S U  POLI- 

Y PRESTACIONES DE ASISTENCIA SOCIAL, A PETI- 

El senor PRESIDENTE: Señorías, reanudamos la se- 
sión con el tercer punto del orden del día, que es la com- 
parecencia dc la Directora General dc AcciOn Social para 
iníormar sobre su política en relación con los servicios so- 
ciales v prestaciones de asistencia social, a petición del 
Grupo de Coalición Popular. 

Danios la bienvenida a doña Patrocinio las Heras, a 
quien concedemos la palabra para que inicie su in- 
tciwncion. 

La scnora DIRECTORA GENERAL DE ACCION SO- . 
CIAL (Las Heras Piriilla): Buenas tardcs, señorías. 

Tengo el gusto de prcscntar la política dc la Dirccción 
Gciicixl de Acción Social en cl n w c o  iiciual. que se cn-  
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cuadra en las competencias establecidas en el Real De- 
creto 530í1985, de 8 de abril, por el que se reorganiza el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En este Real 
Decreto se establece como competencia de la Dirección 
General de Acción Social su configuración como centro di- 
rectivo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al 
que corresponde desarrollar las obligaciones estatales en 
materia de pensiones y prestaciones asistenciales y en ma- 
teria de servicios sociales, fomentando asimismo la co- 
operación social con organizaciones no gubernamentales 
de carácter nacional y ejercitando la tutela de las organi- 
zaciones no gubernamentales colaboradoras de la protec- 
ción social pública. 

La política de la Dirección General de Acción Social se 
configura a través de dos grandes objetivos: primero, des- 
arrollar una protección básica de nivel no contributivo 
para situaciones de necesidad. Segundo, impulsar la soli- 
daridad social para prevenir la marginación en la socie- 
dad. Ambos objetivos se desarrollan a través de los dos 
programas fundamentales, que son competencia de la Di- 
rección General de Acción Social: el programa de pensio- 
nes y prestaciones económicas no contributivas para an- 
cianos y minusválidos en estado de necesidad y el progra- 
ma de servicios sociales, orientado a apoyar a las perso- 
nas en el ámbito de la convivencia personal y a tratar y 
prevenir situaciones de marginación social. 

La gestión de estos programas se desarrollo en colabo- 
ración con comupidades autónomas, Instituto Nacional 
de Servicios Sociales de la Seguridad Social y organiza- 
ciones no gubernamentales. 

A la Dirección General de Acción Social le correspon- 
de, en el marco de la normativa que regula cada uno de 
estos programas, financiar las Prestaciones y servicios so- 
ciales que garantizan derechos sociales a nivel estatal; es- 
tablecer el desarrollo normativo de los derechos sociales 
y gestionar los programas de ámbito nacional y la coope- 
ración con la Comunidad Económica Europea en el ám- 
bito de la protección social. 

En línea con los objetivos indicados, se han ido progre- 
sivamente reconvirtiendo las prestaciones y actuaciones 
de la beneficencia y de la asistencia social, al objeto de 
sustituir estos sistemas paternalistas en el marco del des- 
arrollo de las políticas de Seguridad Social y bienestar so- 
cial del Gobiernq socialista. 

En el marco de estos objetivos generales, paso a expo- 
ner la descripción y fines de los programas expuestos. Pri- 
mero, programa de pensiones y prestaciones asistencia- 
les. Integran este programa: Primero, las pensiones asis- 
tenciales a ancianos y enfermos incapacitados para el tra- 
bajo en estado de necesidad que reúnan ías condiciones 
establecidas por la normativa básica que las regula: Real 
Decreto 2620, de 1981, por el que se regulan los requisi- 
tos de concesión de esta prestación y Ley 21 de 1986, de 
23 de diciembre, de Presupuestos Generales del' Estado, 
por la que se fija la cuantía de 15.1 10 pesetas mensuales. 

La segunda actuación dentro de este programa es la fi- 
nanciación de subsidio de garantia de ingresos mínimos 
establecida por la Ley 13 de 1982 de integracihn Social 
de Minusválidos y el Real Decreto 383 de 1984 por el que 

se establecen los requisitos dc concesihn de esta presta- 
c i h ,  además de la citada ley por la que se fija la cuantía 
de 15.120 pesetas mensuales, al igual quc c n  el caso de 
las pensiones asistenciales. 

La tercera actuación del programa de prestaciones asis- 
tcnciales es la de las Prestaciones económicas a lamilias 
de personas con minusvalías, regulada por el Dccrc- 
to 2421 de 1968, en el que sc establecen las condiciones 
para tener derecho a esta prestación, así como la cuantia, 
que equivale a 3.000 pesetas mensuales. 

Es competencia de la Dirección General de Acción So- 
cial en relación con estas prestaciones, garantizar la fi-  
nanciación de las mismas a través de los Presupuestos Gc- 
nerales del Estado, desarrollar la normativa básica quc 
haga efectivo este derecho y coordinar la gestión a travks 
de los entes gestores, que en este caso lo son en cuanto a 
la Ley de Integración Social de Minusválidos y a la pres- 
tación de minusvalías, el Instituto Nacional de Servicios 
Sociales y en cuanto a las pensiones asistenciales, las co- 
munidades autónomas. 

En el Presupuesto de l 9 8 7  los créditos disponibles para 
la gestión de estas prestaciones han sido los siguientes: 
En el concepto 485, pensiones asistenciales a ancianos y 
enfermos incapacitados, 70.473,llO millones; en el con- 
cepto 423, prestaciones económicas a personas con mi- 
nusvalía, 3.581 millones; en e] concepto 422, subsidio de 
garantía de ingresos mínimos, 1.279 millones; en total, 
75.351 millones. Este programa supone un total de 75.589 
millones por el incremento de asignación a costes del ca- 
pítulo 1 y del capítulo 11. 

En la actualidad el número de beneficiarios de estas 
prestaciones es: ancianos, 171.833; enfernos incapacita- 
dos para el trabajo, 152.380; minusválidos con el 65 por 
ciento de grado de minusvalía que les da derecho a esta 
prestación, 30.603; en total, este programa afecta a 
354.816 personas. 

El programa de pensiones y prestaciones asistenciales 
ha ido evolucionando en una política de desarrollo de la 
protección social con el objetivo de alcanzar desde su 
cuantía inicial, que fue de 5.000 en mayo dc 1983, hasta 
1991 en que se pretende lograr el 50 por ciento del sala- 
rio mínimo interprofesional. 

En este programa de pensiones y Prestaciones asistcn- 
cialcs se plantea como objetivo general para la presente 
legislatura la reforma de estas prestaciones en el marco 
del desarrollo del artículo 41 de la Constitución, consti- 
tuyendo el nivel no contributivo de pensiones de la Scgu- 
ridad Social, cuyas características habrán de ser las si- 
guientes: Vinculación a un estado objetivo de necesidad 
en las situaciones de vejez e invalidez; reconocimiento de 
estas prestaciones en base a un derecho subjetivo de to- 
dos los ciudadanos y no como medidas de beneficencia 
puramente asistenciales; gestión coordinada con las pen- 
siones contributivas; financiación a cargo de 10s Prcsu- 
puestos Generales del Estado. 

La plena configuración de este nivel no contributivo 
exigirá la progresiva sustitución de las manifestaciones 
protectoras que existen con carácter asistencialista, has- 
ta su conversión en un sistema unitario e integrado; la in- 
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tensidad de la protección se habrá clc aumentar gradual- 
inentc a medida 'que lo permitan los ingrcsos í'iscalcs 
pc nc 1.a I es . 

Estc i i i \ . C l  no coilt l~il~tl t i \~o clc  p L ~ l l > i o l l ~ ~ >  c l c  la S c p r i -  
dad Social se plasiliai~ri en LII1;i IC\, L I C  pc~iisioncs no con- 
tributivas que se dcsai~ollai.ii i i  10 laigo clc la pi~csciitc Ic- 
gis1atüi-a que  habi-6 de tciicbi' cii citciitii l i i  gcstióii CIC las 
pensiones del extinguido Foiid(~ N;icioiial clc Asistciicin 

nirladcs autónomas, los ciiditos coi~i~cspoiidiciites a i.s- 
tas permanecen en el presupuesto tic la Dircccióii Cciic- 
ral de Acción Social como subvciicioiics no integrantes del 
cos(o efectivo de las transferencias. El cómputo gcncixil 
de crc'dito es e1 que he referido aiitcriornicntc. 

La existencia de este nivcl en los ii.rniinos expuestos es 
pieza clave en la nueva configuración de la Seguridad So- 
cial en  el marco del desarrollO constitucional v de los ni- 
veles de la protcccih sosial en los paises comunitarios. 

En cuanto al planteamiento del desarrollo de la politi- 
ca en materia de servicios sociales, este programa, en el 
marco de las.competencias de la DirecciOn General de Ac- 
ción Social, integra las siguientes actuaciones: 

Primero, realización de las prestaciones de servicios so- 
ciales establecidas para rninusválidos, previstas en la Ley 
de Integración Social de Minusválidos. Estas actividades 
tienen como objeto financiar las siguientes prestaciones 
para minusválidos: Subsidio de ayuda a tercera persona. 
Se trata de una prestación de carácter periódico dcstiria- 
da a las personas minusválidas que iicccsitan la asistcn- 
cia de otra persona para real izar actos csciicialcs de la 
vida ordinaria. Su impoi-tc cs re\ do anualmente, con 
L I I I ~  cuantía mensual de 7.560 pesetas para 1987. Subsi- 
dio de movilidad v conipcnsacióii p ~ i .  gastos de transpoi.- 
te. Es tambic'n una prestación de caiiictei' periódico dcs- 
tiiiada a las personas niiiiusviilidas pai.a que  puedan atcii- 
diir  gastos extraordinarios oi.ipiiiados por clcsplazaiiiicri- 
LO lucra clc s u  domicilio Iiabiiiiril..Sir iiiipuric es i.cvisado 
anualniciitc y paia 1987 es clc 3.380 pesetas riiciisitalcs. 
Otras prestaciones sociales, ciiti'c l i i s  qiic Jcstacaii  l a s  dcs- 

de una iiiiiiusvalia I'isica, psíquic.:i o >crisoi.inl tlccluiadii, 
y vicncn a desai~ol la i~  f'uridaiiic*ii ta lr i ic i i tc*  un coii.jurito de 
scivicios dc recuperación, psicosocialcs cIc Ii,riiiwióii 
piuíksional. Para l a  prestación clc estos sci.vicios se cucii- 
t a  con centros de rccupcracióii clc iiiiiinsviliclo.s l.ísicos, 

dos psiquicos. adcniás de cciitius ocupiicioiialcs. Estos 
subsidios y prcs!acioncs cLicntaii CII c l  pi'cstipucsto de la 
Dii.ecci<iti Gciici.al dc Accióii Sociiil COII  2.078 iiiilloiics c~ i i  

cl  ano 1987, que se trnris1'ic.i-cw i i l  Iiistituto N;icioii;il cIc  

cii niwcha .  

. ~ ~ .. 

Social, que coliL'SpolldC CI1 CStOS 1110111~1Itü~ il 1;lS COlllLI- 

tinadas a aquellas pcrsoiias C l l I 1 '  se cIICLIC' l i t l 'a l l  ¿il'cctildas 

cl!Iitl'W de ¿\SiStCliC¡kl \ CCiltiXJlr dC i \ ~ L ' l l C ¡ < i i l  21 I i i ~ ~ l l i S \ ~ \ l i -  

sci~vic ios Sociales clc la Scg1ii~irl;icI SOCi¿il p:ll'il Sil  pLIcS1;1 

s ~ ~ i ~ \ , i c ~ i o s  r:i scgutido puilto de ;icLijil c>ll "1 l ~ ~ ~ ~ l ~ ~ ~ ~ i l l l l ~ ~  

SOCi2IlCS L'S 1i1 pcStióri de l¿l> I > i ' C . S ~ ~ i C ~ O i i C . \  SOCiiI lCS \' C'COiiCJ- 

Il l iCiiS LI lYl'uf=?i¿IdoS \ '  ¿ l S ¡ l ~ l d ( J S ,  pl-L*\'¡SiLlS el1 l.C'\' .!i ClC 

1984, dc A s i l o  y dc 1i1 C(Jiidic'ioii d c S  Rc~l'tipiaclo. Esla a c , t ¡ -  
vidael ticiic c ~ t i i o  obicii\w I ' i i i a i i i i a i .  I ; I S  sigiiiciiica pi.L\si;i- 

L'i0iiC.S a rCtUgiLldoS \ í 1 S i l i l d O S :  Eiii~i'gL'i1ci;i y ¿ l S i S i ~ i l c ' i ¿ l  

sariitai'ia, ayuda a iiicapacitados \ tci'cL~i'ir cdud. bcc;ix 
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para el  apiviidiza,jc del idioma español, asciitaniicntos de 
rdiigiatlos, pi.opi.nnias de rctoim ii siis piiisc.s clc o i . i p * i i  

L'LliliiClO 10 ~ ~ c ' i ' l l ~ ~ ~ C * l l  I:lS C(Ji ld¡Cioi lL'S  /XJl¡l¡L'ii> dc' S U  I)il¡S. 

El pi'c*stipLicsio d~ este propi.:iiiia :isciciiclc ;I 730.916 nii- 
Iloiic.s, c.iibi.ic*iido la  atciicióii C I ~  estos iiioiiiciiios dc utiüs 

8.190 idugindos. 
Adciiiás de Csstos dos programas que Iic cspucsto, que 

alcctan a compctcticias estatales por estar rcyulrido el de- 
i.cclio a estas prestaciones en el marco de leyes aproba- 
das a nivel  estatal, csistcn otros programas en línea con 
e l  objetivo de la cooperación con las organizaciones no gu- 
bcriiatncntalcs, a c(cctos de lograr una solidaridad en la 
sociedad. En esta línea destacan dos programas principa- 
Ics: apoyo tecnico v financicrb a las organizaciones no gu- 
bcrnanicntalcs colaboradoras dc la acción social, Iortale- 
cicndo el tejido social y fomentando su capacidad para la 
gestión de servicios sociales. El apoyo al movimiento aso- 
ciativo tiene como objetivo promover la solidaridad so- 
cial a fin de complementar las actuaciones de la. protec- 
ción social pública, para lo cual se cuenta con convenios- 
programa a travtis de los cuales se presta a las entidades 
no gubcrnamentalcs financiación y servicios temicos. 
Esta colaboración con el movimiento asociativo va diri- 
gida fundamentalmente a asociaciones de minusválidos, 
a asociaciones de tercera edad, a asociaciqncs de mino- 
rías Ctnicas, especialmente cl pueblo gitano, a organiza- 
ciones familiares y a cntidades dcdicadas a trascúntes y 
personas indigentcs. Estos convenios de colaboración se 
realizan a travCs de u n a  convocatoria anual de dotacio- 
nes económicas, que cn 1987 ha supuesto una cuantía de 
1.340 millones de pesetas y son alrededor de 100 organi- 
zaciones estatales las que han realizado convenios de co- 
opciacióii con la Dirección General de Acción Social. 
, Asiinisiiio, en 1986 se crea el Registro de entidades que 
desui.idlan actividades en el campo de la acción social. 

ibicndo progresivamente el conjunto 
clc iiistititcioncs clc ámbito estatal que poncii en marcha 
sci.vicios o prestaciones de atención social a travc's de los 
cu:ilcs coopcrari con las Administraciones públicas. El ob- 
,jetivo es lunclanicntalnicntc un mc,jor conocimiento de los 
i ~ c u ~ ~ s o s  disponibles a nivcl de la cobertura pública y pri- 
\ d a ,  PLlCSkJ  que la inlormación sobre la cobertura públi- 
ca se caiinliza a travk dc un convenio establecido entre 
las Adiiiiiiisiracioncs públicas a tal clccio. Mediante este 
i'Cg!iSti'O de ciitidadcs la informacióii pública viene com- 
plci~idu por l a  iiilimiixióii de las orgaiiizíacioncs no gu- 
bci.iiuiiiciiialcs, y ambos iiiloi~iiiaciorics permiten la pla- 
iiilicacibn clc iii\,ci.sioiics para la pucsta ct i  niarcha de 

011'0 oi7,ict¡\~o cii cl iiiiibito dc la coopci.ac¡óii con las en- 
t i c l x l c - s  i i o  piibci.iiaiiic.iiinIcs cs  la potciiciaci0n de las ac- 

iibiiiica clc l a s  ciiticlaclcs t t i i c ~ l i i ~ ~ a s  por l a  Dirección Gciic- 
i . a l  clc Accióii S O C i i I l ,  csiiti'c las cualcs c\cst:ica la Orgarii- 
mcitiii Nncioiial dc Ciegos, la Ciuz  Ko,ja Espanola \ l a s  

cliis por la Dii,c>cc'iOii Gc*iic.ixl dc Accioii Social, \ csistc Li i i  

i lLIC' \ ' í IS pi.csi aci Oi i  L'S \ '  cc 11 t 1'0s. 

ciollcs clcsl i i inclus  ill iiici~c~iiicrito de la clicncia social y cco- 

hlIld¿lC¡(Jl iCS.  SO11 3.300 ~ ' L l i i d ~ I ~ ~ ~ l ~ ~ S  IilS ciiiid¿IClCS t l i~c~ i l -  

p i ' o ~ l ~ ¿ i i i i ; i  c lc  i~cliirihil'iclacl sociiil \ '  cL~ollolliic~~ pai'a potci1- 
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ciar la acción de estas fundaciones de común acuerdo con 
éstas. 

A su vez, con la Organización Nacional de Ciegos los ob- 
jetivos básicos de la cooperación se desarrollan, primero, 
con el fin de lograr la máxima normalización de la enti- 
dad a efectos de la integración de la caja de previsión de 
la ONCE en la Seguridad Social, de la misma forma que 
en s u  día se procedió a establecer unas relaciones labora- 
les mediante convenio, puesto que tampoco existía una 
fórmula de trabajo estable en la Organización Nacional 
de Ciegos. Asimismo, se plantea, en relación con esta mis- 
ma organización, facilitar la incorporación de minusváli- 
dos a la organización mediante la venta del cupón y la 
consolidación de los servicios que para cicgos presta esta 
organización, que son sustitutivos o complenientarios de 
otros servicios públicos. 

En relación con la Cruz Roja Espanola, el objetivo bá- 
sico está en establecer convenio de cooperación entre las 
Administraciones públicas y la Cruz Roja Española, a 
efectos de los servicios complementarios que en el marco 
sanitario y en el marco de los servicios sociales viene rea- 
lizando. Otro objetivo básico con la Cruz Roja Española 
es el apoyo en materia de voluntariado social, por consi- 
derar a esta organización la más significativa en el mar- 
co de las actuaciones de solidaridad social .a través de los 
100.000 voluntarios que prestan sus actividades en la 
Cruz Roja Española. 

En cuanto a las fundaciones, los objetivos básicos es- 
tán en la puesta en marcha de un plan de rentabilidad y 
viabilidad de las fundaciones a través del apoyo técnico 
para la promoción de los servicios sociales en las mismas 
y la elaboración de un censo que permita un conocimien- 
to real de los recursos que tienen las fundaciones a efec- 
tos de una clara planificación y una orientación hacia 
nuevas, fundaciones, que solicitan de la Administración 
marco de actuación en función de déficit sociales que puc- 
dan considerarse más prioritarios por la Administración. 

Otra actividad básica del programa de servicios socia- 
les es la financiación de proyectos piloto de accibn social 
en el ámbito del Estado en relación con el desarrollo del 
compromiso de Espana en el segundo programa europeo 
de lucha contra la pobreza. Esta actividad responde a pro- 
yectos de acción e investigación desarrollados en el mar- 
co de la cooperación con la Comunidad Económica Eu- 
ropea, que pretenden fundamentalmente abordar la aten- 
cibn a colectivos con alto riesgo de crisis v ,  a su vez, a zo- 
nas excesivamente deprimidas. En este año se han firma- 
do doce proyectos con la Comunidad Económica Europea, 
las comunidades autónomas y entidades no gubernamen- 
tales, que suponen un total de 449 millones, dc.los cuales 
la Comunidad pone 192, la Dirección General de AcciYn 
Social 200 y el resto las comunidades autónomas v enti- 
dades no gubernamentales. 

En este marco, el desarrollo de los servicios sociales se 
realiza asimismo con la asistencia tEcnica dcrivada de 
avanzar en la aplicacion de la informáiica a los procesos 
de gestión de los servicios sociales. En colaboración con 
las comunidades autbnomas se está llevando a cabo la 
puesta en marcha de un banco de datos factuales de la ac- 

ción social, que canaliza la información estadística del 
conjunto de la gestión, así como la valoración de los ser- 
vicios sociales, v que incluye un  inventario nacional dc re- 
cursos sociales. Igualniente se está aplicando el plan de 
estadísticas europeas de protección social, por acuerdo 
entre comunidades autónomas v Dirección Gcneral de Ac- 
ción Social, a travCs de la Comisión de cooperación inter- 
autonómica que existe a tal efecto. Asimismo la Dirección 
General de Acción Social ha puesto en marcha una serie 
de centros estatales de cooperación social y asistencia tkc- 
nica al objeto de facilitar a las comunidades autónomas 
y a las organizaciones no gubernamentales la asistencia 
neccsaria para la puesta en marcha de una actuación 
coordinada entre Administraciones públicas y entidades 
no gubernamentales, que permita el desarrollo de una so- 
lidaridad institucional v social. 

Estos son, en Sintcsis, los objetivos y contenidos de los 
dos programas básicos que la Dirección Gcncral de AL- 
ción Social realiza. 

El señor PRESIDENTE: ¿Grupos Parlamentarios que 

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene la 
desean intervenir? (Pausa.) 

palabra doña Elcna Garcia Botín. 

La señor CARCIA BOTIN: Gracias, señora Directora 
General, por su intervención tan exhaustiva e interesan- 
te. Quiero rogarle, de antemano, que me perdone si a lo 
largo de mi intervención le pido algunos de los datos que 
nos ha facilitado, lo cual puede ser debido a que una no 
puecie retener todos los puntos que nos ha explicado. 

Empezando por la cuestión de los servicios socialcs, so- 
bre los que nos ha informado largamente, quisiera hacer 
algunas consideraciones sobre e l  programa. Dicho progra- 
ma n o  es de competencia exclusiva ni privativa del Esta- 
do y ,  como usted nos ha dicho, se desarrolla e n  coordina- 
ción con las comunidades autónomas mediante los corres- 
pondientes convcnios-programa para subvenciones a pro- 
gramas de la tercera edad, niinusvátidos, refugiados, asi- 
lo, ctc. Desearíamos que nos indicara la cvolucibn en este 
sentido. Nos ha señalado bastantes cosas, pero quisicw 
que ROS especificara cstc punto con más dctcnimicnto, 
porque el grado de transferencias se mantiene en los mis- 
mos niveles de 1986. Esto nos sorprende, puesto que ct'ec- 
mos que la cantidad designada a las trasícrcncias quc í'i- 
gura en el programa debería i r  subiendo. 

¿Existe un plan conccriado para atcrici6n a la red dc 
servicios sociales? Y si lunciona el plan, como me iniagi- 
no, jcuánios centros nacionales de asistencia tccriica para 
apoyo a la red de servicios sociales de las comunidades 
autónomas cxistcn en luncionamicrito? Tambicn quisiera 
saber cómo está el programa de rcinscrción social del sin-  
dromc tóxico, que cs otra de las que cosas que contiene 
su programa de servicios sociales. ¿Contempla alguna so- 
lución concreta sobre el alcoholismo, problcma tan grave 
y que es cada ve% mayor e n  nuestro pais y que preocupa 
mucho a nuestro Grupo? 
Nos ha hablado de que ticncn un  plaii coriii.u la pobi.cb- 

d a ,  porque e1 número de pobres cs dc iodos C(JRoC¡do \ '  C*Z 
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altamente preocupante. Quisiéramos tener algún dato 
más concreto sobre los recursos que se van a dedicar y 
cómo se van a dedicar al tcma dc la pobreza. 

¿Cuántos convenios tiene íormalizados el INSERSO 
con las comunidades autónomas en materia de inmigra- 
ción? De esto ya hablamos crco que en su anterior com- 
parecencia y quisiéramos conocerlo. En la comparecen- 
cia del 30 de octubre del Director General del INSERSO 
también se trató este tema. Y en esta misma comparccen- 
cia se habló del convenio INSERSO-INEM de seguimien- 
to para consolidar en las oficinas de empleo el funciona- 
miento del fichero de personal del minusválido. ¿Cómo 
va ese funcionamiento? Nuestro conocimiento es que 'esa 
realización es pobre y no funciona como debiera de ser. 
¿Cómo va la ejecución del centro de ayuda tticnica al mi- 
nusválido? Se nos ha informado tambikn en la compare- 
cencia del 30 de octubre que en Madrid estaba funcionan- 
do este centro, pero con ámbito nacional. Quisierainos sa- 
ber cómo va. 

En relación con la cartilla sanitaria, en diciembre se 
nos decía que no se consideraba oportuna su implanta- 
ción en el mes de  junio anterior, pese a que la norma se 
creó en junio de 1986, ya que la medida iba a considerar- 
se electoralista. TambiCn es verdad que recientemente se 
han dictado normas para su implantación, según hemos 
podido ver incluso publicado en una revista del INSER- 
SO.  Sin embargo, todavía no se está utilizando. i l u á n d o  
se va a implantar dcfinitivamcnte? 

Respecto a prestaciones de asistencia social, pese a que 
los creditos presupuestarios para personal de Subdirec- 
ción en este programa bajaron en el último ano de 73,9 a 
61,7 millones de pesetas, las transferencias corrientes sólo 
aumentaron en 50 millones. ¿ N o  resulta paradójico que 
en un programa de prestaciones asistenciales, cspecífica- 
mente creado para transferir dinero, ocurra esto? Nos pa- 
rece una cantidad muv pequeña. ¿Cuál es la política de 
ia Dirección General al respecto? ¿ES expansiva? ;Cómo 
puede explicarse que, por ejemplo, los creditos para trans- 
ferencias al INSERSO, al ob,jcto de subvencionar el man- 
tenimiento de guarderías, se mantengan tres años consc- 
cutivos en 1.498 millones de pcsctns? Es u n  servicio que 
las comunidades autónomas cstin prestando porque es 
una compctcncia que crco que está iraiisfcrida a todas las 
comunidades, por lo que consideramos lógico que cn tres 
anos suba esta cantidad. 

Por lo quc se refiere al progr'ania de pciisioiics asisten- 
ciales, la Directora Gencral nos dio cumplida inforriiaci0ii 
con ocasión de su comparecencia aiitcrior en csia Comi- 
sión en sesiones inlorniativas clcl debate tiel proyecto dc 
Ley de Presupuestos Gcncrnlcs del Estudo paix  el año c'n 
ciirso, razón por la cual iio hciiios iiiciicioiiado cspccíl'i- 
camcntc en la coiiipareccncia la solicitiicl d c  la iiiloiiiia- 

cibn sobre pensiones asistciicinlcs. pero cii cunrilo que 
constituvcn a todos los cícctos prcslacioiics clc asistencia 
social, n o  podemos dejar pasar la ricosióii sin rccordai. :I 
la Directora General que e n  aquel nioiiicsiito se nos cli,io 
que en el programa electoral I'iguraba colocar estas pcn- 
sioncs cii el nivel básico del sistema. ;C'uúI ;i ser c s ~ e  
iii\.cl? Nos tia hablado dc las 15.120 psscias iiciualcs, i1.a 

a ser ese el nivel? ¿Están seguros de poder llegar en el 
año 1991 al 50 por ciento del salario mínimo interprofc- 
sioiial como dispone la LISMI? Con el incremento que ha 
habido, que es del 36 6 37 por ciento, parece lógico que 
se pudiera llegar en 1991 al 50 por ciento, pero como hay 
que considerar el aumento, que también es lógico, del sa- 
lario mínimo intcrprofesional y la inflación, lo vemos un 
poco difícil. Quisiéramos recibir alguna explicación al 
respecto. ¿Podemos presuponer por ello que ese nivel será 
el total al que asciendan las pensiones básicas? ¿En quti 
situación se encuentran los trabajos para el desarrollo de 
la ley de  pensiones asistenciales? 

Por último, y para terminar con un tema general que 
atañe a otros Ministerios, pero que entendemos que es 
competencia, entre otros, de este organismo, si bien cs 
cierto y sc hace necesario reconocer que en mayor o me- 
nor medida la LISMI se ha venido desarrollando, aunque 
no en plazos, todavía no se ha dictado la normativa esta- 
tal que regula la supresión de barrecas arquitectónicas r n  
cumplimiento de la mencionada ley. ¿Cuándo va a pre- 
sentar dicha normativa? ¿Cuándo se va a homologar nues- 
tra legislación con las directrices de las Comunidades Eu- 
ropeas, a las que usted también ha hecho mención, al ob- 
jeto de que las distintas corporaciones locales y otros ente 
territoriales y con competencia en materia de urbanismo 
dicten normas homogéneas? Yo quisiera hacer mención a 
que en su última comparecencia en la Comisión ds  Pre- 
supuestos de 30 de octubre el Director General del 
INSERSO hizo referencia -y yo le apoyaba porque esta- 
ba totalmcntc de acuerdo- a que en esta concienciación 
social que todos tenemos que tener de ayuda al minusvá- 
lido de nada servía el esfuerzo que pueda hacer el Gobier- 
no y la Dirección General del INSERSO en dictar medi- 
d. '15 . SI : no logramos una conciencia social de todos los es- 

pañoles. Yo quisiera saber si se incide e.n este tema, aun- 
que he visto que se trata en algún aspecto en televisión. 
N o  cabe duda que la concienciación social donde mejor 
se puede lograr es a traves de los medios de difusión v so- 
brc todo dc la televisión. Por tanto, aparte de que va sc 
ha tratado algo el tenia, que vo he contemplado con sumo 
agrado. !.o quisiera incidir e n  que en los prbximos Presu- 
puestos se dcslinará más dinero ii  esto, porque insisto que 
clc nada sirve quc ustedes quieran hacer un trabajo si todo 
el pueblo español n o  está concienciado de que el niinus- 
i i l ido se tiene que integrar y puede integrarse, que con 
inuy poca ayuda de los demás puedcn ir integrándose en 
puestos de trabajo y en los transportes. Es decir, que todo 
el niundo a \ w i c  al riiinusvilido. 

El sc%or PRESIDENTE: Por el Grupo Vasco, esta v c ~  
s i ,  ticric la palabra el scnor Olabarría. 

El sciior OLABARRIA MUÑOZ: Uuicro darle las gra- 
cias por rcsol\~ci. c.1 cqu í iwo ,  en prinici. lugar. Eri scgun- 
do lugar, aunque antes qtiie!.o iigradcccrlc a la señora Di- 
rcciora gcncral lo prolijo de su inlbrniacióri, únicamente 
\.o? a hxcrlc una pregunta porque la baíería de picgiiii- 

saiisl;icci. e s h a ~ i ~ t i \ ~ a i ~ i c i i t ~ ~  la c.uiiosid;icl tlc todos. Es u n a  
t m  quc ha prcscntado el Grupo Populai. es sulicicntc par¿i 
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pregunta que a nuestro Grupo le parece fundamental y 
esencial. A pesar de lo prolijo de su información, creo que 
no ha habido una referencia a la fecha o al momento his- 
tórico en el cual se va a universalizar definitivamente el 
régimen asistencial. Este es el único régimen, de los cua- 
tro que componen nuestro sistema de Seguridad Social, 
que no es contributivo, el único, por tanto, en el cual se 
puede ejercer una política verdaderamente solidaria, y 
universalizar este régimen supone, entre otras cosas, el 
cumplimiento de un mandato constitucional contenido en 
el articulo 4 1, según el cual todos -y la expresión es cla- 
ra y merece la pena subrayarse- tendrán derecho a una 
cobertura de prestaciones suficientes ante situaciones de 
necesidad. Comoquiera que en este momento dista de ser 
un régimen absolutamente universal y comoquiera que la 
universalización de este régimen o sistema de la Seguri- 
dad Social es necesaria como colchón o como compensa- 
ción del endurecimiqnto de los regímenes contributivos, 
fundamentalmente a través de la denominada ley de re- 
forma de pensiones, sí le interesa a nuestro Grupo cono- 
cer si existe esta estimación por parte del Ministerio o de 
la Dirección General al que representa y cuándo se esti- 
ma que puede realmente hablarse de una universalización 
total de este régimen. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista tiene 
la palabra la señora Visiedo. 

La señora VISIEDO NIETO: Buenas tardes, dona Pa- 
trocinio de las Heras. En primer lugar, le agradezco su 
presencia aquí y me va a permitir hacer una pequeña in- 
troducción a las preguntas que le quiero formular. 

En esa introducción voy a exponer parte de su currícu- 
lum político, profesional y que en este caso creo también 
que obedece a un compromiso personal que tiene usted 
con esta materia. Su paso por la Dirección General de Ac- 
ción Social ha supuesto, como muchas de SS. SS. cono- 
cen, un importante cambio en la política social de este 
país. En principio se ha producido un cambio en la con- 
cepción que de la acción social se tenía; se ha pasado de 
la concepción de beneficencia, en la que primaba un plan- 
teamiento de que la actuación de los poderes públicos era 
de carácter graciable, a una concepcion en donde se re- 
conocen los derechos sociales de los ciudadanos, de la 
misma manera que se reconoce en países de nuestro en- 
torno europeo. Asimismo, la actuación que usted ha teni- 
do en esa Dirección General ha posibilitado definir e in- 
tentar desarrollar lo que será el futuro sistema público de 
acción social, de servicios sociales y de bienestar social. 
Ha definido lo que es el bienestar social y ha sentado las 
bases de este sistema público; ha definido la acción so- 
cial como una acción de encuentro de los ciudadanos, en 
la que debe primar lo convivencial. lo cual le da una di- 
mensión nueva, ya que se supera lo meramente asis- 
tencial. 

Todos estos aspectos son reconocidos por la practica to- 
talidad de los profesionales que trabajan en este campo 
v también por los políticos que, de alguna forma, cono- 

cen o están al tanto de las tareas que ha desarrollado su 
Dirección General. 

En su Departamento tarnbibn se han creado servicios 
inéditos, como usted ha nombrado, y también servicios 
relativos a colectivos que históricamente han estado des- 
atendidos. En cuanto a los servicios inéditos, está el Cen- 
tro estatal de información y documentación, que permi- 
tirá a medio plazo darle una base científica al trabajo so- 
cial, porque, como S S .  SS. conocen, hasta hace muy po- 
cos anos el trabajo social era de carácter voluntario o vo- 
luntarista; a partir de ahora nuestros profesionales en la 
acción social tendrán una formación distinta, con lo cual 
los ciudadanos se verán beneficiados de esa atención. 
También se ha montado el Centro estatal de familia y con- 
vivencia, que supone un  cambio en la actuación de los po- 
deres públicos respecto a los colectivos marginados, aten- 
diendo a las familias y trabajando de esa forma en pro de 
la integración. 

Por otro lado, ha puesto en marcha servicios dirigidos 
a los asilados y relugiados, lo cual nos permite a los es- 
pañoles empezar a pagar la deuda que teníamos de cuan- 
do muchos de nuestros conciudadanos se tuvieron que 
marchar tras la guerra civil y recibir la hospitalidad de 
otros pueblos, y ahora mismo ya es posible recoger en Es- 
paña a esas personas en un régimen democrático y darles 
una situación digna de vida. 

Durante su mandato también se ha prodiicido un des- 
arrollo legislativo importante; se han producido cambios 
sustanciales en las pensiones del FAST. Somos conscien- 
tes de que todavía no se ha llegado a lo que pretendemos, 
a que sea cquiparable a1 salario mínimo interprofesional, 
pero se está trabajando en ello y nos damos cuenta de que 
se va acercando progresivamente a ello. También, como 
decía antes, se ha regulado la Ley de asilo y la Ley de la 
condición del refugiado, y se ha desarrollado la LISMI. 

Por otra parte, también es de agradecer que la Direc- 
ción General de Acción Social haya apoyado, influido y fo- 
mentado que en los Ayuntamientos se desarrollaran los 
servicios sociales comuni tarios. Valoramos positivamen- 
te la actuación que se ha llevado a cabo, y nos damos 
cuenta de que en la mayor parte de las Comunidades, Au- 
tónomas y de los Ayuntamientos se está trabajando en 
esta dirección. Además, a través del, apoyo que ustedes 
han prestadb, se ha potenciado la actuación preventiva 
de los Ayuntamientos en determinados temas, colaboran- 
do con la Federación de Municipios y Provincias. 

Pero ya centrándome en las preguntas que deseo hacer- 
le, y quizá coincidiendo en parte con la que ha hecho la 
senora García Botin, me gustaria'sabcr de qué manera el 
Centro dc Informacihn y Documentación estatal va a po- 
der tener funciones de coordinación de los Avuntamien- 
tos, las Comunidades Autónomas y las asociaciones no gu- 
bernamentales. La segunda pregunta sería la siguiente. 
Se ha creado el Centro estatal de familia v'convivcncia; 
es un servicio incdito en nuestro país; reconocemos la ini- 
portancia que tiene en otros países que tienen un mavoi. 
desarrollo social que el nuestro, como es Estados Unidos. 
Israel y países curopcos, y yo  le pediría quc lo dcscribic- 
ra con mayor amplitud .y tambith cómo podría incidii. 



este servicio en el trabajo comunitario que pueden des- 
arrollar las Coinunidaclcs Autóiionins, los Ayuntainicntos 
\ las asociaciones u ol~g¿llli/.~lciollcs no ~ u t , ' ~ i ~ ~ l ~ l i i i c i i i ~ l l ~ ~ s .  

El señor PRESIDENTE: Antes de coriccdci. la pa1ahr.a 
a la scnora Directora Gcnc~ral ,  quiero advertii- it los Gru- 
pos Parlamentarios que a continuación entrarenios cii la 
discusión de tres proposicioriibs n o  tlc Ley. A pciición del 
miembro del Grupo Socialista que ticric q ~ i c  iiitcrvcriir, 
vamos a alterar el ordeii y discutirciiios en pririicr lugai' 
la relativa a la proposición tic! de Ley sobre Inst i tuto rc- 
gional de oncología, propuesta por el Grupo Pui~larricnia- 
rio de Coalición Popular. 

Tiene la palabra la setíora üircctora Gcncral. 

La señora DIRECTORA GENERAL DE ACCION SO- 
CIAL (Las Heras Pinilla): Muchas gracias, señor Prcsiden- 
te. Gracias a las señorías de los tres (;riipos Parlanicntn- 
rios por el interes con el que han seguido mi intcrvcncióri 
y por lo acertado cle las obsciwtcioiics en cuanto a aquc- 
llas cuestiones que han tenido más iiitcri.s para ustedes, 
que se han niariifestado en las prcguiitas y que vos a p:i- 
sar a responder. 

En relación a la intervención de la señora García Botiii 
sobre si se mantiene o no la misma cuantía tlcl nivel de. 
transferencias en el año 1986, quiero decir que he omiii- 
do una cosa en mi intervención, y es que en el ano 1986 
el concepto presupuestario 313 C, referente a las prcsta- 
ciones de asistencia social, ha sido pis;ido a coste ctlCcti- 
vo a las Comunidades AutOnonias; por e s o  no hc  hecho rc- 
lcrencia a ello, porque a cl'cctos dcl Pi~csupucsto elel aiio 
1987 este concepto ya no esti  gestionado por la Dircc.ciOri 
General de Acción Social v su cci?ritía clcfinitiva quedó C I I -  

marcada en el acuci.clo general clc tt-msfcrc:ncias y en los 
cómputos porcentuales que supoiiía cii I'uncióii clc los i i i -  

dicadores de f'inanciacitiri i i  las Coiiiunidades Autónoirias. 
Por- ello yo n o  podriii inclicui. si  ha subido algúii p(it.c~ii- 

En relación a1 plan coricci.taclo, q ~ i c  clcct ivaiiicnic L ~ S  I U  
oferta electoral del Partido Socialista v ,  por tanto, el com- 
proniiso del Gol->icrrio socialista y ,  en coiicicto. clcl Miriis- 
tci'io dc TrabaJo y de c s t a  Dircccióii (;eneral. tic clc clccii. 
quc cii el marco del acuci.do q w  cstablecciiios ;i ti.avi.s 
de la Comisión de Coopcixi<iii  iiitci'autoiióniica, quc  cstii 
conl'igurada ba,io la pi.csiclcncia clcl Ministro elc 'l'i.abu,io 
\' de las Coniuiiidaelcs Autónomas, se cbstá cstudiuiiclo C ' S ~ C  

plan de cooperación, puesto que esta olwtu se valoi.0 po- 
si t i  va por el coti,iun to de. ' las coriiii iiidrieles; t i c )  o b s  t i i i i  tc - ,  

csti pendiente de que  se p~tccI;i IIc\.;ii. ;i cabo p i i . i i  que co- 
riozcamos -v C'S i i i i  i t.:ih:i,jo que c b t ; i i i i o s  t i x i c i i d o  coii l a s  

ta,jc esta cuantia. 

C'otiiutiid;iclcs Aui0iioiii:is- ''1 t i i a p i  iincioii:tl L I C  I . C ~ U I . S ~ ~  

socialcs que se clisponcn C S l l  "1 ~ ' : l l l l p o  clc la  accioii social. 
A estos cfCctos Cstii pi.Osiiiiii I L I  ~ 0 i i ~ ~ I ~ i ~ i 0 i i  de Iii i i i c tdo -  

loplil PO¡' l¿l CLI;II \ ' ~ l l l l l ) S  ;l l l 'Ll l ¡ / . i l l '  IOClOS L'StL' l l l ~ l l ~ ~ ~ ;  IIIC- 

ioclologiii qLic tniiihicii ~ i l ' l i c~ni , i ; i i i ioa  ;I I;IS c ~ i i t i c l i i ~ l ~ ~ s  IIO 

~Libci.iiaiiictitalcs qucb scb \ ' ; i i i  ;I i~c~gis i i ' i i i .  O CILW csiiiii i.c*gib- 
ti.iiClilS yil il ti'il\'i'S dcl KC&!iSli'<J ClL' C ' I l i i C l i i C l C S  1;l i lCL' i t i l l  

socia 1 . Con si clci.a 1110b el LIC LI l l a  \'L'/. "OI 1oc i c l a  I ;I i.c;i 1 i clacl de 1 
iiinpa clc I'cC'L1rSOs qul' I i C i i C '  C'I [Xi iS ,  p o c l i ~ i ~ l i i i o s ,  COI1 1111;l 

mayor certeza, iniciar la planificación y la puesta en mar- 
-ha de cstc plan concertado, para lo cual va están esta- 
t->lccicla~ las coti\c't.sacioiics. Ouizii -no  lo si. todavía-, 
:le aqui a clicicnibi.c o clc aquí a cuando csti. concluida la 
ilabor~:icióri del Presupuesto. poJanios haber dado algii- 
iios pasos. puesto que ticpciidc fundamentalmente elel 
dvancc clc los traba,ios que se hayan producido en las Co- 
rnuiiicladcs Autónomas al respecto. 

En  cuanto al sinclromc tóxico, cícctivamcntc está en el 
Presupuesto 313 C, tlc Asistencia social. S i n  embargo, 
:se Presupuesto no está gcstioriado por la Dirección Gc- 
riera1 de Acción Social, s ino  q ~ i c  esa u n a  unidad indcpen- 
dicritc, que está  radicada en el Ministerio de Trabaio, que 
depende clircctamcntc del Subsecretario y,  por esta razón, 
yo no puedo clai. detalle de la situación de la gestión. 

Lo niismo ocurre con el tema dcl alcoholismo y de la 
droga. Eii cfccto, en el año anterior, y a s í  constaba en el 
Presupuesto de 1986, en la Dirección General de Acciúii 
Social existía u n  Presupuesto de 1.200 millones para la 
gcstión de la rcinscrcióri social de alcohólicos y drogadic- 
tos, enmarcado en c.1 Plan Nacional de Lucha contra la 
Droga. Poracuerclo de la Comisión dc Ministros, que cons- 
t i tuye el Plan Nacional de Lucha contra la Droga, se es- 
tablcció que estos creditos pasaran al Ministerio de Sani- 
dad ,y Csia es la razón por la cual la Dirección General de 
Acción Social no interviene en estos programas. Ahora 
bicii, el Ministerio de Sanidad y ,  en concreto, el Plan Na- 
cional contra la Droga, tiene ubicados en sus Presupues- 
tos estos crkditos y sc gestionan a travks de convenios en- 
ti.; el  Ministerio de Sanidad y las Conscjcrías de Salud y 
Bienestar Social de las Comunidades Autónomas. 

En cuanto ii los convcriios que pudiera tener cl INSER- 
SO sobre emigración, y otras cuestiones qiic sc han plan- 
tcnclo tainbicn con relación al instituto Nacional de Ser- 
vicios Sociales, podría informar de la colaboración coti- 
diaria que mantenemos la Dirección General del INSER- 
SO y la Dirección Gcncr'al de Acción Social, pero, quizá, 
la ir i loimacih n o  pucda ser muy exhaustiva. N o  obstan- 
te, si cliri. q u e  conozco que el Instituto, en efecto, este año 
Iiacc su apertura del Centro estatal de Ayudas Tkcnicas a 
iniiiusvAiidos. Este Centro se inició con la Cruz Roja Es- 
patiola, lo cual quiere clccir q u e  no es que  se abra por pri- 
tticra vez; hicimos u n  gran esfuerzo e n  un proyecto ini- 
c ia l ,  t an to  In Dirección General de Acción Social como la 
Cruz Ro,ja Espanola v c l  "SERSO, hasta que pudimos 
plasmar cii un centro'nacionai, con suficientes garantías 
y sulicicntc apoyo, la configuración de este Centro, que 
y a  esperemos que en 1988 pueda ponerse en marcha dcs- 
clc e l  propio Ins t i t u to  Nacional de Servicios Sociales. 

igu~ilnictitc, hay otras actuaciones que corresponden al 
Iiistituto clc Sciwicios Sociales, en colaboración tambikn 
c c ~ n  oti'os Org!anos clircctivos del Ministerio, como es el 
INS y el ISM -cl Instituto Social de la Marina-. en cuan- 
10 ;I 111 cartilla elc asistencia sanitaria para las personas 
cle la tc-i~c'c~~;i c&icl. Si. que se está llevando a cabo, y en 
ct l lo  co1aboi.a l a  Dirccción General, u n  plan gcrontológi- 
co,  LIC atciicibii ;I la tercera edad, que parta de los conte- 
iiiclos clc atciici0ri piwistos en In cni.tilla sanitaria. 

O t i x  cucstioiic*s i.clntivas a actuaciones ya m i s  dircc- 
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tas de la Dirección General de Acción Social. Se ha refe- 
rido a las pensiones asistenciales y a su configuración en 
15.120 pesetas, a electos de dos cuestioircs que se hati 
planteado. üiia, por el Grupo Vasco: s i ,  efeclivanicritc, en 
la configuración de estas pensiones como nivel no contri- 
butivo del sistema dc la Seguridad Social, se puede esta- 
blecer una fecha. En el marco de la planificación que ha 
hecho la Secretaría General de la Seguridad Social, en 
este ano, hacia finales, hacia diciembre, prevemos que 
puedan estar establecidos los contenidos de la reforma y 
que podamos tener un avance de los datos económicos y 
de los datos de.beneficiarios a los que podría afectar este 
proyecto de ley. No obstante, calculamos que tardaremos 
más tiempo en poder aportar a la Cámara un provecto de 
ley que esté hecho con el suficiente rigor. Pero siempre 
será dentro del marco de esta legislatura, en función de 
lo que aquí expuso, en su momento, el Ministro de Tra- 
bajo y Seguridad Social, comprometiéndose en poder ele- 
var a la Cámara esta ley en un plazo máximo de finales 
de 1990 o principios de 1991. 

Otra cuestión se ha planteado en relación a barreras ar- 
quitectónicas. En efecto, no es un tema de competencia 
de la Dirección General de Acción Social, pero si existe 
una gran sensibilidad por esta cuestión, por las relacio- 
nes que mantenernos, de forma cotidiana. con las asocia- 
ciones de minusválidos, a las que I'inanciamos y damos 
apoyo para su sostenimiento asociativo. Este, quizá, es 
uno de los problemas que más preocupan al colectivo y 
por nuestra parte se han'realizado intensas gestiones para 
apoyar este planteamiento de las asociacioties, que cul- 
minaron en un acuerdo que se planteó desde el Ministe- 
rio de Obras Públicas, desde el Ministerio de las Adniinis- 
traciones Públicas y desde el Real Patronato, para poder 
llevar un programa de colaboración concertada tambicn 
con el Ministerio de Trabajo. Creo que, felizmente, en el 
Presupuesto del ano que viene podremos tener este pro- 
grama con una cuantificación presupuestaria en aquellos 
aspectos que corresponden al Ministerio de Trabajo. de 
edificios dependientes del mismo, a efectos de cliniina- 
ción de barreras arquitectónicas. 

Sobre estas cuestiones, senalar los proyecto?; que se es- 
tán desarrollando más detalladamente y en especial la 
pregunta presentada por el Grupo Socialista. a tiaves de 
Antonia Visiedo, a la que agradezco expresaniente el rc- 
conocimiento de la labor de la Dirección General de Ac- 
ción Social -que, efectivamente, lo es; no sólo de su Di- 
rectora, sino de todos los trabajadores que en ella se i n -  
sertan- y también de la colaboración eíicaz que nos han 
dado todos los asistentes sociales de España, indcpcndicn- 
temente de que trabajen en distintas asociaciones no gu- 
bernamentales, en ayuntamientos v Comunidades A u -  
tónomas. 

He de decir que estos provectos nacieron de una discu- 
sión que hemos mantenido, abierta, en un debate de co- 
laboración permanente, con profesionales y asociaciones 
no gubernamentales. Estos proyectos creo que van a ser 
de una gran trascendencia para la política de acción so- 
cia¡. En concreto, el Centro estatal de Información y Do- 
cumentación va a ser cl receptor de este banco de datos 

que he senalado, que se ha logrado poner en marcha con 
el acuerdo de todas las Comunidades AutOnomas y las or- 
gaiiizaciuiies tiv gubci~iiaincntalcs que están' registradas 
en el Centro y que reciben colaboración financiera nues- 
tra. Este banco de datos va a tener. por una parte, los da- 
tos documentales, es decir, toda la producción documen- 
tal que desarrollan todas las entidades públicas y priva- 
das que están insertas en el proyecto. y tambien toda la 
información de los recursos sociales que tienen, públicos 
y privados, lo cual nos va a ayudar de una manera muy 
eficaz a establecer el mapa nacional de recursos y,  en con- 
secuencia. los contenidos prácticos del plan concertado 
previsto en cl programa de gobierno como aplicación del 
programa electoral. 

A este centro estatal de informacibn y documentación 
de recursos sociales, que presta inicialmente su apoyo a 
Comunidades.Autónonias y a organizaciones estatales, se 
va a poder vincular, por un sistema informático, el con- 
junto de entidades. públicas y privadas, para poder reci- 
bir información permanente de la situación en la que se 
encuentren los ~-ecursos sociales y las bases de datos 
ducumentalcs. 

El otro centro, que tiene tambiin, a mi modo de ver, 
una gran trascendencia, es el de familia y convivencia. 
Por primera vez. desde la Dirección General de Acción So- 
cial se abre una línea clara de apoyo a las organizaciones 
familiares. Este centro se constituye por acuerdo de las 
asociaciones integradas en la Unión de Organismos Fa- 
miliares, en la que participan todo tipo de entidades dc- 
dicadas a las cuestiones de familia y convivencia, es dc- 
cir, ta1nbii.n las organizaciones que atienden la proble- 
mática de mujeres separadas. madres solteras, viudas y 
cualquier otro colectivo configurado bajo la terminología 
de lamilias monoparentales. Tiene como objetivo, por una 
parte, dar apoyo a u n  servicio social de nuevo tipo, q u e  
es el que se ha venido denominando el servicio social de 
ayuda a domicilio, quc pretende ser un servicio preventi- 
vo. para evitar qiic las personas ancianas, niinusválidos. 
o iiiiius, en situación de abandono, tengan que internarse 
en centros, cuando sus I'aniiliarcs, por razones laborales, 
no puedan atcndctlos, por lo que permanecen muchas ho- 
ras solos en el hogar v no hay posibilidad dc garantizar- 
les una convivencia. En este sentido, la ayuda a dornici- 
lio seria configurada como un servicio preventivo Ircntc 
a los alojaniicntos e11 centros alternativos para las pcrso- 
tias que carecen de Camilia. 

Asimismo, el cciitro clc fnniilia y convivencia prcsta 10 
que se dcnoriiiiia -y quc en España no estaba todaviii 
configurad*- el servicio Social internacional, a t i xvcs  
del cual nos coordiiianios con los servicios sociales intci'- 
nacionales cle toclos'los países europeos y damos u11 tipo- 
y o  a aquellas laiiiilias que p1tcdan eIlcontrarsc, el1 cual- 
quier pais. con conflictos de convivencia, siempre que es- 
ti.n fuera t k s u  pais de origen. De esta loriiia, cualquiei. 
piublcnia social es atendido por los avuntaniicntos o Co- 
munidades Autbrioiixis, pero se genera un grave pi&lc- 
nia cuando la persona que tiene u n  conílicto í ~ i i i i i i l i a i .  cs 
cxtranjcra o está dcritiu de otro pais ajeno. Suiycn casos 
dc ititciwmcióii ,judicial con mucha frecuencia que rcqiiie- 
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ren la conexión con el país de origen y la adopción de me- 
didas sustitutorias de protección faiiiilinr o de adopcióri. 

Estas son las lincas generales que coiiligui.aii una titic- 

va tipologia en los servicios sociales.que creo que va a ser 
de una gran ayuda para el desarrollo de la política social. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señora De las 

Finaliza así el punto de su comparecencia. Le agradc- 
Heras. 

cemos su presencia en la Comisión. (Pausa.) 

PROPOSICIONES NO DE LEY: 

- SOBRE INSTITUTO REGIONAL DE ONCOLOGIA 

El sciior PRESIDENTE: Pasamos a1 puiilo de las pro- 
posiciones no de ley. En primer lugar veremos la relativa 
al Instituto Regional de Oncología, presentado por el GI-11- 
po de Coalición Popular. En su rcprescntacióri tiene la pa- 
labra la scriora Villalobos por espacio de diez minutos. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Sin abusar de esos 
diez minutos, querría explicar el porqui. de esta pi-oposi- 
ciGn no de ley presentada por nuestro Grupo. 

Para poner e1 tenia en situacióri habría que explicar un 
mínimo de lo que significa el cáncer. Como todo el niun- 
do sabe, el cáncer es la segunda causa de muerte en Es- 
paria, precedida por el conjunto de las cnl'ermcdades cc- 
rcbrovasculares. Hasta ahora, sobre e l  problema del cán-  
cer en España, desde cl punto de vista de la sanidad pú- 
blica, no  se había hecho un estudio global del mismo y 
un análisis ob,ictivo y planil'icaclo de lo que significa esta 
enlernicdad. Coino anEcdota pocltíanios decir qLic la pri- 
mera estadística que se hace en nuestro país v la única 
que existe sobre cntcrmcdadcs caiicdgciias la realiza uiia 

fundiiciún priv;ida. 
La Ley de Sanidad, en sus artículos i 1 1  y 11.2, doiidc 

atr ibuvc las r.csponsabilidadcs de la IiistitLiciún Cal-- 
los 111, integra los centros procedentes de AISNA, pciu 
para nada habla del Instituto Nacional de Oncología. Por 
otro lado, l a  Coiiiunidad Econóniica E~ii.opca, en su pro- 
grama para los arios 1987-90, crca uii plaii espccílico clc 
lucha coritra e l  cincel. v programa c l  ano 1990 conio ano  
de iiií'oi-macióii contra el cáncer. 

ra no se ha dado la debida iiiipoi't;iiicia cti iiucstro país a 

lo quc signilica la irivcstigación de esla ciil'crnicclacl. ['o- 

lamentario Socialista clc que no es iiii~~t.esciii~lil~le para 
Ilevnr a cabo esta laboi. clc 1uch;i c0iiti.a cl ciiticcr, dc I L I -  
ctia coi i tra o t i ' a s  ciiíi.imicdnclcs, el quc c>xist;iii tiospitales 
trioriogriil~icos iiitcgi-:idos. Siri ci i i i~uiyo,  1;i iictuaci(jii c l c v  
I i v a  con t r;1 1 a en lcrnicclecl c3IIccI'os;\ C S  ic'c 11 Ilos p I a 11 1cu - 
riiiciitos cspccilicos 11111v dilcrc~illcs ¿I l os  que i.e~clLiicr~cii 
0ti':ia ci i fc i~i i ic~clnclcs .  

De acucrdo COI1 l a  Uii iOi i  In tc i~ i i~ ic io i ra I  coiiti'a C'I Caii- 
CCI', UI10 tlca los  principdcs Iipos c l c  i i i s l i l i i C i o i i c ~ s  b 0 l l  C'S- 

los ccntios intcgi~nlcs iiionogi~alicoa. soti I'lsic.~i \ '  oi-g~ini- 

Nuestro C;i.~ipo Parlaniciiiai.io Ctiiticiidc CILIC' Iiiistii i i t i o -  

dia estar de acuctdo con el plantcaiiiic~iiio del C;iupo Par- 

zativamente autónomos. Están dedicados al cuidado in- 
tegral del paciente canceroso, desde el diagnóstico y el 
t r;i t a  ni ic t i LU ni ti I I icl isci p 1 i riario Iias t a su rcha b i I i t ac ióti >' 

seguimiento. Estos centros realizan una intensa in\.'csti- 
gación básica v clínica. Disponen de un servicio adccua- 
do de documentación y un  registro de tumores que pro- 
porciona los datos imprescindibles para i-calizar una in- 
vestigación cpidcmiológica estadística. Desarrollan pro- 
gramas educacionales a distintos niveles y cuentan con 
servicios que  se ocupan del bienestar social. 

Hasta ahora, esta labor la venía desarrollando el Iristi- 
tuto Nacional del Cáncer. Sin embargo, después de una 
serie de vicisitudes en el tiempo, quc van desde el propio 
inicio de la creación tlc esta institución hasta la promul- 
gacióii de la Ley Básica dc-sanidad, desaparece esta ins- 
titución como hospital monográfico y se intenta rcconver- 
tir (hasta ahora no se ha realizado) integrándolo en hos- 
pitales gcncrales. Este hecho, vuelvo a decir, no se ha pro- 
ducido. Los trabajadores facultativos y no lacultativos del 
Instituto Nacional del Cáncer siguen ubicados en el mis- 
nio centro, es decir, en un ala del,Instituto del Hospital 
Clínico, y su luturo parece bastante incierto. 

Nuestro Grupo Parlamentario, ante  esta situación de 
indefinición ,y de los difcrentes vaiv.cncs que ha sufrido 
este instituto desde su inicio, propone al  Grupo Socialis- 
ta la posibilidad de volver a recrear csc Instituto Nacio- 
nal de Oncología, va que han sido transferidas sus com- 
petencias a la Comunidad Autónoma de Madrid, y lo pro- 
pOne por el excesivo gasto que +giiifica para la Comuni- 
dad AutOnoma e l  sostenimiento de cstc hospital y porque 
al existir hospitales oncológicos provinciales dcpcndien- 
tcs de diputaciones, ayuntamientos, etcftera, nos parecía 
adecuado que, para una mejor investigación y lucha con- 
tra esta cnlerincdad, podría ser necesario mantener este 
Instituto Nacional de Oncología dentro de la Institución 
Carlos 111, quc sería la base fundamental para el dcsarro- 
Ilo de la lucha contra esta enfermedad a todos los nive- 
les, tanto autonómicos corno locales. 

Hemos planteado esta necesidad incardinada con los 
planicaniicntos de que hablaba antes del ano internacio- 
nal de la lucha contra el c6ncci. y la existencia de hospi- 
tales siniilarcs iic) sólo en la Comunidad Económica Eu- 
ropea, sino tanibii.ii e11 países de medicina tan dcsarro- 
llada como pucdcn ser los Estados Unidos. Este plantca- 
miento tcndrin que integrarse, como es lógico, en la ins- 
titución Carlos 111. Nos pur~ccc la forma mis  adecuada, 
iiiiis clara y clcfinitiva de conscguir luchar contra esta cn- 
Iei.nicdacl que, como Iic dicho anteriormente, significa la 
scguiicla caus;i de IIlLIcI'tc e11 riucsti'o país. 
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mos que se ha producido una transferencia a la Comuni- 
dad Autónoma de Madrid y no vemos cómo pueda anu- 
larse o invertirse el sentido de la misma. 

En segundo lugar, porque participamos de la creencia 
de que este tipo de hospitales llamados monográficos, 
concretamente en este caso de oncología, debe de mante- 
nerse incluido en un hospital general donde es capaz de 
desarrollar sus funciones con mayor eficacia y con mayor 
beneficio social e incluso económico. 

El señor PRESIDENTE: Por. la Agrupación de Diputa- 
dos del PDP, tiene la palabra la señora Salarrullana. 

La señora SALARRULLANA DE VERDA: Creo que fue 
en noviembre cuando presenté una pregunta por escrito 
al Gobierno para que me aclarara los rumores que se es- 
taban extendiendo, sobre todo entre los trabajadores del 
Centro Nacional de Oncología, de que iban a ser, voy a de- 
cir, destransferidas, aunque es una palabra que me pare- 
ce horrorosa, de la Comunidad Autónoma de Madrid, y el 
Gobierno me respondió que no era &a su intención. 

Lamento que el Instituto Nacional de Oncología haya 
dejado de Ser lo que era, un centro de investigación don- 
de se hacían las últimas pruebas, que hoy (tiene razón el 
señor Revilla) se están haciendo también en todos los hos- 
pitales. Pero yo que desgraciadamente tuve que estar una 
temporada en ese Centro -no personalmente, sino como 
acompañante- sé lo importante que es el tener una me- 
dicina monográfica, porque puedo asegurar que allí se 
aplicaban a rajatabla las Últimas investigaciones y ade- 
lantos de todos los hospitales del mundo. Sin embargo, 
creo que no es el momento de pedir una desafectación de 
un bien que se ha concedido a una comunidad autónoma, 
porque yo, que pertenezco a una autonomía, comprendo 
que si nic dieran una cosa v luego me la quitaran diría lo 
de "Santa Rita, Santa Ríta,). 

Por lo tanto, la Agrupación de Diputados del PDP se va 
a abstcner en esta situación. 

El señor PRESIDENTE: Por la AgrupaciYn de 'Diputa- 
dos del Partido Liberal, ticnc la palabra el señor Botella. 

El señor BOTELLA CRESPO: Mi Grupo va a apoyar la 
proposición de Alianza Popular por muchas v diversas ra- 
zones. Ciwmos en el tema monogi-áfico.dcl cáncer. Crcc- 
nios que en el mundo avanzado hay unq  lucha contra la 
cní'crmcdad más cruel que existe en el niumcnio actuat, 
para la que no existen soluciones y cii la que, adcniris, se 
invierte mucho dinero piivado. 

Al hacer las iranslcicncias a las coiiiciiiidadcs autbiio- 
mas y dcsccntralizarlo conio tenia monogriilico, pciisa- 
mos, por un lado, que todo cstc dinero piiviido se va a pcr- 
dcr y ,  por otro, creemos quc I;i iiivcstigacibii ahora inis- 
mo está en vias de llegar a algún tipo dc soliiciYn en el 
cáncer. La vida media clc uii ciilCriiio con c s ~ a  cnlci.iiic- 
dad era de un año  Iiacc csactaiiiciitc .cinco años. Gracias 
al Inst i tuto Nacional de Oncologia y a  hay  supcrvivcnciris 
niayNcs de cinco anos e iiicluso dc die/.. (OUC; q1iicI.e dc- 
c.ir  esto? ouc si llosotros a}'o~"n"~s cstu piop0siciYn cs  i l i  

más ni menos que porque creemos que tiene que existir 
un instituto quc sea vanguardia o un centro que esté en 
conexión a nivel internacional y traiga a las comunida- 
des autónomas, sin quitarles transferencias, un sitio don- 
de el cáncer se siga investigando como tema monográfi- 
co. Los enfermos de cáncer no son unos enfermos norma- 
les; cstán en una situación en la que saben que la mayo- 
ría de ellos van a morir una vez se les diagnostica, y tie- 
nen unos tratamientos que en la mayor parte de los casos 
son muy molestos e incómodos. 

Nosotros necesitamos tener unos profesionales que se 
vayan formando en esta materia. Existen muy pocas es- 
cuelas de especialidad en oncología. Hay muy pocos es- 
pecialistas en esta materia v,  por dar una cifra, en Casti- 
Ila -incluido Madrid- no llegan a los doscientos. Pensa- 
mos que la investigación, las subvenciones privadas, toda 
la coordinación nacional e internacional, debe seguir exis- 
tiendo a travOs de una institución que aunque se haya po- 
dido transferir a la Comunidad de Madrid -y no digo que 
se devuelva- sí que pensamos que para la investigación 
está fundado ahora mismo el instituto Carlos iii y que se- 
ría bueno que bajo su patrocinio, esa investigación se con- 
tinuara y se hiciera monográfico. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, tiene la palabra el señor Palacios. 

El señor PALACIOS ALONSO: Quisiera comenzar la 
intervención diciendo que no es exacto que haya una ten- 
dencia en los países más avanzados en materia sanitaria 
hacia la creación de centros monográficos. Más bien se 
tiende a la actuación interdisciplinaria de los distintos 
servicios. 

Por otra parte, quiero aclarar que tampoco es exacto el 
que los pacientes de cáncer vayan a morirse, como se ha 
asegurado. Hay muchos tipos de cáncer que tienen expec- 
tativas positivas y hay que decirlo aquí, aunque sólo sea 
para llevar tranquilidad a este tipo de pacientes. 

Como cuestión previa, senor Presidente, quisiera seña- 
lar que la proposicibn no de lev nos parece que no está 
debidamente fundamentada, porque en realidad se des- 
conocen las razones que han llevado a sus redactores a so- 
licitar una medida como la examinada, que es, tal Y como 
ixtiíicb aquí la señora Villalobos, que el mencionado Ins- 
tituto que I'ue transferido a la Comunidad Autónoma de 
Madrid en su dia, sea ahora de nuevo traspasado a la Ad- 
ministración del' Estado. Igualmente se omite toda refe- 
rencia a algo importante, como es e l  hecho de que hav mu- 
chas otras instituciones u organismos públicos que cu- 
bren tanibicn estos objetivos. En España no es únicamen- 
te el mencionado instituto el que está dedicado a la prc- 
vciición, tratamiento y estudio de las cnlermcdadcs cono- 
cidas coi1 el iioiiibrc de cinccr, hay muchos otros, como 
schalaba el Diputado señor Revilla, incorporados a 1.0s 
centros Iiospitiilarios conlo un servicio intcrdisciplinar, 

Apai'tc clc Iris aiiicriorcs coiisidci:iicioiics, que de por si 

iiiicint ¡ v a ,  Iiciiios de  dw ir que. en tthiiiiios es t iiciaiiien t c 

que es co111o clcbc d i  ser. 

y a  pc'dl'iaii  SCI' slilicicntcs para 110 acc~pini' o rccliazni~ esta 
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jurídicos, la proposición no puede aceptarse por cuanto 
que el traspaso del Instituto de Oncología a la Comuni- 
dad Autónoma de Madrid tuvo lugar a través del corres- 
pondiente acuerdo que se adoptó en el seno de una comi- 
sión mixta constituida por el Estatuto de Autonomía de 
Madrid para el traspaso de los servicios del Estado a di- 
cha Comunidad. Y frente a tal acuerdo, el Gobierno care- 
ce de potestad para dejarlo sin efecto o para recuperar di- 
cho Instituto. En este orden de cosas, convendría recor- 
dar que el Tribunal Constitucional, en su sentencia 76, de 
5 de agosto de 1983, ha declarado que los acuerdos de es- 
tas comisiones mixtas son propuestas vinculantes para el 
Estado, que deberá respetar su contenido. Igualmente, 
este Tribunal ha señalado que los acuerdos de las comi- 
siones mixtas de composición paritaria afectan a un de- 
terminado ámbito material, y su validez procesal y ma- 
terial deriva directamente de los Estatutos de Autonomía 
y tiene su origen último en el artículo 147.2 de la Consti- 
tución. Por lo tanto, desde una perspectiva jurídica, es im- 
posible una reversión en este sentido. 

Señor Presidente, señoras y señores Diputados, sin 
abundar más en esta cuestión, que me parece que ya ha 
sido suficientemente matizada, creemos que ni los argu- 
mentos que aquí se han vertido, ni los que se contienen 
en la proposición no de ley, pueden incitarnos o inducir- 
nos a apoyarla. En consecuencia, vamos a rechazarla. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de la 
proposición no de ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: VO- 
tos a favor, tres; en contra, 16; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la proposi- 
ción no de ley. 

- SOBRE ACCESO DEL PACIENTE A SU HISTORIA 
CLINICA Y DERECHO A LA CONFIDENCIALIDAD 
DE LA MISMA 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la segunda propo- 
sición no de ley, relativa al acceso del paciente a su his- 
toria clínica y derecho a la confidencialidad de la misma, 
presentada por la Agrupación de Diputados del PDP. 

Para su defensa, tiene la palabra la señora Salarrullana. 

La señora SALARRULLANA DE VERDA: Es un pro- 
blema cada vez más frecuente por parte del paciente y de 
sus familiares e incluso de sus representantes legales, el 
pedir a los médicos o a los centros hospitalarios, copias 
totales o parciales de las historias clínicas por motivos 
que van desde los estrictamente sanitarios hasta los lega- 
les (reclamación de responsabilidad profesional, c tcdc-  
ra). Nosotros carecemos de legislación especifica en esta 
materia, salvando el códigu dcontológico, que carece de 
rango de ley y que dedica a la historia clínica el capítu- 
lo V completo. Sin embargo, en otros países sí que está 
regulado este tema, por ejemplo, en Estados Unidos dic- 

:¡ocho de los estados, en su legislación, permiten el acce- 
jo del paciente a su historial para finalidades incluso de 
zupia, consulta o inspección. La carta francesa del enfer- 
mo hospitalizado, de 20 de septiembre de 1974, remite al 
médico la posibilidad de ser el encargado de controlar y 
lransmitir esta información. 

Yo sé que hay muchas dificultades para llegar a esta re- 
gulación, como es la comprensión exacta por parte de un 
2nfcrrno del contenido de su historia clínica. En muchos 
:asos, la información médica, según de qué enfermedades 
se trate, ha de realizarse con un tacto lo suficientemente 
ambiguo como para no producir trastornos al propio en- 
fermo. Hay resistencia por parte de los profesionales sa- 
nitarios a adjuntar incluso sus datos personales v sus ob- 
servaciones, y desde un punto dc vista estrictamente eco- 
nómico también existe dificultad. NO obstante, lo que sí 
es claro es lo quc manifiesta una sentencia del Tribunal 
Supremo de la República Federal de Alemania de 1983, 
que dice que el derecho del paciente a inspeccionar su his- 
toria clínica no deriva del contrato terapéutico entre mi.- 
dico y enfermo, sino de la garantía constitucional de la 
protección de la dignidad personal la .autodetermina- 
ción del paciente, que impide quc éste sea un  mero obje- 
to del tratamiento. Los Diputados del PDP pensamos que 
este punto de vista es coincidente con la doctrina de nues- 
tra Constitución. 

Por eso, nosotros lo que hemos hecho, en primer lugar, 
cuando recibimos de la Mesa del Congreso la noticia de 
que este tema estaba incluido dentro de la Ley General 
de Sanidad, incluso dentro de la Orden Ministerial de 6 
de septiembre de 1984, ha sido leérnoslo bien, y hemos 
visto que existen unas lagunas que con esta proposición 
no de ley se podrían llegar a subsanar. Por ejemplo, el ar- 
tículo 10 habla claramente del acceso al historial clínico, 
pero en los centros públicos y en los centros privados con- 
certados. Dice que el enfermo ticnc derecho a la confidcn- 
cialidad de toda la información relacionada con su pro- 
ceso y con su estancia en instituciones sanitarias públi- 
cas y privadas que colaboren con el sistema público, y a 
que se le dé en términos cornprcnsi blcs a i.1 y a sus fami- 
liares o allegados información completa v continuada, 
verbal y escrita sobre su proceso, incluvcndo diagnóstico, 
pronóstico y al terna t i  vas del t ra tamicn to. 

La Orden Ministerial a que me rc!Cría dice que se csta- 
blece la obligatoriedad de elaborar u n  informe de alta 
para los pacientes que, habiendo sido atendidos en un  cs- 
tablecimicnto sanitario público o privado, havan produ- 
cido al menos una estancia. 

Con esto quiero decir que quedan varias lagunas. La 
primera, que no se habla para nada de los centros pi-iva- 
dos no conccrtad,os, incluso de los consultorios privados 
de cualquier m6dico. La segunda. que se habla de cstan- 
cias, luego también quedan libres de esta oblgiación los 
ambulatorios. 

(QuC pasa con el derecho a la historia clínica y a la con- 
fidcncialidad que tienen los pacicntcs que sólo aciidcn a 
ambulatorios o a centros privados:j Quiero decir que 
cuando se hizo esta ley, la Ley Gcnci-al de Sanidad, I'uc 
en abril de 1986, y en diciembre de ese mismo año nos cii- 
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contramos con que un juez de primera instancia incautó 
todas las historias que tenían en un centro de planifica- 
ción familiar, incluso tuvieron que ir a declarar dos mil 
mujeres que no tenían nada que ver con lo que se estaba 
investigando. 

Todo esto quedaría salvado con la proposición no de ley 
que nosotros presentamos y que dice lo siguiente: uEl 
Congreso de los Diputados insta al Gobierno a enviar a 
esta Cámara, en el plazo máximo de tres meses, un pro- 
yerto de ley que regule adecuadamente el derecho del pa- 
cit nte al acceso a su historia clínica y el derecho a la con- 
fi lencialidad de la misman. No somos exageradamente rí- 
gidos en el plazo de tres meses; podemos aceptar otro tipo 
Qe enm;:ndas. Y si hemos pedido que sea mediante un 
proyectr, de ley, después de pensarlo mucho, es porque he- 
mos visto que la única manera de salvar esta laguna que 
acabo de citar de la incautación por medio de la justicia 
de unas historias clínicas, sería sólo con una normativa 
legal. 

Nada más. Espero la aprobación de esta proposición no 
de ley. 

El señor PRESIDENTE: Existe presentada a esa pro- 
posición no de ley una enmienda a la totalidad, formula- 
da por el Grupo Socialista. Para su defensa, tiene la pa- 
labra el señor Gimeno. 

El señor GIMEN0 MARIN: Quiero decir, en nombre 
del Grupo Socialista, que el tema que se ha propuesto por 
la Agrupación del PDP es de enorme interés, ya que de al- 
guna manera afecta al derecho de los usuarios o de los pa- 
cientes que utilizan el sistema sanitario, y para desarro- 
llarlo creemos que no van a faltar polémicas, porque afec- 
ta igualmente a una serie de aspectos importantes de re- 
lación entre las instituciones sanitarias, sean públicas o 
privadas - c o m o  indica la señora Salarrullana-, a los 
ysuarios de la sanidad y también a los profesionales, as- 
pectos que se complican cuando introducimos las nuevas 
tecnologías informáticas de difusión rápida en el tiempo 
y en el espacio territorial de cuestiones que afectan a la 
intimidad de las personas. 

Estas contradicciones también se producen a otros ni- 
veles. Piénsese, por ejemplo, en el tema de los registros sa- 
nitarios, donde hay que garantizar de alguna manera su 
confidencialidad y que son necesarios, sin duda, para as- 
pectos de investigación que afectan a la salud de la sacie- 
dad en su conjunto. 

En tal sentido, creemos que la proposición no de ley 
que se presenta considera aspectos muy importantes (y el 
Grupo Socialista es sensible a esta consideración) porque 
afecta a los derechos de los usuarios de la sanidad y por- 
que, además, creemos que la enfermedad genera, tanto en 
el paciente como en su entorno familiar y social, una si- 
tuación de indefensión que les puede hacer sentirse des- 
validos, por lo que necesitan un sistema sanitario lo más 
humano posible, además de que la propia tccnificación 
de la medicina y la masificación despersonalizada, aña- 
den suficientes componentes para que el paciente se sien- 
ta, como digo, indefenso frente a esa situación que él no 

iomina, ya que no tiene capacidad para luchar contra lo 
que le está afectando. 
k1 artículo 10 de la Ley General de Sanidad, con algu- 

ias de las delimitaciones que planteaba la señora Sa- 
larrullana, regula los derechos de los usuarios con respec- 
to a las distintas administraciones públicas sanitarias, y 
:n el apartado 3 ya reconocía claramente ese derecho a 
la confi'dencialidad de toda la información relacionada 
:on el proceso del paciente, y el apartado 5 reconoce el de- 
recho a que se le dé, en términos comprensibles, a él v a 
sus familiares o allegados información completa. 

Es cierto que hubo una Orden Ministerial que afectaba 
3 los centros hospitalarios públicos, y es cierto también 
que se había regulado y se introdujo de forma experimen- 
tal en distintos centros ,hospitalarios la carta de derechos 
del paciente, que de alguna manera venía a coincidir con 
:1 mismo contenido de la Ley General de Sanidad. Pero 
lo que es obvio es que esa acumulación de.derechos debe 
tener una regulación y desarrollo de los mismos, con las 
matizaciones que indicaba en todo caso la señora Salarru- 
llana. Lo decimos porque la formulación general está he- 
:ha, pero la concreción práctica de nuestros derechos no 
siempre es fácil y puede dar lugar a alguna de las lagu- 
nas que ella ha mencionado. 

El Grupo Socialista planteaba una enmienda de totali- 
dad, que ha sido presentada reglamentariamente en el 
momento adecuado y en la que incluso introduciríamos. 
señor Presidente, una pequeña matización o modificación 
en un término, si la Agrupación del PDP está de acuerdo 
con ella.' 

Por un lado, creemos que no es conveniente delimitar 
un estricto plazo para la obligación del Gobierno de ela- 
borar una norma. Creemos que no es conveniente y que 
podría paliarse con otra redacción. En cualquier caso, 
este tema, aunque en su planteamiento tal como lo esta- 
mos haciendo puede parecer muy simple, en la práctica 
tiene dificultades enormes, porque hay muchos aspectos 
muy particulares que van a generar -es toy convencido 
de ello- dificultades técnicas, incluso para dar su Con- 
sideración. 

En este sentido, el Grupo Socialista presentaría la si- 
guiente enmienda de totalidad, que sometemos a la con- 
sideración de la Agrupación del PDP: El Congreso de los 
Diputados insta al Gobierno a que desarrolle normativa- 
mente, en el menor plazo posible, los derechos del pacien- 
te reconocidos e n  la Ley General de Sanidad, y cspecífi- 
camentc el derecho del paciente al acceso a su historia clí- 
nica y el derecho a la confidencialidad de la misma. 

 ES^ sería nuestra enmienda, que creo que tiine CI mis- 
mo espíritu quc la proposición planteada por cl PDP, v 
que podría presentar la posibilidad de llegar a conscn- 
suar en un tema que consideramos de enorme intcrbs. 

El señor PRESIDENTE: Señor Gimeno, (puede pasar- 

¿La señora SaIarruIIana acepta Ia enmienda? 
la a la Mesa por escrito, por favor? 

La señora SALARRULLANA DE VERDA: La scnora 
Salarrullana acepta la enmienda. porque clectivamcntc 
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la hemos estado viendo antes y la única duda que me que- 
da, en nonibre de la Agrupación del PDP, es que me gus- 
taría que quedara bien claro que la aceptaríamos con la 
condición de saber que la palabra «normativamente», que 
ha introducido el Grupo Socialista en la enmienda, inclu- 
ye también la posibilidad de una ley, porque yo sigo te- 
niendo la preocupación de que, si. no es con rango de ley, 
el Poder Judicial, en un momento dado, podría n o  hacer 
caso de esa normativa. Repito, si incluye la posibilidad 
de que en esa palabra «normativamente» se inc1u.w una 
ley, estamos completamente de acuerdo v aceptamos la 
enmienda. 

El señor PRESIDENTE: El señor Gimeno puede acla- 
rar esta duda a la señora Salarrullana. Escuetamente, por 
favor. 

El senor GIMENO MARIN: Muy escuetamente, scnor 
Presidente. 

El término «normativamente» yo creo que incluye to- 
das las posibilidades, y por eso hemos introducido esa mo- 
dificación en el texto que tiene en estos momentos la 
Presidencia. 

El señor PRESIDENTE: iGrupos Parlamentarios que 
quieran intervenir en el debate de la proposición n o  de 
ley? (Pausa.) 

Po,r el Grupo de Coalición Popular, tiene la palabra la 
senora García Botín. 

La señora CARCIA BOTIN: Scnor Presidente, mi Gru- 
po siempre ha estado de acuerdo con la filosofía de esta 
proposición y nos vamos a adherir a la enmienda que aho- 
ra ha introducido el Grupo Socialista. 

Solamente quiero hacer una brevísima intervención 
para decir que, estudiando el tema, lo henios comparado 
con la enmicnda que mi Grupo presentó a la Ley General 
de Sanidad en 1985 y quedaba bastante más aclarado, 
porquc en el artículo 9.'> nosotros decíamos qiic todos, 
cualquiera que sea el sector, público o privado, y el nivel 
hospitalario o extrahospitalario en el que sean asistidos, 
tienen los siguientes derechos: y en el iiúrricro cuatro dc- 
cíamos quc el secreto de toda la información relacionada 
con su proceso y con la atención sanitaria recibida. Esto 
viene a confirinar lo que pedimos en aquel moiiicnto \' lo 
vamos a apovar. 

El señor PRESIDENTE: Poi. el G i ~ p o  de, CDS,  iiciic Iii 
palabra el scnor Revilla. 

El scnor REVILLA RODRICUEZ: Voy a cspi~csiii- la 
opinión de nuestro Grupo respecto a csta proposiciciii no 
de Ley, en el sentido clc apoynrla cw la liiica C I I  quc se I in  

modificado, e11 razón clc la ciiiiiiciidn prcsciiliicla por cI 
Grupo Socialista. 

Muv brcveniciitc. pci.iiiítnsciios csprcs;ii~ qiic C'SIO qiic 
se propone es consustaiiciel coi1 cualqiiic.i. sistcwia sniii- 
tario dc los ticiiipos xtualcs ,  por no clccir riio~lcriios. Es 
más, es uiio clc los :ispcc~os que h a y  qiic cliequcar ;I la 

hora de valorar una propuesta de asistencia general, es- 
pecialmente de asistencia primaria', en particular por e~ 
papel que se otorga a la historia clínica. Una asistencia 
primaria organizada en centros de salud no será progre- 
sista si no consiste'en asumir la función de síntesis que 
antes correspondía al médico de cabecera y en torno a 
una historia clínica que debe ser propiedad del paciente. 
Otra cosa es que se acumule e n  el centro hospitalario don- 
de corresponda. 

Las características de integral, de global y de continua 
que son propias de una asistencia primaria, así como de 
una asistencia terciaria y secundaria, no se entienden si 
no son engarzadas en torno a la historia clínica. Esta es 
la razón fundamental por la cual no sólo es conveniente, 
sino que es absolutamente necesario apoyar esta propo- 
sición del Grupo Parlamentario del PDP. 

Me ha producido satisfacción escuchar la opinión cx- 
presada por el Grupo Socialista, porque era precisamen- 
te una de las carencias tecnicas y conceptuales que se de- 
tectaban en el diseño de la asistencia primaria, por parte 
del GObierno, no sólo desde el año 1982, sino incluso de 
antes, y lo conozco bien. Por tanto, nos felicitamos de que 
se esté dispuesto apoyar csta iniciativa. Personalmente 
vengo insistiendo desde hace bastantes anos en este tema 
y, por tanto, esto tambien es para mí una pequeña parce- 
la de satisfacción. 

Solamente quiero aclarar, si se mc permite, quc el ad- 
verbio « normativamente)) nos parece que mejora, con 
permiso de la Diputada, señora Salarrullana, por una ra- 
zón, porque la expcricncia comparada nos permite asegu- 
rar que no siempre en este tema la normativa condujo a 
una ley. Efectivamente, cn Francia en el año 1976 fue así, 
pero no lo fue en el primero de los países en que se csta- 
bleció, que fue Suecia. 'Tampoco es exactamente así en el 
Reino Unido. Por tanto, entendemos que queda un mar- 
gen para la actuación, como se enticnda que mejor se aco- 
mode a las necesidades españolas. 

El selior PRESIDENTE: Por el Grupo de Minoría Ca- 
talana, tiene la palabra el senor Hinojosa. 

El scnor HINOJOSA 1 LUCENA: Muy brevemente, de- 
cir a la Cámara que nuestro Grupo va a apovar esta pro- 
posición n o  de ley, por s u  obvicdad. Nos parece absolu- 
tamente razonable que el cnlkrmo tenga un derecho in- 
cuestionable al acceso a su expediente. Es muv típico que 
el enlcrnio actual no se cntcrc de lo que Ic pasa. Nornial- 
nicntc el Icnguajc nii.dico, tanto escrito como verbal, tie- 
ne una tecnificación que no llega íi ser comprensible para 
la iiiavoría de los enfcrnios. Los Iaiiiosos partes o etocu- 
nicntos elc alta son tan cscuctos quc tampoco explican qui. 
murrió durante Ia asistencia y la periiianciicia del e n h -  ' 
i i i o  en el hospital. Nos parccc inuy sa/.onable la pi-oposi- 
cióii no d> Ley que hoy pi-csciita el Grupo del PDP y s i ,  

1'1 i a r i o .  aprovcchcnios la ocasii>ii pairi ~ o t a i '  a favor. (Ri- 
sas.) Así lo vanios a hacer. 

LiLlcniils. tcncnios en cucnta que la apoya el Grupo niüyo- 
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dos del Partido Liberal, tiene la palabra el señor Botella. 

El señor BOTELLA CRESPO: Después de decir que va- 
mos a apoyar la proposición, por lo que se está diciendo 
y sobre todo porque ya era hora de que las historias clí- 
nicas tuvieran una cierta confidencialidad y no pudieran 
ser manejadas indiscriminadamente, nosotros querría- 
mos saber si se admitiría que en la redacción final tuvié- 
ramos en cuenta que lo que se está diciendo es sobre his- 
toria clínica, no sobre el historial clínico. En un posterior 
desarrollo esto puede llevarnos a que el paciente se que- 
de vacío de contenido. Por tanto, a los dos proponentes, 
a quienes apoyo con relación a la historia clínica, les re- 
comendaría que mirasen, antes de que acabásemos de 
aprobarlo o en la enmienda que se ha hecho, si podría- 
mos introducir «historial» en vez de ((historian. Porque la 
historia clínica es simplemente una hoja donde el pacien- 
te nos cuenta lo que tiene, pero no el tratamiento a seguir. 

El señor PRESIDENTE: Señor Botella, eso tendría que 
haberlo presentado usted en forma de enmienda. En todo 
caso, creo que es un tema que queda en el acta de la Co- 
misión y los grupos proponentes tienen constancia de ello. 

Pasamos a la votación, que creo que es obvia y ,  por tan- 
to, si le parece bien a la Comisión, consideramos la pro- 
posición aprobada p& unanimidad. (Asentimiento.) 

- SOBRE EMPLAZAMIENTO DE LA PROSTITU- 
CION EN LA VIA PUBLICA 

El señor PRESIDENTE: Tercera proposición no de Ley, 
presentada por la Agrupación de Diputados del PDP, so- 
bre emplazamiento de la prostitución en la vía pública. 

Para su defensa, tiene la palabra la señora Salarrullana. 

La senora SALARRULLANA DE VERDA: Pido perdón 
a esta Comisión, porque van a decir, como lo hacen en mi 
tierra, que soy muy «cansá», ya que siempre estoy inci- 
diendo en los mismos temas, pero creo que SS. SS. sa- 
brán, por propia experiencia, que cuando alguien lleva un 
problema a una Cámara como ésta, inmediatamente le 
llueven propuestas, escritos, cartas y notas que hablan so- 
bre el mismo tema, y llevo una temporada que recibo toda 
clase de cosas sobre lo mismo. 

LO último es 10 que traje aquí, porque me pareck que 
había que escucharlo, eran cscritos no de personas parti- 
culares, sino de asociaciones de vecinos e incluso de mu- 
chos colegios reunidos, instituciones escolares, institutos 
de enseñanza media, no sólo de Madrid - c o m o  dije al em- 
pezar, porque fue la primera que me llegó-, sino tam- 
bién de Zaragoza, La Rio,ia, Cantabria, Murcia y entre 
ellas he sacado lo que me parecía más común a todas para 
hacer esta proposición. 

Como digo en la justificación, se trata de que en los úl- 
timos años determinadas zonas - e n  este caso era el cen- 
tro de Madrid, que fue la primera, pero también pasa en 
otras ciudades- se están convirtiendo en lugares elegi- 
dos para ejercer la prostitución en las calles, la hora de 

ejercerla es cada vez más temprana y coincide muchas ve- 
ces con las salidas de los centros escolares y con otros lu- 
gares de mucha afluencia de público. 

Los países más avanzados -y tengo aquí unas leyes de 
Suiza- han empezado a erradicar de ciertos sitios y ca- 
lles de afluencia pública la prostitución. Por supuesto, no 
digo que se erradique del todo, sino que salvando la li- 
bertad de las personas también se salve la situación de 
los que viven en esas zonas. El problema que más preo- 
cupa a los que me han enviado estos escritos está en los 
puntos que me sefialan. Por ejemplo, uno de ellos, que es 
muy preocupante, dice que al ser la prostitución ejercida 
de modo callejero sucede que la ejecución de los «servi- 
cios contratados», entre comillas, tiene lugar en los vehí- 
culos de los contratantes y en los patios de recreo de los 
colegios de la zona, donde quedan, en cualquier caso, los 
residuos de la operación ejecutada. (Risas.) Y los enume- 
ra. No sé por qué les da risa, a mí no me da ninguna. Y 
continúa diciendo que a los anteriores residuos se unen 
los residuos orgánicos de las propias personas que ejer- 
cen la prostitución en la zona, que, dado el número de ho- 
ras que permanecen ejerciéndola, evacuan en cualquier 
calle de la misma. Además, en la zona aparecen gran nú- 
mero de agujas y jeringuillas con residuos sanguíneos y ,  
según las informaciones recibidas de las autoridades, ello 
no es de extrafiar, pues el colectivo de los travestidos de- 
dicados a la prosfitución es de los que cuenta. .. 

El señor PRESIDENTE: Señora Salarrullana, jnos po- 
dría resumir el escrito? 

La señora SALARRULLANA DE VERDA: El mayor 
riesgo de los niños que están en esas zonas escolares y que 
se quedan jugando al acabar el colegio o el instituto es 
contagiarse del SIDA al ser ese colectivo -los trasvesti- 
dos-, el más dado a sufrir el SIDA y los niños utilizan 
para sus juegos las jeringuillas y los preservativos. 

Lo que dice la proposición no de ley, para resumir, es 
lo siguiente: Que el Congreso de los Diputados inste al Go- 
bierno a regular, en el plazo máximo de tres meses -yo 
siempre pongo plazos y siempre me los quitan, pero no 
me importa, lo acepto- el emplazamiento de la prostitu- 
ción en las calles, erradicando tal actividad en las siguien- 
tes Lonas: en las proximidades de colegios, hospitales, 
iglesias y otros lugares de afluencia masiva del público 
(esto lo he puesto, porque suelen ser en las que han coin- 
cidido todos los informes que me han dado en las Asocia- 
ciones de Vecinos); en las paradas de los medios de trans- 
porte público durante el horario de su funcionamiento; 
en y al lado de los parques abiertos al público, y en las 
calles y plazas donde hay viviendas, aunque este punto d) 
estaría dispuesta a suprimirlo, ya que es muy dificíl de so- 
lucionar, pero lo señalo aquí, porque en la mayoría de los 
escritos que me han enviado también lo pedían. 

Como pueden comprender SS. S S . ,  yo en este momen- 
to lo único que hago aquí es ser portavoz dc los deseos de 
unos grandes colectivos de ciudadanos que están organi- 
zados no sólo para tener reuniones, sino también para to- 
mar decisiones que tengan que ver con su barrio, con la 
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dignidad de su vida dentro de él y con la preocupación 
que tienen sobre todo por los menores habitantes de ese 
barrio, que son los niños y los jóvenes. 

El señor PRESIDENTE: (Qué Grupos Parlamentarios 
quieren fijar su posición respeto a esta proposición no de 
ley? (Pausa.) 

En primer lugar, por el Grupo Popular, tiene la pala- 
bra doña Celia Villalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO: Lo único que yo 
querría añadir aquí respecto a esta proposición presenta- 
da por el PDP es que una parecida vimos ya en esta mis- 
ma Comisión, la cual fue aprobada por todos, donde ins- 
tábamos al Gobierno a que contemplara las medidas ne- 
cesarias para todo el problema de la prostitución, tanto 
femenina como masculina. Desde mi punto de vista, com- 
prendo que se han producido acontecimientos posterio- 
res, entre otros el documento al que hacía rcterencia la se- 
ñora Salarrullana, que creo que hemos recibido todos los 
Grupos Parlamentarios, de una asociación de vecinos de 
Madrid, el cual ha aparecido incluso en la prensa. No voy 
a hablar de él, porque ya se ha hecho y además todos lo 
conocemos en profundidad y, efectivamente, es un proble- 
ma preocupante. 

Para lo único que querría aprovechar la ocasión es para 
reiterar al Grupo Parlamentario Socialista que haga Ile- 
gar al Gobierno la necesidad de que este proceso de con- 
templar la situación de la prostitución, tanto masculina 
como femenina, sea desarrollado en los plazos mínimos, 
de modo y manera que este problema que está en la calle 
sea resuelto lo antes posible. 

El señor PRESIDENTE: El señor Hinojosa, por el Gru- 
po de Minoría Catalana, tiene la palabra. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA: La intervención de la 
senora Salarrullana en algún momento nos ha hecho son- 
reír, pero no porque frivolicemos sobre el tema. A l  menos 
en nuestro caso comprendemos que el problema es muy 
serio, tanto que nos parece que no podemos votar a favor 
de la proposición no de ley que trae hoy aquí, porque nos 
parece que requiere un planteamiento más global 

Efectivamente ya hemos hablado en esta Comisión un  
par de vecek del tema y sobre todo de la preocupación que 
suponía el control sanitario de estas señoras y de estos se- 
ñores -que parece que ahora también los hay- que se 
dedican a este oficio tan antiguo. 

A nosotros nos parece que no se trata de instar al Go- 
bierno a que desplace a las prostitutas de un lugar a otro. 
Se trataría, en todo caso, de que se iniciara un plan glo- 
bal en el que se garantizase la mayor seguridad sanitaria 
del ejercicio de la misma y, en todo caso, probablemente 
sería bueno un acercamiento hacia estos colectivos -aun- 
que ya sé que es difícil, porque están dispersos y no tic- 
nen ningún tipo de representación-, quizá sería prudcn- 
te un acercamiento a través de los servicios sociales del 
Estado para saber cómo afrontar el problema de cara a 

garantizar, primero, la seguridad sanitaria y,  despufs, si 
hay actos puntuales a la puerta de un colegio o de una 
iglesia, es evidente que por razones obvias se puede ha- 
cer una vigilancia discreta y se puede apartar a las pros- 
titutas de estos lugares. Pero yo creo que no es normal 
que a la puerta de los colegios y de las iglesias se ejerza; 
normalmente es detrás. (Risas.) No lo digo en broma, es 
en serio. En Marsella y en Barcelona, detrás de las iglc- 
sias del barrio chino, es donde se ejerce con mayor certc- 
za esto. En cambio, delante de los colegios no hay la mis- 
ma posibilidad de clientela. 

Pero sin'frivolizar digo que este es un tema muy serio. 
A mi Grupo Ic: gustaría hacer un  plan global y en ese caso 
estaríamos en disposición de aportar nuestras ideas y vo- 
tar a favor. N o  en el caso de hoy, ya que nos parece que 
la presentación de esta proposición no de ley es muy par- 
cial. Por ello votaremos en contra. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, el se- 

ñor Vallejo tiene la palabra. 

El senor VALLEJO RODRICUEZ: Como ha dicho la se- 
ñora Villalobos, hace escasamente dos meses se aprobó 
por unanimidad una enmienda del Grupo Socialista a una 
proposición no de ley y la enmienda justamente lo que ha- 
cía era que no  se hablara sólo del control sanitario, sino 
que se contemplara efectivamente el fenómeno de la pros- 
titución. Nuestra intención, ya lo dijimos aquí, era que se 
contemplara el marco jurídico o cualquier otra medida 
que abarcara situaciones de este tipo. De modo que eso 
está aprobado por la Comisión en su conjunto y está c n  
marcha por parte del Gobierno. 

Esta proposición no de ley presentada por la pi-oponen- 
te, señora Salarrullana, es una mala copia de la rcsolu- 
ción estatal del Consejo Gubernamental del Cantón de Zu- 
rich, aprobada el 15 de marzo de 1972. Y digo una mala 
copia, porque a l l í  cuando se habla de quc no sc haga la 
prostitución en  las calles y plazas, se dice que a cxccp- 
ción de los barrios propiamente de placer. entre las 20 ho- 
ras y las ires de la madrugada. Pero además se dice cn 
otros párraíos que solarnentc está permitida e n  zonas n o  
residenciales de la ciudad de Zurich. N o  si. si aquí  tam- 
bii.n se pretende que se lleve a cabo en mnas no rcsidcii- 
cialcs de determinadas ciudades. Y 1ambii.n se dice que 
mientras no  suscite una reclamación ,justificada y n o  sea 
culpable de provocación impúdica, ctcctcra, se pcrrni te 
en el ccntro de la ciudad, y da varios cjcrriplos citando de- 
terminados lugarcs. A l  final se dice que  el que no respete 
esta norma será denunciado. 

Yo  1ambii.n celebraba una reunión hace escasamente 
un  nies con la asoCiación de vecinos de Altos del Hipóclro- 
rno de Madrid y lo que nie planteaban era que tcníari re- 
suelto el problema gracias a la Policía Municipal dcl 
A y u ti t a m i cn t o de Madrid. U n i ca mcn t c ma ni les t a ba n I ;I 
preocupación de que en  el Luturo pudiesen renovarse si- 
tuaciones anteriores. 

Estas medidas, porque lo instó el Parlamento y lo apro- 
bamos aquí, se están estudiarido por parte clcl (hhieriio. 
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Además, se están estudiando no solamente por parte del 
Ministerio de Sanidad, sino tambicn del de Justicia, por 
lo cual me parece que sería reiterativo e incluso rozaría 
otros aspectos del Código Penal que no vienen a cuento 
en este momento. Todo eso nos lleva a votar en contra de 
esta proposición no de ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, uno: en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda rcchazada. 
Agotado el orden del día, levantamos la sesión hasta el 

día 23. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación. 1 Eran las seis y veinticinco minutos de la tarde. 
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